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efectos de su adopción hasta después de haber concluido el proceso de apelación.  Puede obtenerse información acerca de la situación actual del
informe del Grupo Especial en la Secretaría de la OMC.
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Miembros: Sr. Gerardo Teodoro Thielen Graterol
Sr. José Antonio S. Buencamino

1.9 El Grupo Especial se reunió con las partes los días 28 y 29 de julio de 1997 y 13, 14 y 15 de
octubre de 1997, y con los terceros el 28 de julio de 1997.

1.10 El 30 de julio de 1997, el Presidente del Grupo Especial informó al OSD de que el Grupo
Especial no podría distribuir su informe dentro de los seis meses siguientes al acuerdo sobre su
composición y mandato.  Las razones de la demora figuran en el documento WT/DS60/5.

1.11 El Grupo Especial dio traslado de su informe provisional a las partes el 23 de marzo de 1998.
El 3 de abril de 1998, ambas partes presentaron sendas peticiones de que el Grupo Especial
reexaminara aspectos concretos del informe provisional.  A petición de Guatemala, el Grupo Especial
celebró el 16 de abril de 1998 una nueva reunión con las partes sobre las cuestiones identificadas en
las observaciones escritas.  El Grupo Especial presentó su informe definitivo a las partes el 18 de
mayo de 1998.

II. ELEMENTOS DE HECHO

2.1 El objeto de la presente diferencia es la iniciación y consiguiente realización por el Ministerio
de Economía de Guatemala ("Ministerio") de una investigación antidumping contra las importaciones
de cemento portland gris procedentes de Cruz Azul, una empresa productora mexicana.  Cementos
Progreso SA ("Cementos Progreso"), la única empresa productora de cemento de Guatemala presentó
una solicitud de iniciación de una investigación antidumping el 21 de septiembre de 1995 y una
ampliación de esa solicitud el 9 de octubre de 1995.  El 11 de enero de 1996, sobre la base de esa
solicitud y de su ampliación, el Ministerio publicó el aviso de la iniciación de una investigación
antidumping en relación con las importaciones supuestamente objeto de dumping de cemento portland
gris procedentes de Cruz Azul de México.  El 22 de enero de 1996 el Ministerio notificó al Gobierno
de México la iniciación de la investigación, y en una comunicación de fecha 23 de enero de 1996,
solicitó determinados datos sobre las importaciones a la Dirección General de Aduanas de Guatemala.
El 26 de enero de 1996, el Ministerio envió a las partes interesadas, incluidas Cruz Azul y Cementos
Progreso, cuestionarios a los que inicialmente debía darse respuesta el 11 de marzo de 1996.  A
petición de Cruz Azul, el Ministerio prorrogó el plazo para responder al cuestionario hasta el 17 de
mayo de 1996.  Cruz Azul dio respuesta al cuestionario el 13 de mayo de 1996.  El 16 de agosto
de 1996, Guatemala impuso un derecho antidumping provisional del 38,72 por ciento sobre las
importaciones de cemento portland gris del tipo I (PM) procedentes de Cruz Azul de México.  El
derecho provisional se impuso sobre la base de una determinación preliminar positiva de la existencia,
inter alia, de una amenaza de daño.  Ese derecho provisional expiraba el 28 de diciembre de 1996.

2.2 El período de investigación indicado inicialmente en el aviso público de iniciación era el
comprendido entre el 1º de junio de 1995 y el 30 de noviembre de 1995.  El 4 de octubre de 1996, el
Ministerio lo amplió, añadiendo al mismo el período comprendido entre el 1º de diciembre de 1995 y
el 31 de mayo de 1996.  El 14 de octubre de 1996, el Ministerio envió a Cruz Azul y Cementos
Progreso cuestionarios complementarios en los que se solicitaba entre otras cosas, que Cruz Azul
proporcionara datos sobre los costos y facilitara información correspondiente al período por el que se
había ampliado al período inicial de investigación.

2.3 Se programó una visita de verificación que debía tener lugar del 3 al 6 de diciembre de 1996.
El Ministerio canceló esa visita de verificación poco después de que hubiera comenzado el 3 de
diciembre de 1996.

2.4 El 17 de enero de 1997, Guatemala impuso un derecho antidumping definitivo del 89,54 por
ciento a las importaciones de cemento portland gris procedentes de Cruz Azul de México.
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documentos pertinentes especificados en el mandato".5  De conformidad con el texto del párrafo 4 del
artículo 4 y el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, las reclamaciones han de referirse a "una medida"
concreta que supuestamente se haya impuesto de forma incompatible con un acuerdo abarcado.  Si las
reclamaciones formuladas en el asunto no afectan a una "medida", la cuestión (y cada una de las
reclamaciones) no son pertinentes.  Según el párrafo 1 del artículo 19 del ESD, un grupo especial sólo
puede recomendar que se ponga la medida "en conformidad con" el acuerdo, y no puede formular
recomendaciones sobre una cuestión (ni sobre las reclamaciones individuales que se hayan formulado
en ella) si no es en relación con la "medida" indicada en el mandato del grupo especial.  Además, de
conformidad con el inciso ii) del párrafo 6 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping, el grupo especial
debe declarar si la "medida" adoptada está en conformidad con el Acuerdo.

4.7 Guatemala sostiene que, en el contexto de las medidas antidumping, esta interpretación es
concorde con los párrafos 3 y 4 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping.  El apéndice 2 del ESD
identifica el párrafo 4 (pero no el párrafo 3) como una norma especial o adicional para la solución de
diferencias en el marco del Acuerdo Antidumping.  El párrafo 4 del artículo 4 del ESD (aplicable a las
consultas) debe interpretarse de forma compatible con el párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo
Antidumping.  El párrafo 4 del artículo 4 del ESD obliga al Miembro reclamante a indicar en su
solicitud de celebración de consultas las "medidas en litigio".  La "cuestión" a que hace referencia el
párrafo 3 del artículo 17 debe estar constituida por las "reclamaciones" planteadas por el reclamante
impugnando la medida antidumping identificada en la celebración de consultas de conformidad con lo
dispuesto en el párrafo 4 del artículo 4 del ESD.  Así pues, conforme a una interpretación compatible
con el párrafo 4 del artículo 4 del ESD, la "cuestión" no puede abarcar ninguna reclamación que se
refiera a una medida distinta de las "medidas" identificadas en la solicitud de celebración de consultas.

4.8 Guatemala sostiene que el párrafo 4 del artículo 17 establece una norma especial conforme a
la cual, a los efectos de la determinación de la competencia del grupo especial en lo que respecta a la
medida provisional de que se trate, el Miembro reclamante debe probar que la medida provisional
tiene una repercusión significativa.  Por el contrario, el ESD no exige, como requisito para impugnar
una medida ante un grupo especial, que se pruebe que ésta tiene efectos comerciales.  Según
Guatemala, aparte del requisito de probar los efectos comerciales de la medida, no hay ninguna
contradicción entre el párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping y el párrafo 2 del artículo 6
del ESD.  Puede y debe interpretarse, de forma compatible con el artículo 6 del ESD, que el párrafo 4
del artículo 17 del Acuerdo Antidumping (que constituye una norma o procedimiento especial o
adicional conforme a lo dispuesto en el ESD) requiere que las partes sometan al Órgano de Solución
de Diferencias cuestiones, acerca de las que han celebrado consultas, identificando "las medidas
concretas en litigio" (párrafo 2 del artículo 6 del ESD).  Guatemala afirma que hay que interpretar, por
consiguiente, que el Acuerdo Antidumping y el ESD coinciden, con la excepción de la prescripción
relativa a la "repercusión significativa" en el caso de las diferencias relativas a las medidas
provisionales.  A la luz de lo precedente, Guatemala interpreta de la siguiente forma el procedimiento
de solución de diferencias en el caso de procedimientos antidumping recogido en el artículo 17 del
Acuerdo Antidumping y en los artículos 4 y 6 del ESD:

4 Consultas informales:  Tanto antes de la imposición de una medida provisional como
en cualquier otro momento, los Miembros pueden mantener consultas informales
sobre cualquier aspecto de los procedimientos antidumping, incluidos, entre otros, los
relativos a la iniciación, la recopilación de pruebas en la etapa preliminar de la
investigación y los requisitos de procedimiento.

4 Consultas formales en relación con la medida provisional:  Una vez adoptada la
medida provisional, el Miembro reclamante puede solicitar la celebración de
consultas formales al amparo del párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping.
De conformidad con el párrafo 4 del artículo 4 del ESD, en la solicitud de celebración
de consultas, el Miembro que las solicite debe identificar como "medida en litigio" la

                                                  
5 Ibid., página 25.
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iniciación, b) la resolución preliminar y c) la etapa final del procedimiento de la investigación
antidumping de que se trata.  En consecuencia, para cumplir su mandato, el Grupo Especial debe
pronunciarse sobre cada una de esas reclamaciones, o, conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 del
artículo 7 del ESD, considerar las disposiciones pertinentes del acuerdo o acuerdos abarcados que
hayan invocado las partes en la diferencia.  México sostiene que, en caso de que el Grupo Especial
constatara que la investigación antidumping en cuestión se inició y realizó en contravención de las
disposiciones pertinentes del Acuerdo Antidumping, o simplemente que no se inició de conformidad
con el Acuerdo Antidumping, habría de llegar a la conclusión de que los derechos antidumping
resultantes también eran incompatibles con las obligaciones que impone a Guatemala el Acuerdo
Antidumping.  Dicho de otro modo, aunque es posible que México no haya impugnado la
determinación definitiva como tal, de ese hecho no se desprende que no haya impugnado los derechos
antidumping resultantes.  México los ha impugnado en el curso de sus consultas con Guatemala, al
señalar a ese país que la investigación no debía haberse iniciado, y, posteriormente, al pedir al Grupo
Especial que anulara la investigación y acordara la devolución de los derechos antidumping
correspondientes.

4.13 Guatemala pone de relieve que México reconocía en su segunda comunicación que la
determinación definitiva no había sido incluida en la solicitud de establecimiento de un grupo especial
porque esa determinación aún no había sido adoptada cuando México solicitó la celebración de
consultas, de lo que se desprende que, a juicio de México, para que una medida pueda ser examinada
debe haber sido adoptada antes de la solicitud de celebración de consultas.7 Con arreglo al mismo
razonamiento, para que el Grupo Especial examinara las reclamaciones de México relativas a la etapa
final, sería asimismo indispensable que los hechos o medidas de que se trata se hubieran producido o
adoptado antes de la celebración de las consultas.  Guatemala señala que cuando México solicitó la
celebración de consultas formales el 15 de octubre de 1996, no se habían desarrollado aún varias fases
de la etapa final de la investigación, incluidas la ampliación del período de la investigación, la
utilización de expertos no gubernamentales en la verificación, la petición de información sobre costes
y ventas durante la verificación, la presentación de datos técnicos contables, la información sobre
hechos esenciales para la investigación, la presentación de información de carácter confidencial y el
no establecimiento de plazos para la presentación de información.  Conforme a la lógica de México,
esas fases de la etapa final de la investigación también debían haber sido excluidas de la solicitud de
establecimiento de un grupo especial presentada por ese país.

2. Si la etapa final de la investigación forma parte del asunto sometido al Grupo Especial

4.14 Guatemala alega que el Grupo Especial no tiene mandato para examinar pretensiones que se
refieren únicamente a la etapa final de la investigación.  Aduce que, para poder reclamar sobre
aspectos de la investigación que son posteriores a la medida provisional, el reclamante está obligado a
impugnar la medida definitiva que estableció los derechos antidumping.  En su solicitud de
establecimiento de un grupo especial y en su primera comunicación escrita, México únicamente
plantea la diferencia respecto de la medida provisional, y no de la medida definitiva.  En
consecuencia, Guatemala sostiene que el Grupo Especial debe descartar las pretensiones de México
que se refieren a la etapa final de la investigación, en cuanto no son pertinentes al cometido del Grupo
Especial de examinar la medida provisional.

4.15 Además, Guatemala sostiene que las reclamaciones en cuestión se refieren a una etapa del
proceso de investigación que 1) es enteramente distinta de la etapa a que se refirieron las consultas, 2)
ni siquiera había tenido lugar cuando se celebraron las consultas, y 3) afecta a una medida totalmente
distinta conforme a las estipulaciones del Acuerdo Antidumping.  Guatemala señala que México, al

                                                  
7 En el texto inicialmente presentado, la réplica de México manifestaba que "la medida final no fue

incluida en la solicitud de establecimiento" del Grupo Especial y que las reclamaciones de México no incluían
"la medida final per se".  México presentó un corrigendum a su réplica, en el que sustituía esas afirmaciones por
las de que "la resolución final no fue incluida en la solicitud de establecimiento" y de que las reclamaciones de
México "no incluyen la resolución final per se".



WT/DS60/R
Página 10

no haber invocado toda la gama de reclamaciones que se refieren a la etapa final de la investigación
hasta el último día de las consultas8, ha privado a Guatemala del derecho a mantener consultas en
relación con esas reclamaciones durante el período previsto a tal efecto en el párrafo 5 del artículo 4
del ESD.  En apoyo de su posición, Guatemala cita el asunto Estados Unidos - Imposición de
derechos antidumping a las importaciones de salmón del Atlántico, fresco y refrigerado, procedentes
de Noruega y alega que el Grupo Especial encargado de examinar ese asunto constató que, de
conformidad con el artículo 15 de las disposiciones especiales sobre solución de diferencias del
Código Antidumping de la Ronda de Tokio "para que una parte en una diferencia pudiera solicitar el
establecimiento de un grupo especial que examinara la cuestión, las partes en esa diferencia habían de
tener antes la posibilidad de llegar a una solución mutuamente satisfactoria de la cuestión.  Ese
requisito quedaría vacío de contenido de no haberse planteado la cuestión durante las consultas y la
conciliación".9  Guatemala aduce que, toda vez que México esperó hasta el último día de las consultas
para plantear toda la serie de reclamaciones relativas a la etapa final de la investigación, impidió que
las disposiciones especiales estatuidas para casos antidumping cumplieran su cometido de dar a las
partes la oportunidad de llegar a una "solución mutuamente satisfactoria" de las reclamaciones
relativas a la etapa final, como ordena el párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping.  Por esta
razón, Guatemala sostiene que el Grupo Especial debe desestimar todas las pretensiones de México
que se refieren a la etapa final.

4.16 México sostiene que ninguna disposición del Acuerdo Antidumping apoya la tesis de
Guatemala según la cual, para poder reclamar sobre aspectos de la investigación posteriores a la
medida provisional, el reclamante está obligado a impugnar también la medida definitiva.  Además,
México señala que en las consultas se abordó toda la gama de reclamaciones relativas a la etapa final
y sostiene que todas esas reclamaciones figuraban en la solicitud de establecimiento de un grupo
especial, y por consiguiente formaban parte del mandato del Grupo Especial, de conformidad con el
Acuerdo Antidumping y con las constataciones hechas en el asunto Estados Unidos - Imposición de
derechos antidumping a las importaciones de salmón del Atlántico, fresco y refrigerado, procedentes
de Noruega.10

4.17 Guatemala añade que, ninguna alegación relativa a la etapa final es en ningún sentido,
pertinente a la única "medida en litigio" identificada en el mandato del Grupo Especial.  Con arreglo
al párrafo 1 del artículo 19 del ESD, sólo es posible poner en conformidad medidas, y por lo tanto,
aun en la hipótesis remota de que el Grupo Especial llegara a la conclusión de que se había producido
alguna violación en la etapa final, el Grupo Especial no podría formular ninguna recomendación con
respecto a la medida definitiva, porque ésta no está comprendida en el ámbito del mandato sobre la
presente diferencia.  En consecuencia, el Grupo Especial debe desestimar las pretensiones de México
que se refieren a la etapa final de la investigación.

3. Si la medida provisional forma parte del asunto sometido al Grupo Especial

4.18 Guatemala afirma que, de conformidad con el párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo
Antidumping, un Miembro sólo puede someter una medida provisional al OSD si esa medida tiene
una "repercusión significativa".  Guatemala señala que el párrafo 4 del artículo 17 estipula que un
Miembro puede someter al OSD la cuestión objeto de las consultas con miras al establecimiento de un
grupo especial si "considera" que las consultas han fracasado y si se han adoptado medidas
definitivas.  Dicho párrafo estipula además que el Miembro puede someter al OSD una medida
provisional cuando esa medida "tenga una repercusión significativa" y el Miembro "estime" que la

                                                  
8 Guatemala afirma que, en tanto que la solicitud de celebración de consultas presentada por México el

15 de octubre de 1996 (WT/DS60/1) no contiene reclamaciones relativas a la "etapa final" del procedimiento, el
último día de las consultas México presentó a Guatemala una lista de preguntas que incluía varias interrogantes
respecto a la etapa final de la investigación.

9 Estados Unidos - Imposición de derechos antidumping a las importaciones de salmón del Atlántico,
fresco y refrigerado, procedentes de Noruega, ADP/87, párrafo 333, adoptado el 27 de abril de 1994.

10 Ibid.
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medida ha sido adoptada en contravención de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 7.  Al haber
omitido los redactores el término "considere" en la descripción del requisito previo de que la medida
provisional tenga una repercusión significativa, Guatemala aduce que la parte reclamante ha de
demostrar la existencia de esa repercusión en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, o
como requisito previo jurisdiccional, en su primera comunicación escrita.  Guatemala sostiene que
México ni arguye ni demuestra que la medida provisional haya tenido realmente una "repercusión
significativa".

4.19 Según Guatemala, la existencia de una "repercusión significativa" debe medirse por la
repercusión en los intereses comerciales de los Miembros, y no en el exportador o exportadores objeto
de investigación.  En una diferencia que se sustancie ante la OMC la parte reclamante es el Miembro
y no el exportador o exportadores afectados por la investigación.  Según el párrafo 4 del artículo 17
del Acuerdo Antidumping y el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, la única parte que tiene derecho a
solicitar el establecimiento de un grupo especial es el Miembro.  Además, los derechos y obligaciones
establecidos en el Acuerdo Antidumping son derechos y obligaciones de los Miembros y no de las
empresas exportadoras.  Los redactores del Acuerdo Antidumping podían haber establecido en el
párrafo 4 del artículo 17 que la "repercusión significativa" se refería al exportador o exportadores
investigados, pero no lo hicieron.  Guatemala señala que ésta es precisamente la posición que adoptó
México en un caso anterior.  En el asunto Estados Unidos - Imposición de derechos antidumping a las
importaciones de cemento portland gris y clinker procedentes de México11, México insistió en que el
GATT estaba llamado a regular la conducta entre los países signatarios y en que el sistema de
solución de diferencias era un sistema de gobierno a gobierno.  Según Guatemala, México había
sostenido que la disposición que había precedido al texto actual del párrafo 4 del artículo 17 del
Acuerdo Antidumping "permitía expresamente a los signatarios impugnar determinaciones definitivas
e incluso preliminares, cuando éstas tuvieran efectos considerables sobre sus intereses comerciales"12

y no había sugerido que bastara demostrar la existencia de una repercusión significativa en los
exportadores objeto de la investigación.

4.20 Guatemala niega que la medida provisional haya tenido una repercusión significativa en los
intereses comerciales de México.  Alega además que, conforme a los términos de la medida
provisional, los importadores podían optar por constituir una fianza o efectuar un depósito en efectivo
que cubrieran el margen estimado de dumping o por pagar el derecho provisional.  En caso de que en
el primer examen administrativo Cruz Azul demostrara que las importaciones en cuestión no fueron
objeto de dumping, se cancelarían las fianzas de los importadores en Guatemala y se reembolsarían
sus depósitos en efectivo.  Además, Guatemala señala que la medida provisional sólo estuvo en vigor
cuatro meses y que las importaciones a que se refiere la medida provisional aplicada sólo
constituyeron un porcentaje minúsculo de las exportaciones totales de México en ese período de
cuatro meses.  Según los datos oficiales de Bancomex sobre las exportaciones, en 1996 las
exportaciones mexicanas de cemento portland gris a Guatemala representaron solamente el 0,016 por
ciento de las exportaciones mexicanas de todos los productos a todos los países (96.000 millones de
dólares en exportaciones totales a todos los países/15,6 millones de dólares en exportaciones de
cemento a Guatemala).  Según los datos facilitados por México y Bancomex, las exportaciones
mexicanas de cemento portland gris a Guatemala en 1996 sólo representaron el 4,3 por ciento de las
exportaciones mexicanas de todos los productos a Guatemala en ese año (360 millones de dólares en
exportaciones totales a Guatemala/15,6 millones de dólares en exportaciones de cemento a ese país).
En el período de aplicación de la medida provisional (septiembre-diciembre de 1996), las
exportaciones mexicanas de cemento portland gris a Guatemala representaron sólo el 3 por ciento de
las exportaciones mexicanas de todos los productos a ese país (101,8 millones de dólares en
exportaciones totales a Guatemala entre septiembre y diciembre de 1996/3,1 millones de dólares en
exportaciones de cemento a Guatemala en ese mismo período).  Guatemala sostiene que, debido a la
reducida relación entre valor y peso y al elevado costo del transporte por vía terrestre, el cemento no

                                                  
11 Estados Unidos - Imposición de derechos antidumping a las importaciones de cemento portland gris

y clinker procedentes de México, ADP/82, no adoptado, de fecha 7 de septiembre de 1992.
12 Ibid., párrafo 3.1.11.









WT/DS60/R
Página 15

Acuerdo Antidumping, por lo que tuvo que esperar y plantear su objeción en su primera presentación
escrita.  En cualquier caso, el párrafo 4 del artículo 17 establece, como requisito previo necesario para
determinar si un grupo especial es o no competente para examinar la medida provisional, que se
pruebe la existencia de una "repercusión significativa".  Guatemala esperaba que México, en su
primera comunicación en el procedimiento, intentara demostrar la existencia de una repercusión
significativa.  Dado que México no expuso ningún argumento al respecto, ni mucho menos satisfizo
este requisito previo, Guatemala formuló sus objeciones en su primera presentación escrita al Grupo
Especial.  Según Guatemala, ninguna disposición del Acuerdo Antidumping o del ESD obliga a
Guatemala a plantear sus objeciones preliminares al OSD. Además, en consonancia con los principios
tradicionales aplicables a las "exenciones", no es necesario formular la alegación en un determinado
foro para conservar el derecho a formularla en otro cuando formularla en el primero carezca de
sentido.  Como ya se ha indicado, Guatemala no planteó la objeción preliminar en el OSD, porque el
OSD no es el órgano competente para adoptar decisiones a este respecto, y porque el planteamiento de
la objeción no habría tenido ninguna utilidad, habida cuenta de la norma del consenso "en contrario"
del párrafo 1 del artículo 6 del ESD.  Además, Guatemala señala que no ha habido ningún caso en que
un grupo especial se haya negado a examinar una alegación preliminar basándose en que dicha
alegación no hubiera sido sometida al OSD.

4.32 México indica que la argumentación de Guatemala es contradictoria.  Para justificar el hecho
de no haber impugnado esta cuestión en las dos reuniones del OSD habiendo podido hacerlo,
Guatemala sostiene que corresponde al Grupo Especial y no al OSD examinar la cuestión.  Pero, de
ser así, no cabe inferir, como al parecer ha hecho Guatemala, que para tener derecho al
establecimiento de un grupo especial México habría tenido que demostrar al OSD la existencia de una
repercusión significativa.  Siguiendo este razonamiento, México aduce que reclamante y demandado
deben tener las mismas oportunidades ante el grupo especial, sobre todo teniendo en cuenta que, por
definición, el reclamante no puede presentar una alegación acerca de la inexistencia de una
repercusión significativa, en tanto que el demandado podía haber planteado la cuestión ante el OSD.

4.33 México afirma que la noción de repercusión significativa abarca normalmente efectos,
cualitativos y cuantitativos, en diversos niveles (federal, subfederal, estatal) y sectores (público,
privado) según las circunstancias.  Según México, la diferencia con Guatemala afecta también a
preocupaciones sistémicas que no se agotan en los intereses de México como exportador al mercado
guatemalteco.  Una resolución favorable a Guatemala sentaría un precedente que podría afectar a las
exportaciones mexicanas de cualquier producto a cualquier mercado.  De forma especial, la diferencia
pondría en peligro las exportaciones de México a América Central, puesto que los demás países de la
subregión, que aplican las mismas reglamentaciones antidumping que Guatemala, tomarían nota de
que la iniciación y realización de una investigación antidumping afectada de graves deficiencias
pueden ser avaladas por un grupo especial de la OMC a pesar de tales deficiencias y de que, aun en el
supuesto de una resolución desfavorable, lo peor que puede pasar es que el grupo especial recomiende
la rectificación post facto de las infracciones cometidas.

4.34 Guatemala, por el contrario, afirma que las preocupaciones sistémicas invocadas por México
y los supuestos efectos desfavorables sobre las exportaciones mexicanas de cualquier producto a
cualquier mercado no son compatibles con el párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping.  El
verdadero interés sistémico estriba en no permitir que un reclamante justifique o excuse el
incumplimiento de las prescripciones legales por supuestas consideraciones sistémicas.

4.35 Según México, la investigación antidumping de Guatemala ha afectado a una proporción
importante de las exportaciones totales de México a ese país.  Además, debido a las incertidumbres
que surgieron en Guatemala con respecto a la empresa y al producto objeto de investigación, la
investigación no sólo afectó a las exportaciones de Cruz Alta, sino también a las de todas las demás
empresas mexicanas productoras de cemento que estaban realizando o proyectaban realizar
exportaciones a Guatemala.  México aduce que, a consecuencia de dificultades prácticas surgidas en
Guatemala, en el caso de las exportaciones de Cruz Azul no se utilizaron fianzas o depósitos en
efectivo, con lo que los importadores pagaron realmente los derechos provisionales.
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4. Si la iniciación forma parte del asunto sometido al Grupo Especial

4.49 Guatemala considera que ha habido una preclusión del derecho de México a presentar
reclamaciones contra la iniciación de la investigación por las siguientes razones:  1) México no ha
impugnado la medida definitiva;  2) México no ha alegado que la medida provisional se haya aplicado
a consecuencia de una investigación iniciada en contravención de lo dispuesto en el artículo 1 del
Acuerdo Antidumping;  y 3) México no ha alegado que la medida provisional haya sido aplicada en
contravención de lo dispuesto en el apartado 1 i) del artículo 7 del Acuerdo Antidumping a raíz de la
iniciación de una investigación no realizada de conformidad con el artículo 5.  Según Guatemala, para
poder someter al Grupo Especial la iniciación de una investigación, es necesario que el Miembro
reclamante impugne la medida definitiva al amparo del artículo 1 del Acuerdo Antidumping, o
impugne la medida provisional al amparo del artículo 1 o del párrafo 1 del artículo 7 de dicho
Acuerdo.  La propia iniciación no constituye una "medida" en el sentido del artículo 19 del ESD.  Si
la iniciación fuera una "medida", el párrafo 4 del artículo 17 indicaría las condiciones necesarias para
someter la "medida de iniciación" (como parte de la "cuestión" sobre la que se hayan celebrado
consultas) al OSD.16

4.50 Guatemala considera que, con la excepción de la eliminación de la etapa de conciliación, el
contenido del artículo 17 del Acuerdo Antidumping es prácticamente idéntico al del artículo 15 del
Código Antidumping de la Ronda de Tokio.  Guatemala aduce que nunca se estableció un grupo
especial de conformidad con el artículo 15 del Código Antidumping de la Ronda de Tokio solamente
para examinar la iniciación de una investigación antidumping o la propia investigación.  De hecho,
nunca se pidió a un grupo especial establecido de conformidad con el Código Antidumping de la
Ronda de Tokio que se limitara a examinar una medida provisional sin que la parte reclamante
presentara además una reclamación relativa a la medida definitiva.  Por ejemplo en el asunto CE -
Imposición de derechos antidumping a las importaciones de hilados de algodón procedentes del
Brasil17, el Brasil celebró consultas con la CE el 11 de noviembre de 1991, después de haber impuesto
la Comunidad la medida provisional el 23 de septiembre de 1991.  Guatemala señala que la CE
impuso la medida definitiva el 23 de marzo de 1992, y que las partes celebraron consultas sobre ella el
27 de octubre de 1993.  Dicho de otro modo, tras la imposición de la medida provisional, el Brasil
celebró consultas con el fin de examinar las reclamaciones relativas a la medida provisional.  Una vez
impuesta la medida definitiva, el Brasil celebró consultas para examinar las reclamaciones relativas a
la medida definitiva y, posteriormente, se estableció un grupo especial.

4.51 Guatemala recuerda que, en el curso de las negociaciones de la Ronda Uruguay, varios países
propusieron que se modificara el artículo 15 del Código Antidumping de la Ronda de Tokio para que
los Miembros pudieran impugnar la iniciación de una investigación antes de la imposición de una
medida provisional o definitiva.  La delegación de Singapur declaró que "deben establecerse
procedimientos que permitan al país exportador impugnar la iniciación de un procedimiento
antidumping si esa iniciación es infundada y no está en conformidad con las prescripciones del
Código".18  Singapur declaraba lo siguiente:

"Los actuales procedimientos de solución de diferencias prevén que el país
exportador intente la conciliación únicamente tras la imposición de derechos
provisionales.  Sin embargo, ya en la etapa de iniciación de la investigación
antidumping podría haberse causado daño al comercio e infringido las obligaciones

                                                  
16 Guatemala señala que, en una reunión del Comité Antidumping del GATT, la CE declaró que la

iniciación de una investigación no constituía una "medida".  ADP/M/40, párrafo 242 (15 de septiembre
de 1993).

17 CE - Imposición de derechos antidumping a las importaciones de hilados de algodón procedentes del
Brasil, ADP/137, párrafos 1 y 6, informe adoptado el 30 de octubre de 1995.

18 MTN.GNG/NG8/W/55, página 8 (13 de octubre de 1989).
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"medidas" utilizado por Guatemala.  Según México, lo contrario desvirtuaría el propósito que guió a
los autores de ambos instrumentos al redactar los preceptos a que se acaba de hacer referencia.

4.64 Guatemala, al tomar nota del argumento de México sobre el término "acción", observa que la
diferencia terminológica a que hace referencia México es solamente una diferencia superficial que
carece de efectos sustantivos.  En cualquier caso, a efectos de interpretación, Guatemala se remite al
párrafo 1 del artículo 33 de la Convención de Viena, que estipula que cuando un tratado haya sido
autenticado en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado
disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos.  El
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la OMC y los Acuerdos Multilaterales de su Anexo se
han publicado en español, francés e inglés, con la indicación de que cada uno de los textos es
igualmente auténtico.  Así pues, para interpretar el significado, o, mejor dicho, la falta de significado,
del término "acción", el Grupo Especial puede, al examinar el párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo
Antidumping, remitirse a los textos francés e inglés.  A este respecto, Guatemala cita el asunto
Estados Unidos - Compra de un sistema de cartografía por sonar24, en el que el Grupo Especial utilizó
los textos francés e inglés del Código de Compras del Sector Público de la Ronda de Tokio para
interpretar el texto inglés.  Además, según el párrafo 3 del artículo 33 de la Convención de Viena "se
presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual sentido".  Así pues, la
palabra "acción" utilizada en el texto español, y que no aparece en los textos francés e inglés, es una
simple anomalía que no es pertinente al asunto que se examina.  Sin perjuicio de ello, es posible que
el traductor haya incluido el término "acción" para perfilar el concepto sin contradecir realmente el
texto de los demás idiomas, puesto que, en último término, la "acción" de la autoridad investigadora
se concreta o materializa en la adopción de medidas.  Según Guatemala, el texto en los tres idiomas
remite a las medidas del Acuerdo Antidumping.  El párrafo 4 del artículo 33 de la Convención de
Viena, que estipula que se adoptará el sentido que mejor concilie los textos, habida cuenta del objeto y
del fin del tratado, avala esta conclusión.  Guatemala señala que según el párrafo 3 del artículo 17 del
Acuerdo Antidumping y el párrafo 4 del artículo 4 del ESD el objeto de las consultas sólo puede ser la
"medida" identificada en la solicitud y las reclamaciones relativas a esa medida que configuran la
cuestión en litigio.  Por consiguiente, según Guatemala la utilización de la palabra "acción" en el texto
español no es significativa.

4.65 México toma nota del argumento de Guatemala según el cual el Miembro reclamante, para
poder someter a un grupo especial la iniciación de una investigación, ha de impugnar la medida
definitiva al amparo del artículo 1 o la medida provisional al amparo del artículo 1 o del párrafo 1 del
artículo 7.  Según México, este argumento carece de justificación tanto desde el punto de vista
sustantivo como en lo concerniente a la base real del razonamiento.  En lo que respecta al aspecto
sustantivo, México aduce que las reclamaciones relativas a la iniciación de una investigación deben
formularse en relación con las disposiciones del Acuerdo Antidumping que se refieren a la iniciación
de investigaciones y no en relación con el artículo 7.  El apartado 1 i) del artículo 7 se limita a
recordar que una de las condiciones de la aplicación de medidas provisionales es la iniciación de una
investigación de conformidad con las disposiciones del artículo 5 del Acuerdo.  Según México, ese
apartado no contiene las disposiciones sustantivas que definen una impugnación de la iniciación de
una investigación.  El argumento de Guatemala carece además de base real, puesto que México ha
citado de hecho el artículo 7 del Acuerdo Antidumping tanto en la solicitud de establecimiento de un
grupo especial como en los demás documentos presentados al Grupo Especial.

4.66 Guatemala aduce que la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por
México no cita ni la primera ni la segunda frase del párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo
Antidumping, ni hace referencia al párrafo 1 del artículo 7.  Del sentido corriente del texto se
desprende claramente que los redactores de esos preceptos, en el caso de una medida definitiva o de
un compromiso en materia de precios no establecen como requisito previo la existencia de una
repercusión comercial o la violación del párrafo 1 del artículo 7, en tanto que cualquier diferencia

                                                  
24 Estados Unidos - Compra de un sistema de cartografía por sonar, GPR.DS1/R, párrafo 4.18 , informe

no adoptado, de fecha 23 de abril de 1992.
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reclamación c) a la reclamación hipotética 3 de esa solicitud.  Así pues, según Guatemala, las
reclamaciones a), d), e) y f) de la primera comunicación de México no corresponden a ninguna de las
reclamaciones formuladas directa o indirectamente en su solicitud de establecimiento de un grupo
especial y por consiguiente deben ser rechazadas, por exceder del ámbito del mandato del Grupo
Especial.  Las reclamaciones relativas a la etapa final tampoco están comprendidas en el ámbito del
mandato del Grupo Especial, por cuanto en su solicitud de establecimiento de un grupo especial
México no identificó directa o indirectamente ninguna reclamación relativa a la utilización de la
prueba técnica contable, la utilización de información confidencial o el no establecimiento de plazos
específicos.  A juicio de Guatemala, las razones por las que México no identificó esas reclamaciones
en su solicitud de establecimiento de un grupo especial no son pertinentes a la determinación que este
Grupo Especial debe formular acerca de si están incluidas en su mandato.  Ni el Acuerdo
Antidumping, ni el ESD, ni la práctica seguida por los grupos especiales establecidos en el marco del
GATT y de la OMC (incluido el Órgano de Apelación) aluden en absoluto a razones que puedan
justificar el examen de reclamaciones que no estén debidamente identificadas en el mandato de un
grupo especial.

4.85 México considera que no es posible -y ni el Acuerdo Antidumping ni el ESD lo exigen-
enunciar uno por uno los argumentos de la diferencia en la solicitud de establecimiento de un grupo
especial, y aún menos relacionar todos y cada uno de esos argumentos con la disposición respecto de
la que hay una supuesta incompatibilidad.  Esta exigencia tendría un alcance mucho mayor que lo
requerido por el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, que sólo obliga al solicitante a identificar "las
medidas concretas en litigio" y a hacer "una breve exposición de los fundamentos de derecho de la
reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad".

4.86 México aduce que presentó su solicitud de establecimiento de un grupo especial de
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, ya que en ella se indicaba que
Guatemala había anulado o menoscabado las ventajas de México y que se habían celebrado consultas
sin llegar a una solución mutuamente satisfactoria.  Al mismo tiempo, la solicitud identificaba las
cuestiones concretas en litigio y hacía una breve exposición del fundamento jurídico de las
reclamaciones para presentar el problema con claridad.

4.87 México sostiene que, en el asunto que se examina, no es aplicable la referencia del párrafo 2
del artículo 6 del ESD a las "medidas concretas en litigio", por cuanto, según el párrafo 4 del
artículo 17 del Acuerdo Antidumping y el apéndice 2 del ESD lo importante es la "cuestión" sometida
al OSD y no las medidas como tales.  México señala que, dado que su solicitud de establecimiento de
un grupo especial no sólo hace referencia a todas las cuestiones en litigio (iniciación, determinación
preliminar y etapa final del procedimiento), sino que incluye también una breve exposición del
fundamento jurídico de la reclamación suficiente para presentar el problema con claridad, la solicitud
fue aceptada y aprobada por el OSD.

4.88 Guatemala indica que el argumento de México relativo a la no aplicabilidad de partes del
párrafo 2 del artículo 6 del ESD es fruto de la reiterada confusión de México entre los términos
"cuestión" y "medidas", confusión que la claridad del Acuerdo Antidumping y de las conclusiones del
Órgano de Apelación permite evitar.  En contra de lo que pretende México, el inicio, la resolución
preliminar y la etapa final del procedimiento que se mencionan en su solicitud de establecimiento de
un grupo especial no son las "cuestiones en litigio".  Según Guatemala, la única "cuestión" en litigio
está constituida por las reclamaciones que se refieren a la medida provisional, puesto que es ésta la
única medida que México ha identificado en su solicitud.  Además, los argumentos de México no son
pertinentes a la determinación de si México identificó con suficiente especificidad las medidas
individuales en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  El párrafo 2 del artículo 6 del
ESD obliga al Miembro reclamante a identificar concretamente en su solicitud de establecimiento de
un grupo especial la medida antidumping en litigio y exponer los fundamentos de derecho de la
impugnación de esa medida.  En otras palabras, la prescripción que obliga al reclamante en un asunto
antidumping a presentar concretamente sus reclamaciones no tiene nada que ver con la prescripción
del párrafo 2 del artículo 6, que se refiere a la obligación de identificar la medida en litigio.
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4.100 Guatemala observa también que México, en su segunda comunicación al Grupo Especial, se
basa en el artículo 1 del Acuerdo Antidumping para demostrar que en el presente caso la revocación
de los derechos antidumping constituye un remedio apropiado.  Según Guatemala, dado que México
no formuló una reclamación al amparo del artículo 1 durante las consultas ni al solicitar el
establecimiento de un grupo especial, cualquier reclamación relativa al artículo 1 no está comprendida
en el mandato del Grupo Especial.  En consecuencia, el Grupo Especial no tiene competencia para
verificar si la iniciación de la investigación o la aplicación de una medida antidumping fueron
incompatibles con el artículo 1 del Acuerdo Antidumping.

B. Criterios para el examen

4.101. Guatemala afirma que el estándar para la revisión establecido en el párrafo 6 del artículo 17
del Acuerdo Antidumping delimita el examen de la presente diferencia por el Grupo Especial.55

Durante las etapas finales de las negociaciones de la Ronda Uruguay, se decidió incluir una norma en
el Acuerdo Antidumping, por medio de la cual se estableció un estándar que sería aplicado por los
grupos especiales para el examen de los elementos de hecho del asunto y para la interpretación de las
disposiciones legales pertinentes aplicadas por las autoridades investigadoras de los Miembros.  El
estándar de revisión aplicable a los casos antidumping está contenido en el párrafo 6 del artículo 17
del Acuerdo Antidumping.  El Acuerdo es el primer cuerpo legal que contiene una disposición
expresa que proporciona un estándar de revisión.  El apartado 6 i) del artículo 17 establece el estándar
de revisión aplicable al examen que debe hacer un grupo especial de la evaluación de los elementos de
hecho realizada por la autoridad investigadora en una investigación antidumping.  Guatemala afirma
que, según un comentarista, el apartado 6 i) del artículo 17:

"recoge una noción desarrollada en varios informes de grupos especiales, según la
cual, cuando un grupo especial examina las conclusiones fácticas de las autoridades
investigadoras nacionales, debería actuar como un órgano de "revisión" y no sustituir
la evaluación de los hechos que hayan formulado las autoridades por su propia
evaluación, a menos que la primera adolezca de graves vicios".56

4.102 Según Guatemala, ese mismo comentarista consideró que el estándar de revisión para
determinaciones fácticas, del apartado 6 i) del artículo 17 era congruente con los informes de grupos
especiales emitidos durante las últimas etapas de la Ronda Uruguay.57  Guatemala recuerda que, por

                                                  
55 El párrafo 6 del artículo 17 estipula lo siguiente:

"[El grupo especial], en el examen del asunto ...:

i) al evaluar los elementos de hecho del asunto, determinará si las autoridades han
establecido adecuadamente los hechos y si han realizado una evaluación imparcial y
objetiva de ellos.  Si se han establecido adecuadamente los hechos y se ha realizado
una evaluación imparcial y objetiva, no se invalidará la evaluación, aun en el caso de
que el grupo especial haya llegado a una conclusión distinta;

ii) interpretará las disposiciones pertinentes del Acuerdo de conformidad con las reglas
consuetudinarias de interpretación del derecho internacional público.  Si el grupo
especial llega a la conclusión de que una disposición pertinente del Acuerdo se presta
a varias interpretaciones admisibles, declarará que la medida adoptada por las
autoridades está en conformidad con el Acuerdo si se basa en alguna de esas
interpretaciones admisibles."

56 Edmond McGovern, International Trade Regulation, 12.141 (1995).  Guatemala indica que en lo que
respecta a la aplicación del Acuerdo, el principal postulante del párrafo 6 del artículo 17 manifestó que un grupo
especial de la OMC no deberá volver a evaluar las consideraciones fácticas de la autoridad nacional, si la
determinación de la autoridad nacional fue objetiva e imparcial, aun en el caso de que el grupo especial pudiera
haber llegado a una conclusión diferente.  El párrafo 6 del artículo 17 garantiza que los grupos especiales de la
OMC no pondrán en tela de juicio las conclusiones fácticas de las autoridades de que se trate ni aun en los casos
en que el grupo especial pudiera haber llegado a una conclusión diferente (Statement of Administrative Action
for the Uruguay Round Agreements Act , HR Document Nº 103-316, at 818 (1994)).

57 Edmond McGovern, International Trade Regulation, 12.143 (1995).
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iii) confundió la presentación de dos pólizas de importación de transacciones que se
realizaron en dos días consecutivos del mismo mes y que se utilizaron como prueba
del precio de exportación, con información relativa a la evolución del volumen de las
importaciones objeto de dumping;

iv) consideró que la investigación se inició cuando se solicitaron las pólizas de
importación del último año a la Dirección General de Aduanas, cuando en realidad
ésta se inició al momento de su publicación en el Diario Oficial;

v) inició la investigación sin pruebas acerca del volumen de las exportaciones de
cemento;  y

vi) no examinó adecuadamente la relación causal.

4.112 México alega que, en relación con la iniciación de la investigación, Guatemala no realizó una
evaluación imparcial y objetiva de los hechos, por cuanto:

i) conforme a la legislación guatemalteca, la autoridad investigadora está obligada a
aceptar como válidas las pruebas presentadas por el solicitante dejando a las demás
partes afectadas la carga de probar lo contrario;

ii) el Ministerio trató de subsanar las deficiencias de la solicitud inicial de Cementos
Progreso requiriéndole la presentación de una solicitud ampliada que cubriera dichas
deficiencias, en particular las relativas al daño;

iii) el Ministerio aceptó indebidamente la solicitud de iniciación de investigación a pesar
de que, incluso tomando en cuenta la solicitud ampliada, se presentaron todas las
deficiencias antes mencionadas, en particular la falta de pruebas o informaciones en
materia de amenaza de daño y en materia de relación causal;  y

iv) el Ministerio no sólo tomó él mismo el papel del solicitante al requerir a la Dirección
General de Aduanas la información sobre las pólizas de importación del último año
que debió haber recabado y presentado Cementos Progreso, sino que además decidió
iniciar la investigación sin esperar los resultados de dicha solicitud de información.

4.113 Con respecto a la realización de la investigación, México sostiene que el Ministerio realizó
una evaluación parcial y no objetiva de los hechos en los que se basó la determinación positiva
preliminar de amenaza de daño.  Según México, la determinación preliminar de existencia de
amenaza de daño formulada por Guatemala no cumple los requisitos pertinentes del Acuerdo
Antidumping.  Por ejemplo, la determinación preliminar no indica si se tuvieron debidamente en
cuenta otros factores que pudieran haber influido en la situación de la rama de producción nacional;
no hay una relación causal entre los factores examinados y la supuesta amenaza de daño;  se utilizaron
datos posteriores al período de investigación establecido por el Ministerio;  la evolución de las
importaciones no pone de manifiesto la existencia de una relación inversa entre el aumento de las
importaciones y las ventas de Cementos Progreso (en ocasiones unas y otras aumentaron o
disminuyeron simultáneamente);  se utilizaron las existencias de un producto (clinker) distinto del
producto objeto de investigación (cemento portland gris);  se afirmó, sin demostrar o aclarar esa
afirmación, que la caída de las ventas de Cementos Progreso era imputable a las importaciones;  se
utilizaron precios que, según Guatemala, estaban vigentes en algunas ciudades guatemaltecas, como si
se tratara de una investigación de ámbito regional, a pesar de que se disponía de los precios de
Cementos Progreso (que habían aumentado);  se hizo referencia a una pérdida de clientela sin
comprobar la exactitud de esa manifestación;  no se había producido la subutilización de la capacidad
instalada alegada por Cementos Progreso, especialmente si se tiene en cuenta que a pesar del cierre de
hornos, siguió produciendo cemento después del período de la investigación a un nivel cercano al
100 por ciento de su capacidad real de producción;  y sobre la base de una serie de estimaciones
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hechas por una empresa de consultores, se consideró que la capacidad disponible de Cruz Azul podía
provocar un aumento inminente y sustancial de sus exportaciones a Guatemala, siendo así que, aun
cuando el excedente total estimado de la capacidad (360.000 toneladas al año) hubiera sido absorbido
por el mercado guatemalteco, el aumento de las importaciones no hubiera excedido de
30.000 toneladas al mes.

C. Violaciones alegadas en relación con la primera etapa de la investigación

1. Iniciación

4.114 México sostiene que, al iniciar la investigación sobre la base de la información contenida en
la solicitud de Cementos Progreso, Guatemala violó los párrafos 1 y 4 del artículo 2, el párrafo 7 del
artículo 3, y los párrafos 2, 3 y 8 del artículo 5 del Acuerdo Antidumping.  Según México, como
consecuencia de las deficiencias de la información facilitada por Cementos Progreso en relación con
el dumping, el daño y la relación causal, el Ministerio no disponía de pruebas suficientes para
justificar la iniciación de la investigación y debería haber rechazado la solicitud.

4.115 Guatemala observa que el nivel de pruebas "suficientes" para justificar la iniciación es
considerablemente inferior al nivel de pruebas exigido para una determinación preliminar o una
determinación afirmativa definitiva.  Según el Presidente del Grupo Especial que examinó el asunto
Estados Unidos - Medidas que afectan a las exportaciones canadienses de madera blanda:

"...  Las partes en el presente asunto han planteado varias preocupaciones de
fondo.  El Grupo Especial encontró que tenían considerable validez muchas de las
críticas del Canadá acerca de la incoación por los Estados Unidos de una
investigación para la imposición de derechos compensatorios a las importaciones de
madera blanda procedentes del Canadá.  En particular, el Grupo Especial reconoció
que los datos y métodos utilizados por los Estados Unidos adolecían de deficiencias,
graves en algunos casos.  Surgieron varias cuestiones acerca de determinados
aspectos de las pruebas consideradas por el Departamento del Comercio de los
Estados Unidos.  Además, ciertos hechos que los Estados Unidos conocían, referentes
por ejemplo a los efectos de la recesión, fueron pasados por alto, pero cabe sostener
que no debieron serlo, pues esa información podría haber influido en medida
importante en el asunto, incluso en la fase de incoación.  Sin embargo, el Grupo
Especial tuvo que tener en cuenta que no examinaba una determinación de la
existencia de subvención, daño y causalidad, sino una constatación en el sentido de
que había suficientes elementos probatorios de la existencia de esos elementos para
justificar una investigación.  Además, en su consideración de este asunto, que
comprendía forzosamente una gran variedad de cuestiones de hecho, el Grupo
Especial tenía que tener presente que no lo examinaba a partir de cero.  El Grupo
Especial se percataba también, a pesar de su rigurosa aplicación de los criterios
establecidos en los párrafos 29, 30, 31 y 33 de su informe, de las preocupaciones en el
sentido de que el umbral de iniciación aplicado según la práctica usual en varios
países es relativamente bajo.  Sin embargo, el Grupo Especial estimó que, habida
cuenta del umbral exigido por el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo para la
iniciación de una investigación sobre derechos compensatorios, no podía considerar
que la iniciación decidida por los Estados Unidos en este asunto fuera incompatible
con dicho artículo, teniendo en cuenta la norma aplicable en el examen."60

4.116 Guatemala no está de acuerdo con la teoría expuesta, en el sentido de que una autoridad puede
determinar que una solicitud contiene los datos y las pruebas suficientes que razonablemente tenga a
su alcance el solicitante, dando cumplimiento así al párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo Antidumping,

                                                  
60 Carta del Presidente del Grupo Especial al Presidente del Comité de Subvenciones y Medidas

Compensatorias del GATT, SCM/163, 19 de febrero de 1993.





WT/DS60/R
Página 42

ii) las condiciones de venta de estas transacciones eran diferentes en lo siguiente:

- los precios que figuraban en las supuestas facturas utilizadas para calcular el
valor normal se referían a bultos de 50 kg, mientras que los precios que
figuraban en las pólizas de importación utilizadas para calcular el precio de
exportación se referían a bultos de 42,5 kg;

- los precios utilizados para acreditar el valor normal eran precios de contado
(incluida la participación del distribuidor), mientras que los utilizados para
acreditar el precio de exportación eran precios a crédito;  y

iii) el tipo de cambio entre el dólar y el peso alegado por Cementos Progreso no se ha
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b) Párrafo 7 del artículo 3

4.127 México alega que la autoridad investigadora debe aplicar el párrafo 7 del artículo 3 del
Acuerdo Antidumping para determinar, en el contexto del párrafo 3 del artículo 5, si existen pruebas
suficientes que justifiquen la iniciación de una investigación.  México señala que no se puede
considerar que Cementos Progreso aportó pruebas suficientes para que la autoridad investigadora
pudiera determinar que las exportaciones provenientes de Cruz Azul amenazaban acusar el daño
importante alegado por la empresa solicitante, pues con la información contenida en las dos pólizas de
importación aportadas por esta última no se puede concluir, ni siquiera de manera presuntiva, que
algunos de los supuestos de los párrafos 7 ó 2 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping existían en el
mercado guatemalteco.  El párrafo 7 del artículo 3 ofrece una lista ilustrativa de los factores que se
deben considerar para determinar si existe una amenaza de daño importante.  El párrafo 2 del mismo
artículo indica los factores que se deben considerar para determinar la existencia de daño importante.

4.128 Guatemala considera que el artículo 3 no se aplica a la decisión de iniciar una investigación.
El artículo 3 se titula "Determinación de la existencia de daño".  Estrictamente hablando, este artículo
se aplica únicamente a las determinaciones preliminares y definitivas de la existencia de dumping y de
daño, y no a la decisión de iniciar una investigación.  Si bien el apartado 2 iv) del artículo 5 establece
que los factores enumerados en los párrafos 2 y 4 del artículo 3 para determinar la existencia de daño
se pueden utilizar como orientación general en cuanto a la información que debe incluir la solicitud, ni
el párrafo 2 ni el párrafo 3 del artículo 5 incorporan el artículo 3.  Dado que el apartado 2 iv) del
artículo 5 se refiere expresamente a determinados párrafos del artículo 3, la ausencia de toda
referencia al resto del artículo 3 demuestra que este último artículo no se aplica de ninguna otra
manera.  Por lo tanto, el artículo 3 no guarda relación con la iniciación de una investigación, excepto
en lo que respecta a los párrafos 2 y 4.

4.129 Guatemala hace notar que la primera frase del párrafo 2 del artículo 5 no contiene ninguna
referencia al artículo 3.  El párrafo 2 del artículo 5 se refiere únicamente al "... daño en el sentido del
artículo VI del GATT de 1994 según se interpreta en el presente Acuerdo ...".  La tercera frase del
párrafo 2 del artículo 5 indica las pruebas y la información que se deben incluir en la solicitud,
siempre que esa información esté razonablemente al alcance del solicitante.  El apartado 2 iv) del
artículo 5 se refiere a las pruebas y la información que debe contener la solicitud a fin de probar la
existencia del dumping y de la relación causal.  El apartado 2 iv) sólo contiene una referencia a los
párrafos 2 y 4 del artículo 3 y no a los demás párrafos del artículo 3.  En consecuencia, el párrafo 2
del artículo 5 establece claramente que sólo dos de los ocho párrafos del artículo 3 se aplican a la
decisión de iniciar una investigación.

4.130 Sin perjuicio del argumento de que el artículo 3 no se aplica a la decisión de iniciar una
investigación, Guatemala hace notar que, en el momento de iniciar la investigación, el Ministerio
disponía de las siguientes pruebas e informaciones relativas a los factores enumerados en el
apartado 7 i) del artículo 3 (amenaza de daño) y que indicaban una tasa significativa de incremento de
las importaciones objeto de dumping en Guatemala, lo que señalaba la probabilidad de que
aumentaran sustancialmente las importaciones.  El Ministerio sabía que desde hacía aproximadamente
un siglo Cementos Progreso había abastecido virtualmente al 100 por ciento del mercado de cemento
de Guatemala y que apenas había habido importaciones.  En consecuencia, partiendo de una base
cero, las importaciones provenientes de Cruz Azul, acreditadas por medio de dos pólizas de
importación adjuntas a la solicitud, demostraban necesariamente "una tasa significativa de
incremento", conforme a lo preceptuado en el apartado 7 i) del artículo 3, tanto en términos absolutos
como en relación con el consumo aparente y la producción nacional de Guatemala.  La solicitud
contenía pruebas de que las importaciones habían comenzado antes de la presentación de la solicitud y
de que al menos dos importadores habían comenzado a vender el cemento de Cruz Azul en
Guatemala.  La afirmación del solicitante acerca de la existencia de "importaciones masivas" fue
considerada plausible porque:  1) dos envíos de importación plenamente documentados tienen un
carácter verdaderamente masivo en relación con una base cero, habida cuenta del tamaño
relativamente pequeño del mercado guatemalteco;  2) las ventas de esas importaciones se
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realizar una investigación para determinar si Cementos Progreso tenía o no efectivamente a su alcance
una mayor información.  Por último, aunque hubiera sido posible recibir más información, el
Ministerio consideró que la información contenida en la solicitud y en su ampliación cumplían los
requisitos mínimos del artículo 5.

4.138 México expresó que si el Ministerio consideraba que los datos presentados por Cementos
Progreso no bastaban para iniciar la investigación, y Cementos Progreso no aportó ninguna otra
información, el Ministerio seguramente debió seguir considerando que los datos no bastaban para
iniciar la investigación.  Tampoco era fácil comprender por qué el Ministerio esperó hasta después de
iniciada la investigación para solicitar información a la Dirección General de Aduanas en lugar de
hacerlo durante los cuatro meses durante los cuales Guatemala alega que había esperado obtener
mayor información de Cementos Progreso.  Mientras tanto, Cementos Progreso también podría haber
solicitado un estudio, como el realizado por Arthur D. Little después de iniciada la investigación.
México hizo notar asimismo que la sugerencia de Guatemala, de que México había aceptado ciertos
argumentos de los Estados Unidos o de Guatemala porque no los había impugnado, resultaba
inaceptable.  Para que tal alegación fuera válida, México tendría que haber aceptado o admitido
expresamente tales argumentos.

ii) Amenaza de daño

4.139 México aduce que la solicitud de Cemento Progreso no contenía pruebas suficientes y
pertinentes de la amenaza de daño, por lo que no cumplía los requisitos del párrafo 2 del artículo 5 del
Acuerdo Antidumping.  Alega que, para que el Ministerio aceptara una solicitud de iniciación de una
investigación, en lo que a la existencia de amenaza de daño se refiere, era necesario que Cementos
Progreso aportara, por lo menos, pruebas que acreditaran una tasa significativa de incremento de las
importaciones, la capacidad libremente disponible del exportador o el aumento inminente y sustancial
de la misma, que el incremento esperado de las exportaciones de la empresa exportadora al mercado
guatemalteco se debiera a esta capacidad libremente disponible, o el efecto que sobre sus precios
pudieran tener estas exportaciones y las existencias del producto objeto de la investigación, conforme
a lo preceptuado en el párrafo 7 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping.

4.140 México señala que el 9 de octubre de 1995 la empresa solicitante amplió la solicitud,
argumentando que se estaba viendo amenazada por las importaciones masivas de cemento
procedentes de México, y pretendió demostrar esta afirmación con dos fotocopias de las pólizas de
importación aportadas con la solicitud;  alegó también que la amenaza de daño se debía al hecho de
que el cemento ingresaba por vía terrestre a precios inferiores a su valor normal, lo que afectaba
directamente a las inversiones de la empresa, fundamentalmente en la programación de mejoras y
ampliación de las instalaciones.  Sin embargo, en el mismo documento la empresa solicitante
manifestó que alegaba amenaza de daño en virtud de que por el momento le era imposible demostrar
el inmenso volumen de las importaciones que diariamente ingresaban en Guatemala y solicitó que la
autoridad investigadora pidiera a la Dirección de Aduanas las pólizas de importación del último año,
con el objeto de determinar los volúmenes de importación del producto investigado.  México señala
que el Ministerio sólo solicitó la información requerida a la Dirección de Aduanas el 20 de febrero
de 1996, es decir, 39 días después de haber iniciado la investigación, lo cual demuestra que no la
había tenido a su alcance antes de iniciar la investigación, según lo dispuesto en el apartado 2 iv) del
artículo 5 del Acuerdo Antidumping.  México también hace notar que la empresa solicitante había
afirmado que tenía una capacidad instalada de 1,6 millones de toneladas métricas y utilizaba el 100

amenaza de daño.

4.141 México considera que, como la única prueba acompañada a la solicitud eran dos facturas
(una por cada bulto de cemento) y dos pólizas de importación, el resto de la solicitud consiste
simplemente en afirmaciones no apoyadas por las "pruebas pertinentes" conforme a lo exigido por el
párrafo 2 del artículo 5.
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costos variables.  Por consiguiente, para ser rentable una fábrica debe utilizar una gran parte de su
capacidad.  Un requisito previo esencial para los planes de ampliar la capacidad de Cementos
Progreso era que esta empresa siguiera teniendo una gran parte del mercado guatemalteco y pudiera
utilizar su capacidad adicional.  Como se indica en la solicitud, Cementos Progreso no tenía motivos
económicos para realizar la inversión proyectada y Cruz Azul podía vender cemento en Guatemala a
precios sustancialmente inferiores al valor normal, sustancialmente inferiores a los precios de
Cementos Progreso en Guatemala y sustancialmente inferiores a los costos de producción de
Cementos Progreso.  El hecho de que Cementos Progreso estuviera trabajando a plena capacidad en
octubre de 1995 no contradice esta afirmación ni tampoco las pruebas que acreditan su alegación de
que se hallaba ante una amenaza de daño importante.

4.154 México rechaza el argumento de Guatemala según el cual, de conformidad con el párrafo 2
del artículo 5 del Acuerdo Antidumping, habría pruebas suficientes de la relación causal si el
solicitante aporta pruebas del dumping con arreglo al apartado 2 iii) del artículo 5 y pruebas del daño
con arreglo al apartado 2 iv) del mismo artículo.  Las referencias que figuran en el párrafo 2 del
artículo 5, en el que se establece que la solicitud deberá incluir pruebas de la existencia de "una
relación causal entre las importaciones objeto de dumping y el supuesto daño", se deben interpretar en
el sentido de que se refieren implícitamente a las partes del artículo 3 que explican el significado de la
relación causal.  La finalidad de identificar o mostrar claramente el significado de las palabras
dumping, daño y relación causal en los artículos 2 y 3 consiste en aportar claridad, así como una base
para la comprensión del resto del Acuerdo Antidumping.  El intento de eludir la mencionada
obligación mediante la argumentación de que el párrafo 2 del artículo 5 no especifica qué pruebas de
la relación causal se deben aportar haría inaplicable el Acuerdo Antidumping.  La razón por la que el
párrafo 2 del artículo 5 no especifica las pruebas necesarias para acreditar la relación causal es que
resulta necesario remitirse a la disposición que sí lo hace, es decir los párrafos 4, 5 y 6 del artículo 3
del Acuerdo Antidumping.  No es necesario que cada artículo de este Acuerdo repita lo que se ha
establecido en los restantes artículos del mismo.  A fin de aplicar el Acuerdo Antidumping, éste debe
ser interpretado en su conjunto.  El argumento de Guatemala es insostenible además porque los
requisitos en materia de información que prevé el párrafo 2 del artículo 5, inclusive el apartado iv)
establecen que "el efecto de esas importaciones [supuestamente objeto de dumping] en los precios del
producto similar en el mercado interno y la consiguiente repercusión de las importaciones en la rama
de producción nacional" se deben demostrar "por los factores e índices pertinentes que influyan en el
estado de la rama de producción nacional, tales como los enumerados en los párrafos 2 y 4 del
artículo 3".  Esta referencia expresa del apartado 2 iv) del artículo 5 a los párrafos 2 y 4 del artículo 3
debe disipar toda duda acerca del tipo de información que se debe incluir en la solicitud con la
finalidad de establecer una relación causal entre las importaciones y la situación de la rama de
producción nacional.  Esta referencia guarda especial relación con el caso que se examina porque la
rama de producción nacional está constituida por un único productor.  El apartado 2 iv) del artículo 5,
con sus ilustrativas referencias a los párrafos 2 y 4 del artículo 3, exige que el solicitante aporte
información para acreditar si ha habido "una significativa subvaloración de precios" o "si el efecto de
tales importaciones es hacer bajar de otro modo los precios en medida significativa o impedir en
medida significativa la subida que en otro caso se hubiera producido", e información sobre "los
factores e índices económicos pertinentes", incluidos "la disminución real y potencial de las ventas,
los beneficios, el volumen de producción, la participación en el mercado, la productividad, el
rendimiento de las inversiones o la utilización de la capacidad;  los factores que afecten a los precios
internos;  la magnitud del margen de dumping;  los efectos negativos reales o potenciales en el flujo
de caja ("cash flow"), las existencias, el empleo, los salarios, el crecimiento, la capacidad de reunir
capital o la inversión".  El solicitante es el único productor y, por lo tanto, está en una posición
privilegiada para aportar información sobre estos factores.  Sería absurdo que los signatarios de la
Ronda Uruguay, tras haber indicado en el artículo 3 los elementos que se deben utilizar para probar la
relación causal, no pudieran analizar esos elementos porque el párrafo 2 del artículo 5 no menciona
específicamente la forma en que deben ser analizados.

4.155 México rechaza el argumento de Guatemala según el cual, con arreglo al párrafo 2 del
artículo 5 del Acuerdo Antidumping, no es necesario que la solicitud incluya información sobre los
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cuatro factores enumerados en el párrafo 7 del artículo 3 con relación a la amenaza de daño.  El
párrafo 2 del artículo 5 exige que la solicitud incluya pruebas de la existencia de "daño en el sentido
del artículo VI del GATT de 1994 según se interpreta en el presente Acuerdo".  Por su parte, el
artículo VI del GATT de 1994 se refiere concordantemente al requisito de la existencia de daño en
términos de daño material o amenaza de daño, y establece que "ninguna parte contratante percibirá
derechos antidumping [...] sobre la importación de un producto del territorio de otra parte contratante,
a menos que determine que el efecto del dumping [...] sea tal que cause o amenace causar un daño
importante a una rama de producción nacional ya existente [...]".65  En consecuencia, el "daño en el
sentido del artículo VI del GATT de 1994" se debe interpretar como daño importante o amenaza de
daño importante.  Por otra parte, la referencia expresa del párrafo 2 del artículo 5 a la frase "daño [...]
según se interpreta en el presente Acuerdo" hace alusión a las definiciones contenidas en el Acuerdo
Antidumping de daño importante y amenaza de daño importante, esta última especificada en el
párrafo 7 del artículo 3.  Del mismo modo que el artículo 2 explica el significado técnico del dumping
y que ciertas disposiciones del artículo 3 dan el significado técnico del daño material, el párrafo 7 del
artículo 3 establece qué es lo que los negociadores definieron como "amenaza de daño importante",
así como los factores que las autoridades deben tener en cuenta para formular una determinación de
amenaza de daño.  Como se expresa en el Informe del Grupo Especial sobre las medidas de los
Estados Unidos que afectan a las importaciones de madera blanda procedentes del Canadá, interesa a
todos los Miembros de la OMC evitar "las consecuencias potencialmente gravosas de una
investigación sobre derechos antidumping iniciada sin una base válida".66  El interés adquiere más
importancia aún en los casos que se basan en una amenaza de daño importante.  Resultaría inusitado
que el Acuerdo Antidumping se interpretara en el sentido de que, en los casos de amenaza de daño
importante, los solicitantes estuvieran sometidos a requisitos menos estrictos que los aplicables en los
casos de daño importante real.

4.156 A juicio de México, de la redacción del párrafo 2 del artículo 5 se desprende que, para que
una solicitud se considere adecuadamente presentada, debe incluir además de la prueba del dumping y
del daño, la prueba de la relación causal, y por su parte el apartado 2 iv) del artículo 5 establece
claramente la información que se debe facilitar a este respecto, dejando claro que es necesario no sólo
la información sobre el volumen de las importaciones, sino también sobre la evolución del volumen
de las importaciones, a fin de demostrar que ha habido en realidad un aumento significativo.  El
párrafo 2 del artículo 5 también requiere no sólo información sobre los precios, sino también sobre el
efecto de las importaciones en los precios del mercado interno a fin de confirmar que aquél ha
consistido en hacer bajar los precios en medida significativa o en impedir en medida significativa la
subida que en otro caso se hubiera producido.  El párrafo 2 del artículo 5 exige la presentación no sólo
de información sobre los indicadores correspondientes a la rama de producción nacional, sino también
sobre la consiguiente repercusión en ésta de las importaciones, con el propósito de determinar de qué
manera la rama de producción nacional se ha visto afectada por las importaciones.  Por lo tanto, no es
posible llegar a la conclusión a la que ha llegado Guatemala, es decir, de que basta cumplir las
disposiciones del párrafo 2 del artículo 5 para acreditar que hay pruebas suficientes de la relación
causal si la solicitud presenta pruebas de la existencia del dumping y del daño.

4.157 México sostiene que, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 5, la solicitud de iniciación
de una investigación debe incluir la información que razonablemente tenga a su alcance el solicitante.
El párrafo 2 del artículo 5 consta de tres frases y cuatro apartados.  La primera frase se refiere a las
pruebas que se deben presentar.  La segunda estipula que las simples afirmaciones no son suficientes,
y la tercera describe la información que se ha de presentar.  Es en la tercera frase (información) y no
en la primera (pruebas) que aparece la expresión "que razonablemente tenga a su alcance el
solicitante".  México hace notar que la expresión "que razonablemente tenga a su alcance el
solicitante" se aplica a las pruebas (primera frase) y no a la información (tercera frase).  Basándose en
esta interpretación inadmisible del párrafo 2 del artículo 5, Guatemala también llega a la conclusión

                                                  
65 Apartado a) del párrafo 6 del artículo VI del GATT de 1994.
66 Informe del Grupo Especial sobre las medidas de los Estados Unidos que afectan a las importaciones

de madera blanda procedentes del Canadá, IBDD/40S/426, párrafo 331, adoptado el 27 de octubre de 1993.
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4.179 Según México, la única prueba de que disponía el Ministerio en el momento de iniciar de la
investigación sobre la supuesta amenaza de daño alegada por Cementos Progreso consistía en dos
pólizas de importación.  Estas pólizas no pueden considerarse como pruebas pertinentes ni exactas de
la amenaza de daño en el sentido del párrafo 7 del artículo 3 y los párrafos 2 y 3 del artículo 5 del
Acuerdo Antidumping, ya que no acreditan la existencia de ninguno de los factores enumerados en el
párrafo 7 del artículo 3.  No es posible llegar a una conclusión positiva acerca de la existencia de
importaciones masivas sobre la base de las pruebas aportadas por Cementos Progreso con su solicitud.
El Ministerio presumió que las afirmaciones de la empresa solicitante respecto de la amenaza de daño
eran válidas, aunque evidentemente no eran más que simples afirmaciones no acreditadas mediante
pruebas pertinentes o positivas.73

4.180 México aduce que una demostración adicional de que el Ministerio, en el momento de decidir
sobre la iniciación de la investigación, no contaba con las pruebas relativas a la amenaza de daño
alegada por Cementos Progreso, es el hecho de que con fecha 22 de enero de 1996 (después de la
resolución de iniciar la investigación), la autoridad investigadora requirió a la empresa solicitante, por
medio de un cuestionario, información relativa a los siguientes puntos:  1) proceso productivo y
normas técnicas;  2) producción;  3) ventas;  4) clientes;  5) existencias;  6) estructura de costos;  7)
capacidad instalada;  8) mano de obra;  9) evolución de los precios internos;  10) importaciones;  11)
amenaza de daño y causalidad, y 12) estados contables.  Esta información fue presentada por
Cementos Progreso el 17 de mayo de 1996, ocho meses después de la presentación de su solicitud y
cuatro meses después de la iniciación de la investigación.

4.181 Guatemala se refiere al informe de los dos asesores que examinaron la solicitud de Cementos
Progreso.  En un resumen del examen de las pruebas de amenaza de daño importante realizado por los
asesores, se observa que las importaciones masivas procedentes de México a precios de dumping
"perjudicarían las inversiones en mejoras y ampliaciones de la planta de producción de cemento
guatemalteco" y que "debido a los precios tan bajos a que ingresa de México dicho producto, la
empresa guatemalteca se convertiría en importadora, viéndose obligada a despedir a 1.052
trabajadores, con la consiguiente incidencia negativa en el nivel de empleo en Guatemala y demás
problemas económicos y sociales derivados".  Guatemala aduce que, además de los resúmenes
presentados en el informe, el Ministerio celebró varias reuniones con representantes de Cementos
Progreso a fin de determinar si las pruebas contenidas en la solicitud eran pertinentes y exactas y para
formular preguntas acerca de las pruebas y la información presentadas.  El Ministerio señaló a
Cementos Progreso que la solicitud original de fecha 21 de septiembre de 1995 no contenía pruebas
suficientes que justificaran la iniciación de una investigación porque carecía de información suficiente
para acreditar la existencia de amenaza consiguiente de daño importante.  En la ampliación de la
solicitud de fecha 9 de octubre de 1995, Cementos Progreso presentó pruebas e información
adicionales que, a juicio del Ministerio, acreditaban la amenaza consiguiente de daño importante.
Según Guatemala, la investigación confirmó las alegaciones de Cementos Progreso.  En sólo seis
meses, la rápida entrada de importaciones a precios desleales alcanzó una participación del 25 por
ciento del mercado, a causa de lo cual Cementos Progreso sufrió las correspondientes pérdidas en su
parte de mercado, producción de ventas, pérdida de clientes, reducción de la producción, aumento de
los costos fijos por unidad de producción, precios inferiores, descenso de los beneficios y flujos de
caja negativos.

4.182 México hizo notar que el informe de los asesores simplemente repetía lo que Cementos
Progreso había afirmado en la ampliación de su solicitud.

                                                  
73 México señala que, para tener una idea clara de qué debe entender por pruebas positivas, se debe

hacer referencia al informe del Grupo Especial que examinó el asunto Estados Unidos - Derechos antidumping
sobre las importaciones de chapas de acero inoxidable procedentes de Suecia, ADP/117, párrafo 276, no
adoptado, de fecha 24 de febrero de 1994 ("[...] aquellas que bastarían para persuadir a una mente objetiva y sin
prejuicios [...]").
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4.187 Guatemala aduce que el programa de ampliación de Cementos Progreso está en curso y
abarca tres fases.  La primera de ellas se debe completar a fines de 1997.  La segunda fase se debería
completar a fines de 1998.

iii) Relación causal

4.188 México alega que el Ministerio no tenía pruebas suficientes de la relación causal entre las
importaciones objeto de dumping y la amenaza de daño, que justificaran la iniciación de la
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4.193 Guatemala alega que no hay falta de concordancia por el hecho de que el Ministerio:  a) haya
aceptado las pruebas presentadas por Cementos Progreso al comienzo de la investigación, en el
sentido de que las inversiones proyectadas podían sufrir perjuicio;  y b) haya descartado en su
determinación preliminar las pruebas aportadas por Cementos Progreso en el sentido de que había
aplazado decisiones de inversión.  Guatemala sostiene que el Ministerio simplemente recabó pruebas
más detalladas en la etapa de la determinación preliminar que en la etapa de iniciación de la
investigación, como toda autoridad investigadora debería hacer cuando lleva a cabo una investigación
antidumping.

4.194 En respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial con respecto a qué pruebas
concretas había tenido el Ministerio, en el momento de iniciación de la investigación, sobre las
existencias de cemento portland gris de Cementos Progreso, Guatemala declaró que, como las
importaciones objeto de dumping se habían iniciado unos pocos meses antes, el Ministerio no
consideró pertinente -o indispensable- determinar si esas importaciones ya habían originado un
aumento de las existencias de Cementos Progreso, sobre todo porque el caso que se examinaba se
refería a una amenaza de daño y no a un daño real.  Además, el párrafo 2 del artículo 5 autoriza cierta
discrecionalidad con respecto a los factores que el Ministerio puede tomar en cuenta al efectuar su
análisis.

4.195 Guatemala sostiene que el Ministerio no examinó la solicitud original ni su ampliación en el
vacío.  Por el contrario, los dos asesores y los demás funcionarios del Ministerio examinaron la
exactitud y pertinencia de las pruebas, basándose en que el Ministerio estaba familiarizado con la
realidad de Cementos Progreso y del cemento portland gris y con las condiciones económicas
prevalecientes en México.  El Gobierno de Guatemala ya conocía muy bien a Cementos Progreso,
empresa que había estado funcionando en el país durante muchos años y es la empresa más grande del
sector de la industria pesada.  Basándose en su experiencia en la compra de cemento para obras
públicas y dada la existencia de precios máximos, tanto para el cemento como para el transporte de
cemento, el Gobierno ya conocía:  1) los precios del cemento portland gris en Guatemala;  2) el costo
de producción del cemento portland gris en Guatemala, que determinaba los ajustes periódicos de los
precios máximos autorizados;  3) el elevado costo del transporte terrestre del cemento portland gris.
El Ministerio, mediante sus diversas funciones, también conocía que:  1) desde su fundación,
Cementos Progreso había abastecido a prácticamente el 100 por ciento del mercado guatemalteco;  2)
antes de mediados de 1995, Guatemala no había recibido importaciones de cemento;  3) la
devaluación del peso mexicano de diciembre de 1994 había ocasionado una grave recesión en
México;  4) en 1995, debido a la recesión, los productores mexicanos de varios tipos de productos
estaban buscando salidas de exportación, incluido el mercado fronterizo guatemalteco;  5)
durante 1995, varias empresas guatemaltecas que producían artículos distintos del cemento habían
dejado de funcionar porque no estaban en condiciones de competir con las crecientes importaciones
procedentes de México;  6) en México la industria de la construcción, que generaba la demanda de
cemento, había sufrido un considerable retroceso en 1995;  7) las fábricas de cemento de Cruz Azul
estaban situadas en la región sudoriental de México, lejos de los puertos marítimos, pero muy cerca de
la frontera terrestre con Guatemala;  y 8) el mercado de los Estados Unidos no era accesible para las
importaciones de cemento de Cruz Azul porque éstas estaban sometidas a derechos antidumping
superiores al 60 por ciento y debido al elevado costo del transporte terrestre hasta la frontera
estadounidense.  Basándose en estos hechos, junto con los presentados por Cementos Progreso en su
solicitud, y con las aclaraciones y ampliaciones recibidas en las reuniones celebradas con los
representantes de Cementos Progreso, el Ministerio tenía motivos razonables para suponer que, como
consecuencia de la reducción de la demanda de cemento en México -relacionada con la considerable
reducción de las actividades de construcción- Cruz Azul disponía de un exceso de capacidad y, en
consecuencia, aumentaría sus exportaciones a Guatemala.  La utilización de inferencias no significa
que se haya simplemente "presumido" nada, ya que todas las inferencias se basaban en hechos
(pruebas) de las que ya disponía el Gobierno oficialmente.  Guatemala alega que el Ministerio no
inició una investigación basándose sólo en estas inferencias, sino que ellas fueron una valiosa ayuda
para confirmar la exactitud y pertinencia de las pruebas presentadas con la solicitud escrita.
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4.206 Guatemala sostiene que no hay ningún motivo para tomar en cuenta la disculpa dada a
México el 26 de julio de 1996 porque ésta no forma parte del expediente administrativo de la
investigación.  Guatemala envió esta carta a México como gesto de buena fe, preocupada por no haber
observado la cortesía de notificar antes de la publicación de la resolución sobre la iniciación de la
investigación, pero esa carta de ninguna manera contiene una disculpa o un reconocimiento de haber
violado el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo.  A juicio de Guatemala, este acto de cortesía obedece
al hecho de que Guatemala y México tienen una relación bilateral muy compleja, en la que
frecuentemente se dan contactos informales en razón de su vecindad geográfica, que actualmente
están negociando un acuerdo de libre comercio y que se esperaba que la diferencia comercial sobre el
cemento se pudiera resolver mediante contactos informales, sin sacrificar los intereses de Guatemala.
No obstante, la cortesía de una notificación más temprana o de una notificación anterior a la
publicación del aviso de iniciación no constituye una exigencia del Acuerdo Antidumping.  En el
párrafo 3 del artículo 7 se establece que deben transcurrir 60 días antes de la aplicación de medidas
provisionales.  En el presente caso, el Ministerio no aplicó las medidas provisionales hasta casi 200
días después de la fecha de iniciación de la investigación.  Por lo tanto, la disculpa no guarda ninguna
relación con la posición de Guatemala en lo que respecta a sus obligaciones dimanantes del Acuerdo
Antidumping.

4.207 México rechaza el argumento de Guatemala, en el sentido de que no hay motivo para tomar
en cuenta la disculpa de fecha 26 de julio de 1996 porque no forma parte del expediente
administrativo de la investigación.  A juicio de México, el hecho de que dicha disculpa no forme parte
del expediente administrativo de la investigación no significa que ésta no deba ser tomada en cuenta
como parte de la documentación presentada ante el Grupo Especial por México para demostrar que
Guatemala había reconocido su violación del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo Antidumping,
aunque al hacer su defensa ante el Grupo Especial diga lo contrario.

4.208 Guatemala señala que México alega que la supuesta violación del párrafo 5 del artículo 5 ha
menoscabado sus derechos porque no se le dio oportunidad de solucionar la diferencia antes de que se
iniciara la investigación.  A juicio de Guatemala, el párrafo 5 del artículo 5 es una norma muy
distinta del párrafo 1 del artículo 13 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias
("Acuerdo sobre Subvenciones"), que se aplica a la iniciación de una investigación para la imposición
de medidas compensatorias.  El párrafo 1 del artículo 13 requiere que el Miembro que realiza la
investigación invite a los Miembros cuyos productos sean objeto de dicha investigación a celebrar
consultas antes de la iniciación de cualquier investigación.  Guatemala sostiene que el párrafo 5 del
artículo 5 del Acuerdo Antidumping, por su parte, no da al Miembro exportador el derecho de
celebrar consultas antes de la iniciación de la investigación.  Un Miembro puede notificar que ha
aceptado una solicitud e iniciar una investigación inmediatamente, respetando de este modo el
párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo Antidumping.  En el caso presente, México y Cruz Azul no
sufrieron ningún perjuicio por la supuesta demora y, en consecuencia, el Grupo Especial debe
rechazar la alegación de México.

4.209 México dice que, de conformidad con lo establecido en la nota 1 del Acuerdo Antidumping,
"se entiende por "iniciación de una investigación" el trámite por el que un Miembro inicia o comienza
formalmente una investigación según lo dispuesto en el artículo 5".  Además, en la resolución de
iniciar la investigación y en la determinación preliminar a cargo de la autoridad investigadora de
Guatemala se indica clara y expresamente que la investigación se inició el 11 de enero de 1997, fecha
de publicación del aviso.  En consecuencia, México aduce que el argumento de Guatemala no sólo es
incompatible con las declaraciones formales y oficiales hechas por el propio Ministerio, sino también
con los requisitos del Acuerdo Antidumping relativos al momento de iniciación de una investigación
antidumping.

4.210 Guatemala alega que su interpretación del párrafo 5 del artículo 5 no es incompatible con la
nota 1 del Acuerdo, que simplemente define la expresión "iniciación de una investigación".  La nota 1
no contiene ninguna referencia al apartado 1.1 del artículo 12 del Acuerdo Antidumping, que regula el
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del perjuicio o daño material que sufra."87  A juicio de México, la única disculpa que puede aceptarse
por el incumplimiento de una obligación legal es la negligencia concurrente por parte del país
reclamante o la imposibilidad de cumplir con la obligación.88  No hay defensa cuando un país deja de
cumplir una obligación que tiene la posibilidad de cumplir.  México sostiene que un Estado no puede
eludir su responsabilidad internacional alegando simplemente que su infracción no ocasionó un daño
material.

4.222 A juicio de México, el incumplimiento de una obligación derivada de un tratado es un
incumplimiento de una obligación legal que supone una responsabilidad internacional.  Como afirma
un autor:

"Hay ciertas obligaciones que meramente estipulan que una parte debe realizar o
abstenerse de realizar ciertos actos.  Esto es así tanto en las obligaciones derivadas de
los tratados como en la mayor parte de las obligaciones contractuales en la esfera del
derecho interno.  La simple omisión de cumplir estas obligaciones, a menos que ello
sea el resultado de fuerza mayor, constituye el incumplimiento de una obligación y
una falta que trae aparejada una responsabilidad.  En tales casos, no hay necesidad de
considerar si el incumplimiento es intencional o debido a negligencia."89

Por lo tanto, con arreglo a los principios del derecho internacional, cuando un Estado
incumple sus obligaciones -aduce México-, omite cumplir una obligación establecida en un tratado y
puede ser demandado por ello.  La obligación existe o no existe, y el Estado debe cumplirla o no debe
cumplirla.  México señala que si la obligación de notificar al Miembro exportador antes de la
publicación de la iniciación de la investigación no fuera importante, los redactores del Acuerdo
Antidumping no la hubieran codificado en el párrafo 5 del artículo 5, y mucho menos hubieran
definido en la nota 1 de dicho Acuerdo el momento preciso en el que se inicia una investigación.

4.223 México rechaza la afirmación de Guatemala, de que el retraso de la notificación, aun cuando
constituye una violación del Acuerdo Antidumping, fue un "error inocuo".  El propósito del párrafo 5
del artículo 5 del Acuerdo Antidumping, en cuanto se refiere a las notificaciones, es simple:  cada
Miembro tiene derecho a que se le notifique la investigación antes de dar inicio a ésta, una vez
recibida la solicitud debidamente documentada conforme a lo señalado por el párrafo 2 del artículo 5
del Acuerdo Antidumping, y que las pruebas sean pertinentes y suficientes con arreglo al párrafo 3 del
artículo 5 del Acuerdo.  Sólo si la notificación se realiza antes de la publicación de la iniciación de la
investigación, el país exportador tendrá oportunidad de defender sus intereses y los de sus
exportadores en tiempo oportuno.  Una vez que la investigación se ha iniciado, el derecho de defensa
se verá restringido y, en el peor de los casos, será imposible ejercerlo antes de que las corrientes
comerciales se vean afectadas.  México sostiene que, en consecuencia, el retraso de Guatemala en
notificar a México la iniciación de la investigación es todo menos "inocuo".

4.224 México alega que la falta de notificación oportuna no es su principal reclamación, pues las
violaciones que se dieron en los demás aspectos relativos a la iniciación de la investigación son más
que suficientes para que dicha investigación se declare incompatible con las obligaciones de
Guatemala en el marco del Acuerdo Antidumping.  Sin embargo, pensando más allá de la presente
diferencia, se debe tener presente que una resolución en la que se considere que la falta de
notificación oportuna es un "error inocuo" crearía un precedente sumamente negativo para el
                                                  

87 South West Africa (Eth. vs S. Afr.;  Liber. vs. S. Afr.), 1996 I.C.J. 6, 32-33 (18 de julio);  México
hace también referencia a Brownlie, supra, 473 ("El concepto de interés jurídico no se limita inherentemente al
interés material").

88 Brownlie, supra, 465 ("Los tribunales aceptan las defensas de asunción de riesgo de un determinado
perjuicio y de negligencia concurrente");  Cheng, supra, 223 ("No hay acto ilícito si el hecho tiene lugar con
independencia de la voluntad del actor y de una manera incontrolable por éste, o sea si es consecuencia de
fuerza mayor;  en cuanto a la obligación cuya violación constituye una ilicitud, la ilicitud cesa cuando su
observancia resulta imposible").

89 Cheng, supra, 226.
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c) no hizo interpretaciones admisibles de las disposiciones pertinentes del Acuerdo
Antidumping.

4.242 Guatemala alega que el Ministerio llevó a cabo un examen cuidadoso y detallado de la
prueba pertinente respecto de todos y cada uno de los factores de daño enumerados en el párrafo 7 del
artículo 3 del Acuerdo Antidumping.  Además, Cruz Azul tuvo suficiente oportunidad de consultar la
prueba de que disponía el Ministerio en el momento de la determinación preliminar de la existencia de
daño.  México no ha demostrado, ni existe indicio alguno en ese sentido, que la determinación del
Ministerio se haya basado en otra cosa que no fuera un análisis cuidadoso y objetivo de los hechos.  Si
el estándar de revisión se aplica adecuadamente, el Grupo Especial debería confirmar la
determinación preliminar positiva sobre la existencia de daño.

4.243 En lo que respecta a la parte sustancial de la determinación preliminar de Guatemala, México
hace notar que el Ministerio determinó la existencia de amenaza de daño basándose en los siguientes
factores:  incremento de las importaciones, acumulación de existencias y subutilización de la
capacidad instalada, disminución de las ventas, reducción de los precios del producto nacional,
pérdida de clientela y excedente de capacidad instalada en la empresa exportadora y situación de la
demanda en el mercado mexicano.  A juicio de México, de la determinación preliminar se desprende
claramente que el Ministerio no consideró apropiadamente ninguno de los factores establecidos en el
párrafo 7 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping, ya que los factores que consideró no llevan a una
conclusión positiva de la amenaza de daño.

a) Incremento de las importaciones

4.244 México sostiene que, aun cuando durante el período objeto de investigación (junio a
noviembre de 1995) las exportaciones provenientes de Cruz Azul aparentemente aumentaron de una
manera importante, al representar supuestamente un 23,45 por ciento del consumo nacional aparente
de Guatemala95, no deben pasarse por alto los siguientes hechos:

i) las cifras utilizadas por el Ministerio para determinar el comportamiento de las
exportaciones procedentes de México no son del todo exactas, pues no tienen en
cuenta la existencia de por lo menos otro exportador del producto investigado.96  Por
consiguiente, a juicio de México las cifras utilizadas por el Ministerio y atribuidas a
Cruz Azul no son correctas y, por ende, deben ser consideradas como improcedentes.
De lo contrario -o sea como sucedió en la investigación- se trataría a Cruz Azul como
la responsable del 100 por ciento de las importaciones procedentes de México;

ii) México alega que el Ministerio no sólo debió haber desglosado las importaciones
totales para identificar las correspondientes exclusivamente a Cruz Azul, sino que
además debió haber restado del total todas aquellas importaciones que no entraron
por vía terrestre sino marítima, puesto que estas últimas no formaban parte de la
investigación;  y

iii) a juicio de México, Cementos Progreso alegó, desde que solicitó la iniciación de la
investigación, que las exportaciones de Cruz Azul amenazaban causarle un daño
importante.  No obstante, en el punto correspondiente de la determinación preliminar,
el Ministerio no hace referencia a una tasa de crecimiento de las exportaciones de la
empresa investigada.  México alega que esta consideración hubiera indicado la

                                                  
95 Punto 2.1 de la sección F de la determinación preliminar.
96 México alega que la otra empresa mexicana que exporta el producto investigado vende éste

exclusivamente a Cementos Progreso, por medio de la empresa importadora Matinsa (empresa relacionada con
el productor nacional, cuya relación con Cementos Progreso es pública y desde el inicio de la investigación se
puso de manifiesto por diversas partes involucradas en la investigación), y que el Ministerio tenía conocimiento
de esta situación desde el inicio de la investigación.
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probabilidad, fundada en hechos y no simplemente en alegaciones, de un aumento
sustancial de las importaciones, tal como lo requiere el apartado 7 i) del artículo 3 del
Acuerdo Antidumping.

4.245 México concluye de lo anterior que la determinación del Ministerio en relación con el
incremento de las importaciones de Cruz Azul hace caso omiso de los principios contenidos en el
apartado 7 i) del artículo 3 del Acuerdo Antidumping, y hace suponer una evaluación parcial y
subjetiva de los hechos que tuvo a su disposición el Ministerio al dictar la determinación provisional.

4.246 Guatemala recuerda que el Ministerio consideró que las importaciones de Cruz Azul habían
aumentado de 140 toneladas a 25.740 toneladas entre junio y noviembre de 1995.  Por consiguiente, la
parte de mercado de Cruz Azul se incrementó del 0,15 por ciento en junio al 23 por ciento en
noviembre.  A juicio de Guatemala, esto significó que la parte de mercado de Cementos Progreso se
redujo del 99,85 por ciento al 75,42 por ciento en el mismo período.  Contrariamente a lo alegado por
México, al evaluar la tendencia al alza de las importaciones, el Ministerio sólo consideró las
importaciones de Cruz Azul y no atribuyó a esa empresa las importaciones de ningún otro exportador
mexicano.

4.247 Guatemala sostiene que, para determinar la parte de mercado de cemento portland gris que
correspondía a Cruz Azul, dividió sus importaciones por el consumo aparente en Guatemala
correspondiente a los meses en cuestión.  El consumo aparente es la suma de todos los envíos
nacionales de Cementos Progreso y las importaciones procedentes de todos los países.  La cantidad de
importaciones se basa en la información oficial que, a solicitud del Ministerio, recopiló la Dirección
General de Aduanas.  Las cifras correspondientes a los envíos nacionales de Cementos Progreso se
tomaron de las respuestas al cuestionario original y al cuestionario adicional.  Guatemala sostiene que
Cruz Azul no objetó la exactitud de esta información durante la investigación, y tampoco lo hizo
México en su primera presentación escrita ante el Grupo Especial.

4.248 México sostiene que el porcentaje de crecimiento de las exportaciones de Cruz Azul tal vez
parezca muy elevado porque esas exportaciones partieron de cero a principios de 1995, y que por ese
motivo las exportaciones de enero de 1995 fueron tan bajas.  A juicio de México, lo importante es
determinar si esas exportaciones afectaron realmente a la rama de producción nacional de Guatemala.
Una evaluación objetiva y no sesgada de los hechos indica que también existe una correlación
negativa entre el aumento de las exportaciones de Cruz Azul y la producción de Cementos Progreso.
Fundándose en la información que figure en el expediente, México alega que:

- el mercado de Guatemala atravesaba una etapa de grave escasez, como se reconoció
en una carta del Ministerio, y que, por ese motivo, en virtud del Acuerdo Nº 708-94
del Gobierno de Guatemala, de 30 de noviembre de 1994, se redujo el arancel
aduanero aplicable al cemento portland gris al 1 por ciento;

- en junio y julio de 1995 las importaciones aumentaron y la producción de Cementos
Progreso también;

- en agosto de 1995, las importaciones aumentaron en 6.601 toneladas y la producción
de Cementos Progreso disminuyó en 22.289 toneladas, pero sus ventas alcanzaron la
cifra sin precedentes de 104.826 toneladas;

- en septiembre de 1995, las importaciones disminuyeron y la producción y las ventas
de Cementos Progreso también;

- de octubre a noviembre de 1995, las importaciones aumentaron en un 34,90 por
ciento, sin afectar la producción de Cementos Progreso que se mantuvo
aproximadamente en 78.900 toneladas, aunque las ventas aumentaron en un 4,74 por
ciento;  y
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Guatemala recuerda que un notario certificó la existencia de 76.252 toneladas de clinker el día
después de la paralización de los hornos.  La Dirección de Integración Económica verificó la
paralización de los hornos y las existencias acumuladas de 51.875 toneladas de clinker gris en la
planta de San Miguel.  Los informes computadorizados preparados por el departamento de producción
de la empresa confirmaron las estimaciones relativas al volumen de clinker gris acumulado en
Cementos Progreso.  Dado que el clinker gris se muele junto con sulfato hidroso de calcio y otros
aditivos con los que posteriormente se hace el cemento, el Ministerio determinó que unas existencias
de clinker de 51.875 toneladas equivalían a 65.665 toneladas de cemento.  Guatemala sostiene que las
objeciones interpuestas por México a las constataciones del Ministerio son, por tanto, infundadas.

4.258 México señala que el Ministerio no hizo referencia alguna a las existencias de cemento
(objeto de la investigación), a pesar de que Cementos Progreso facilitó información sobre tales
existencias.  México alega que la información sobre las existencias de cemento proporcionada por
Cementos Progreso no corresponde a las cifras del Ministerio.  Según México, el Ministerio no
"demostró" la existencia de 51.875 toneladas de clinker gris sino que aceptó como válidas las
estimaciones facilitadas por el representante de Cementos Progreso durante la inspección de las
plantas.  Suponiendo que las estimaciones fueran exactas, México sostiene que representarían un nivel
de existencias equivalente tan sólo a la mitad de la producción de marzo de 1995, es decir, las
existencias necesarias para 15 días de producción, lo que es normal en la industria cementera.

4.259 México alega que lo expuesto supra demuestra que el estudio de los hechos realizado por el
Ministerio respecto de la acumulación de existencias fue también subjetivo y parcial, en el sentido de
que se refería a un producto que no era objeto de la investigación, en contra de lo dispuesto en el
apartado 7 iv) del artículo 3 del Acuerdo Antidumping, que hace referencia a las "existencias del
producto objeto de la investigación".  México sostiene que Guatemala consideró que las existencias
de un insumo (clinker gris) del producto objeto de la investigación (cemento gris) eran más adecuadas
para hacer una determinación preliminar de amenaza de daño que las existencias del producto
especificado en el Acuerdo Antidumping.

4.260 Guatemala afirma que el Ministerio siempre fue muy claro en cuanto al objeto de la
investigación y actuó en plena conformidad con el párrafo 7 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping.
En virtud de ese artículo, el Ministerio estaba autorizado a examinar una gran variedad de factores y
decidió utilizar la acumulación de existencias de clinker gris como indicación adecuada de la
acumulación de existencias, ya que durante la investigación se había familiarizado con el proceso de
producción en el que el clinker gris es un elemento fundamental para la fabricación del producto
objeto de la investigación.  Dado que Cementos Progreso no producía prácticamente ningún otro tipo
de cemento gris, la acumulación de clinker gris era pertinente en el caso de una investigación sobre
cemento portland gris.  Guatemala afirma, además, que el promedio de las existencias finales de
cemento de Cementos Progreso aumentó un 85 por ciento de septiembre-diciembre de 1994 a
septiembre-diciembre de 1995, porque las importaciones procedentes de Cruz Azul absorbieron partes
de mercado.  El argumento expuesto por México de que las existencias del producto objeto de la
investigación mencionado en el apartado 7 iv) del artículo 3 se refieren exclusivamente a las
existencias del exportador del producto acabado (es decir, de cemento) a diferencia de materiales
semiacabados utilizados para fabricar el producto acabado, carece de fundamento jurídico.
Contrariamente a lo dispuesto en el apartado 7 ii) del artículo 3, en el que se menciona
específicamente al exportador, en el caso de las existencias los redactores no hicieron esta
especificación.  Guatemala interpretó correctamente que el apartado 7 iv) del artículo 3 se refería a las
existencias de los productores (es decir, incluidas las existencias de clinker), de los importadores y de
los exportadores nacionales.

4.261 Guatemala sostiene que de conformidad con el párrafo 7 del artículo 3 del Acuerdo
Antidumping, el Ministerio podría considerar otros factores no enumerados en los apartados 7 i) a iv)
del artículo 3.  Las existencias excedentarias de clinker eran un factor válido que había que tener en
cuenta al examinar todos los factores referentes a la amenaza de daño.







WT/DS60/R
Página 87

- ¿Es posible considerar que una empresa se enfrenta realmente a una amenaza de daño a causa
de determinadas importaciones cuando durante los meses siguientes al período investigado
aumentaba su producción y cuando, de hecho, la propia empresa Cementos Progreso preveía
una producción sin precedentes durante el mes en que supuestamente debía resultar tan
afectada por las importaciones de Cruz Azul que incluso tuvo que cerrar sus hornos?102

- ¿Cómo es posible acumular tantas existencias de clinker registrándose a la vez una utilización
tan intensa de la capacidad instalada para la molienda de cemento durante los meses
posteriores al período objeto de la investigación?

- ¿Por qué no analizó el Ministerio la información sobre la producción de cemento posterior al
período investigado si figuraba en el mismo documento que la información utilizada para
concluir que, debido a las importaciones de Cruz Azul, se había producido un considerable
incremento de las existencias de la materia prima necesaria para fabricar cemento?

4.275 Guatemala sostiene que el Ministerio, basándose en la comparación de la información de
cada mes respecto del mismo mes en años sucesivos (a fin de tener en cuenta los factores estacionales
de la demanda de cemento en Guatemala), determinó que durante el período de enero a junio de 1996
la producción de cemento fue un 14 por ciento más baja que durante el mismo período de 1995.  Para
eliminar las distorsiones causadas por esos factores, el Ministerio evaluó las tendencias de las ventas
sobre la base de la cantidad en lugar de hacerlo sobre el valor.  Según Guatemala, durante el período
de septiembre a diciembre de 1995 el volumen de las ventas de Cementos Progreso disminuyó un
17 por ciento en comparación con el mismo período de 1994.

4.276 México señaló que sus comparaciones se habían efectuado sobre una base mensual por lo que
no era necesario introducir ajustes estacionales.

4.277 El Grupo Especial pidió a Guatemala que explicara su observación de que tres de los cuatro
hornos de Cementos Progreso habían cerrado, cuando Cementos Progreso dijo en el momento de la
visita de verificación que su capacidad actual era aproximadamente el 85 por ciento de la capacidad
instalada, a pesar de un supuesto incremento de las importaciones procedentes de México de
45.859 toneladas durante el mismo mes.  Guatemala explicó que la capacidad instalada es la
capacidad máxima teórica de una planta de cemento suponiendo que funcione todos los días del año.
La capacidad real refleja un ajuste a la baja de la capacidad instalada a fin de tener en cuenta el hecho
de que una planta de cemento ha de estar cerrada para el mantenimiento ordinario, y no funciona los
365 días del año.  Por tanto, Cementos Progreso declaró que su capacidad instalada era de 1,5
millones de toneladas métricas, pero que su capacidad real, teniendo en cuenta los paros necesarios
para el mantenimiento, era el 85 por ciento, es decir, 1,4 millones de toneladas métricas.  Según
Guatemala, si tres de los cuatro hornos hubieran estado cerrados con objeto de controlar las
existencias, la planta no habría podido utilizar la totalidad de su capacidad real en el momento de la
visita.  Guatemala subraya que, en el momento de la visita de verificación de Cementos Progreso
realizada del 27 al 29 de noviembre de 1996, el Ministerio confirmó que Cementos Progreso no había
producido clinker en la planta de La Pedrera entre marzo y mayo de 1996 y que había reducido a la
mitad la producción de clinker en la planta de San Miguel en marzo y abril de 1996.

4.278 Guatemala sostiene también que la prueba referente a la acumulación de existencias y la
subutilización de la capacidad incluye la inspección que efectuó el Ministerio en las plantas de La
Pedrera y de San Miguel el 29 de marzo de 1996.  Durante la inspección de la planta de La Pedrera,
Cementos Progreso presentó pruebas que demostraban que, debido a las importaciones de Cruz Azul,
las ventas de Cementos Progreso habían disminuido un 22 por ciento, a pesar de que el mes de marzo
era un mes de demanda máxima;  que Cementos Progreso había acumulado 99.500 toneladas de

                                                  
102 México señala que los hornos se paralizaron en febrero, aunque durante ese mes la producción de

Cementos Progreso aumentó más de un 10 por ciento en relación con el mes anterior pasando de 1.687.024 a
1.967.175 bultos, es decir, de 71.697 a 83.603 toneladas.



WT/DS60/R
Página 88

excedencias de clinker hasta el 28 de febrero de 1996;  que esa acumulación de existencias
excedentarias de clinker hizo que fuera necesario suspender el funcionamiento de dos hornos en la
planta de La Pedrera en esa fecha y de un horno en la planta de San Miguel el 2 de marzo;  y que,
aunque se cerraron esos hornos, el 29 de marzo las plantas de San Miguel y de La Pedrera todavía
tenían 51.875 y 10.530 toneladas respectivamente de existencias de clinker.  Durante la inspección de
la planta de San Miguel, Cementos Progreso proporcionó un informe computarizado del
Departamento de Producción para respaldar su estimación de que había 51.875 toneladas de
existencias de clinker, equivalentes aproximadamente a 65.665 toneladas de cemento.  El Ministerio
observó por sí mismo que se habían cerrado los dos hornos de la planta de La Pedrera y uno de los
hornos de la planta de San Miguel.  También observó la gran cantidad de existencias de clinker en la
planta de San Miguel.  Además, un notario registró la existencia de 76.252 toneladas de clinker un día
después del cese del funcionamiento de los hornos.

c) Disminución de las ventas

4.279 México plantea varias cuestiones relativas a la determinación preliminar del Ministerio de
que las importaciones de Cruz Azul causaron una reducción de las ventas de Cementos Progreso
durante el mes de septiembre de 1995 y durante los tres primeros meses de 1996:

i) México señala que, según la determinación preliminar, las ventas de Cementos
Progreso disminuyeron durante el mes de septiembre de 1995.  No obstante, como se
reconoce en la propia determinación preliminar, la reducción no podía atribuirse a las
importaciones de Cruz Azul, ya que en ese mes se registró una contracción de la
demanda en el mercado guatemalteco respecto del mes anterior, por lo que la
disminución de las ventas de Cementos Progreso fue paralela a la disminución de las
exportaciones mexicanas, que a su vez obedeció a la contracción de la demanda
nacional y no a otros factores relacionados con las exportaciones de Cruz Azul;

ii) en cuanto a la tendencia de las ventas durante el primer trimestre de 1996, México
sostiene que éstas no disminuyeron durante el período objeto de la investigación y
que, por consiguiente no debían ser tomadas en cuenta.  Además, México sostiene
que el Ministerio no recabó información sobre el aumento de las importaciones
durante el primer trimestre de 1996.  Así pues, la información relativa a la
disminución de las ventas fuera del período objeto de la investigación tampoco puede
ser válida para un examen de la relación entre las ventas de Cementos Progreso y las
importaciones de Cruz Azul, porque no se mencionaron otros factores que también
deberían haberse tomado en cuenta (por ejemplo, las importaciones no
correspondientes al período objeto de la investigación);  y

iii) las importaciones de Cruz Azul no pueden vincularse a la reducción de las ventas del
primer trimestre de 1996, puesto que esas importaciones se mantuvieron constantes a
partir del mes de enero de ese año.

4.280 Basándose en todo lo expuesto, México concluye que la disminución de las ventas señalada
por el Ministerio no obedeció a las importaciones de Cruz Azul sino a otros factores, como reconoció
expresamente el Ministerio en su propia determinación preliminar.  Así pues, la determinación en
cuestión no refleja un análisis objetivo e imparcial de los elementos de hecho que el Ministerio tuvo a
su alcance para emitir la determinación preliminar.  Por tanto, México sostiene que Guatemala violó
las obligaciones que le impone el párrafo 7 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping.

4.281 Según Guatemala, el Ministerio constató que, como resultado de un aumento de las
importaciones, las ventas del producto nacional similar disminuyeron desde septiembre de 1995 en
comparación con el año anterior.  Las ventas siguieron disminuyendo durante el primer trimestre
de 1996. Guatemala sostiene que las objeciones que interpone México a esas constataciones carecen
de fundamento.







WT/DS60/R
Página 91

d) Baja en los precios del productor nacional

4.293 México sostiene que, de conformidad con el apartado 7 iii) del artículo 3 del Acuerdo
Antidumping, para determinar la existencia de una amenaza de daño, la autoridad investigadora
deberá haber considerado, entre otras cosas, el hecho de que las importaciones se realicen a precios
que tengan en los precios internos el efecto de hacerlos bajar o de contener su subida de manera
significativa, y que probablemente hagan aumentar la demanda de nuevas importaciones.  En cambio,
el Ministerio simplemente afirmó que "como consecuencia de las importaciones objeto de dumping se
produjo una baja en el precio de cemento en las ciudades donde ... [éste] ... se comercializa",
indicando que esa afirmación era resultado de la investigación realizada por la Dirección de Atención
y Asistencia al Consumidor ("DIACO"), de la información proporcionada por Cementos Progreso y
de "la relación de estos precios con los precios que podrían establecerse de acuerdo con la fórmula
establecida por el Gobierno para la fijación del precio máximo de venta".  Según México, la
conclusión del Ministerio adolece de las siguientes inconsistencias:

i) la determinación provisional no explica el procedimiento (es decir, los pasos
metodológicos y las circunstancias) que se siguió para establecer que la baja en los
precios se debió a las importaciones objeto de dumping, solamente se asevera que
éste fue el caso;

ii) la conclusión y el estudio de DIACO se refieren a unas cuantas ciudades de
Guatemala como si la investigación antidumping se hubiera hecho sobre la base de
una investigación de carácter regional en virtud del párrafo 2 del artículo 4 del
Acuerdo Antidumping, cuando de hecho se trataba de una investigación nacional;

iii) en la determinación preliminar no se indica cómo se realizó la comparación entre el
precio del cemento importado de la empresa exportadora y el precio de venta de
Cementos Progreso, ni se señala si los precios se compararon en el mismo nivel
comercial, si estaban dados en los mismos términos comerciales, si se trataba de
productos comparables, la fecha de las comparaciones y si dichos precios resultaron
de promedios simples o ponderados, móviles o progresivos;

iv) la comparación con los precios que podrían establecerse según la fórmula del
Gobierno para la fijación del precio máximo de venta es totalmente irrelevante desde
el punto de vista del Acuerdo Antidumping, además de que puede distorsionar todo el
ejercicio en la medida en que dicha fórmula no corresponda a los precios que se
darían en una situación de libre competencia.  En cualquier caso, se trata de un precio
máximo y no de un precio que se deba alcanzar necesariamente;  y

v) los precios del cemento portland gris tipo I (PM) objeto de la investigación, no fueron
significativamente menores que los precios del cemento producido por Cementos
Progreso.  Según México, la probabilidad de que éstos hicieran aumentar la
demanda de nuevas importaciones también era insignificante.  México recuerda que
las exportaciones de Cruz Azul se mantuvieron estables a partir del primer trimestre
de 1996.

4.294 Guatemala sostiene que México está solicitando al Grupo Especial que haga una revisión
de novo de las constataciones del Ministerio.  El Ministerio constató que, como resultado de las
importaciones objeto de dumping, bajó el precio del cemento nacional en las ciudades donde se
vendía cemento de Cruz Azul, a pesar de un incremento de los costos de producción de Cementos
Progreso.  El Ministerio hizo referencia a los resultados de la investigación efectuada por DIACO, que
demostraban que el producto importado subvaloraba constantemente el producto nacional.  El
Ministerio también hizo referencia a la prueba aportada por Cementos Progreso sobre la creciente
brecha entre el precio reglamentado por el Gobierno y los precios reales fijados por Cementos
Progreso.
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4.295 Guatemala señala que el artículo 12 del Acuerdo, que regula la información que deberá
contener un aviso público de una medida provisional, no exige que la autoridad investigadora describa
la metodología utilizada para hacer una constatación fáctica.  Dicho apartado exige únicamente que el
aviso contenga las constataciones, las conclusiones y "explicaciones suficientemente detalladas de las
determinaciones preliminares ...".  Guatemala recuerda que México no alega la violación del
apartado 2.1 del artículo 12.  Guatemala aduce que, de cualquier forma, se deduce claramente la
metodología utilizada por el Ministerio.  El Ministerio constató que las importaciones de Cruz Azul
estaban subvalorando el cemento de Cementos Progreso, lo que obligó a esa empresa a bajar sus
precios en aquellas ciudades donde se estaba vendiendo el cemento de Cruz Azul.  Esto causó una
creciente disparidad entre los precios máximos autorizados por el Gobierno y los precios fijados por
Cementos Progreso.

4.296 Guatemala afirma que, dado que el cemento tiene una baja relación precio/peso y que los
costos de transporte son altos, Cruz Azul concentró sus esfuerzos de venta en la parte occidental de
Guatemala, la más cercana a la frontera.  De esa manera, DIACO centró su trabajo en las ciudades
más cercanas a la frontera mexicana, donde se concentraban las ventas de Cruz Azul.  La existencia
de subvaloración de precios en la zona más afectada de Guatemala indicaba claramente una amenaza
de daño a Cementos Progreso, el único productor de cemento en Guatemala.  Guatemala alega que el
Ministerio no investigó el daño con un criterio regional.

4.297 Guatemala sostiene que en los informes de DIACO se expone minuciosamente la
comparación de los precios.  Los funcionarios de DIACO visitaron empresas que venden cemento en
varias ciudades e identificaron las que vendían cemento de Cruz Azul y de Cementos Progreso.  Esto
permitió una comparación directa entre los precios de venta al mismo nivel de comercio, con las
mismas condiciones de venta, en fechas idénticas y con idénticos compradores.  Guatemala sostiene
que, prácticamente en todos los casos, el cemento de Cruz Azul subvaloró el cemento de Cementos
Progreso.  Además, algunas de esas empresas manifestaron que el cemento de Cruz Azul provocó una
reducción del precio del cemento en Guatemala.

4.298 Guatemala alega que el párrafo 7 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping exige que las
autoridades investigadoras consideren el hecho de que las importaciones se realicen a precios que
tengan en los precios internos el efecto de hacerlos bajar o de contener su subida de manera
significativa.  La prueba demostró que, antes de la afluencia de las importaciones de Cruz Azul, los
precios de Cementos Progreso estaban generalmente al máximo permitido por la fórmula del
Gobierno.  Durante el período objeto de la investigación, Cementos Progreso no fue capaz de lograr el
precio máximo permitido en las ciudades donde se vendía el cemento de Cruz Azul, pero consiguió el
precio máximo en las ciudades alejadas de la frontera con México, donde el cemento de Cruz Azul no
tenía presencia.  Según Guatemala, esto prueba evidentemente que las importaciones de Cruz Azul
estaban entrando a precios que hacían bajar o contenían la subida de los precios internos.

4.299 Guatemala recuerda el argumento de México de que, debido a que los precios del cemento
portland gris del tipo I (PM) producido por Cruz Azul no fueron sustancialmente inferiores a los
precios del cemento producido por Cementos Progreso, no era posible que los precios más bajos
aumentaran significativamente la demanda de otras importaciones.  Guatemala subraya que con esa
afirmación México reconoce que las importaciones estaban subvalorando los precios del producto
nacional.  Según Guatemala, como el cemento es un bien fungible, incluso una pequeña subvaloración
puede causar una pérdida importante de participación en el mercado.  Según Guatemala, en este caso
no cabe duda de que el cemento importado subvaloró el cemento nacional, captando un 23 por ciento
del mercado de la industria nacional tan sólo en seis meses.  Guatemala sugiere que la prueba de la
subvaloración era una poderosa evidencia de que la demanda de importaciones a bajo precio
aumentaría a costa del productor nacional.

4.300 México sostiene que, según la información facilitada por Cementos Progreso, los precios
fijados por esa empresa (el único productor de cemento de Guatemala y, por tanto, la mejor referencia
posible para estudiar el comportamiento general de los precios en ese país, aparte de unas pocas
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ciudades) revelan una situación completamente distinta de la que describe el Ministerio en su
determinación preliminar, ya que los precios aumentaron casi un 8 por ciento en comparación con el
semestre precedente y un 18 por ciento en comparación con el mismo período durante el año anterior.

4.301 Guatemala sostiene que México hace caso omiso del hecho de que la demanda de cemento
en Guatemala es estacional, ya que la demanda es más alta durante la estación seca (octubre-mayo)
que en la estación de lluvias (junio-septiembre).  Por tanto, el Ministerio evaluó adecuadamente la
tendencia de las ventas de Cementos Progreso al comparar el volumen de ventas con el del mismo
mes del año anterior.  Esta comparación demostró que las ventas de Cementos Progreso disminuyeron
a finales de 1995 y durante el primer semestre de 1996 en comparación con los mismos períodos del
año anterior.  Guatemala sostiene que, de conformidad con la propia comunicación de Cruz Azul de
13 de mayo de 1996, la importación de cemento de Cruz Azul hizo que los precios en Guatemala
disminuyeran entre 6 y 8 quetzales por bolsa.  En esa comunicación también se establecía que el
precio del cemento de Cementos Progreso disminuyó en un 22 por ciento en el suroeste del país.
Además, los datos citados por México no contradicen ni restan valor a la prueba presentada, que
demuestra claramente que las importaciones objeto de dumping de Cruz Azul hicieron bajar los
precios de Cementos Progreso.  Los precios que figuran en la información facilitada por Cementos
Progreso no estaban ajustados en función de la inflación y representaban un promedio para toda
Guatemala.  Las pruebas han demostrado que los precios de Cementos Progreso disminuyeron en las
ciudades donde se vendía el cemento de Cruz Azul y que sus precios en esas ciudades eran inferiores
a los precios máximos autorizados por el Gobierno.

e) Pérdida de clientela

4.302 México recuerda que el Ministerio llegó a la determinación preliminar de que Cementos
Progreso había perdido algunos de sus clientes, sin haberse cerciorado de la veracidad de la
reclamación o de la precisión de la lista de supuestos clientes presentada por el reclamante.  Por
consiguiente, México sostiene que el Ministerio aceptó que los supuestos clientes dejaron de comprar
el cemento de producción nacional para adquirir el de importación, sin haber constatado la existencia
de esos clientes y el efecto de la sustitución del producto nacional por el producto importado.  En la
lista mencionada sólo aparecen los nombres de supuestos clientes, sin dar mayores datos que
demuestren las afirmaciones del reclamante.  Según México, el Ministerio debería haber tomado en
consideración que en la lista podían figurar clientes que fueron expulsados del mercado de Cementos
Progreso debido a su propia política intimidatoria exclusivista y monopolista, como debió comprobar
el propio Ministerio a través de los estudios realizados por DIACO sobre el mercado del cemento
portland gris.

4.303 Guatemala señala que el Ministerio constató que, aunque Cementos Progreso redujo sus
precios para competir con Cruz Azul, perdió clientela ante el productor mexicano.  México impugna
esta constatación fundándose en que el Ministerio no verificó la veracidad de la prueba presentada por
Cementos Progreso para demostrar su pérdida de clientela en favor de Cruz Azul.  Guatemala sostiene
que no cabe duda de que, en tan sólo seis meses, Cruz Azul aumentó su participación en el mercado
del 0,15 al 23,54 por ciento, y que la parte del mercado correspondiente a Cementos Progreso
disminuyó del 99,85 al 75,42 por ciento durante el mismo período.  Guatemala también recuerda que
México admite que el cemento de Cruz Azul tenía un precio más bajo que el de Cementos Progreso.
Por tanto, es lógico concluir que Cementos Progreso perdió clientela en favor de Cruz Azul.

4.304 México recuerda que, según Guatemala, la pérdida de clientela determinada por el Ministerio
se fundaba, por una parte, en la información facilitada por Cementos Progresos y, por otra, en el
hecho de que las importaciones mexicanas habían aumentado su participación en el mercado
guatemalteco, por lo que el Ministerio concluyó que Cementos Progreso perdió clientes en favor de
Cruz Azul.  Esto confirma el argumento de México de que el Ministerio no verificó la exactitud de las
pruebas presentadas por Cementos Progreso ya que, de otro modo, el Ministerio no habría
considerado necesario concluir simplemente que se habían perdido clientes sobre la base de una
prueba circunstancial.
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4.305 Guatemala sostiene que es lógico concluir que el hecho de que Cementos Progreso haya
perdido casi la cuarta parte de su mercado en seis meses corrobora las pruebas presentadas por
Cementos Progreso que demuestran su pérdida de clientes frente a Cruz Azul.  Además, Cruz Azul
nunca interpuso objeciones a las pruebas presentadas por Cementos Progreso sobre la pérdida de
clientes.

f) Excedente de capacidad instalada en la empresa exportadora y situación de la
demanda en el mercado mexicano

4.306 México señala que en su determinación preliminar el Ministerio consideró que Cruz Azul
contaba con una capacidad libremente disponible para la fabricación de cemento de aproximadamente
360.000 toneladas, que junto con el crecimiento negativo de la economía mexicana y, por ende, una
demanda menor en el mercado interno, indicaban la probabilidad de que aumentaran las exportaciones
objeto de dumping.  A este respecto, México señala que:

i) por lo que se refiere a la capacidad disponible de Cruz Azul, el Ministerio pasó por
alto el hecho de que el productor mexicano fabrica diversos tipos de cemento en su
planta además del cemento portland gris objeto de la investigación y que, por tanto, el
excedente de la capacidad de producción de cemento no puede considerarse como
prueba pertinente ni exacta para llegar a una determinación positiva de la existencia
de una amenaza de daño importante en relación con el cemento portland gris;  y

ii) su relación a la posibilidad del aumento de las exportaciones de Cruz Azul, de la
determinación preliminar se deduce claramente que el Ministerio llegó a su
conclusión sobre la base de meras conjeturas, ya que el texto no indica que se haya
llevado a cabo un análisis, sobre la base de pruebas pertinentes, de la posibilidad real
de que las exportaciones procedentes de Cruz Azul aumentarán en el futuro
inmediato.  México recuerda que, de conformidad con el párrafo 7 del artículo 3 del
Acuerdo Antidumping, "la modificación de las circunstancias que daría lugar a una
situación en la cual el dumping causaría un daño deberá ser claramente prevista e
inminente" y que las determinaciones de una amenaza de daño no pueden basarse en
"alegaciones, conjeturas o posibilidades remotas".  Además, México señala que las
importaciones de Cruz Azul se mantuvieron estables a partir de enero de 1996.

4.307 México sostiene que la determinación preliminar del Ministerio en cuanto al excedente de
capacidad de Cruz Azul se basó en unas estimaciones calculadas por los consultores Arthur D.
Little103, que no disponía necesariamente de los elementos indispensables para calcular
adecuadamente una estimación.  Según las estimaciones, el excedente de capacidad de Cruz Azul
equivalía a 360.000 toneladas anuales.  Suponiendo, sin admitir el hecho, que las estimaciones fueran
precisas, México sostiene que Guatemala no tomó en consideración el hecho de que 360.000
toneladas anuales correspondían en promedio a 30.000 toneladas mensuales, que podrían haberse
utilizado para su venta en el mercado mexicano o podrían haberse enviado al menos a siete mercados
de exportación distintos del de Guatemala.  Guatemala tampoco tomó en consideración el hecho de
que las estimaciones sobre el excedente de capacidad se referían a distintos tipos de cemento.  México
recuerda que ese excedente de capacidad podía utilizarse para fabricar al menos 10 tipos diferentes de
cemento y que si el Ministerio hubiera hecho un estudio objetivo y no sesgado de los hechos habría

                                                  
103 México recuerda que Guatemala sostiene que la información facilitada por Cementos Progreso en

apoyo de su solicitud era toda la que razonablemente tenían a su disposición.  No obstante, México sostiene que
si el solicitante pudo haber encargado ese tipo de estudio a mitad de la investigación, también pudo haberlo
hecho al principio, lo que de nuevo demuestra que la afirmación del solicitante en lo que respecta a la
información razonablemente disponible no es cierta.
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información correspondiente al primer trimestre de 1996 para determinar si los precios del productor
nacional habían disminuido, al tiempo que usaba información correspondiente al primer trimestre
de 1994 para determinar si el sector de la construcción mexicano estaba deprimido.  Según
Guatemala, la información más reciente sobre los precios era evidentemente la más adecuada para
determinar si los productos objeto de dumping representaban una amenaza de daño a la rama de
producción nacional como resultado de la baja de los precios.  La información más reciente disponible
sobre el sector de la construcción en México era de finales de 1995.  En lo que respecta a finales
de 1996 no existía información sobre ese sector.  Guatemala niega la afirmación de México de que el
Ministerio utilizó datos correspondientes a finales de 1994.  Además, Cruz Azul no aportó ninguna
prueba para impugnar la información relativa al sector de la construcción en México en 1995.  Por
consiguiente, el hecho de que el Ministerio utilizara esa información no indica parcialidad o falta de
objetividad.

2. Párrafo 5 del artículo 3

4.313 México sostiene que Guatemala violó el párrafo 5 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping al
emitir una determinación afirmativa preliminar de amenaza de daño sin demostrar la relación causal
entre las importaciones supuestamente objeto de dumping y la supuesta amenaza de daño a la rama de
producción nacional de Guatemala.  La primera frase del párrafo 5 del artículo 3 estipula que "habrá
de demostrarse que ... las importaciones objeto de dumping causan daño ...".  México sostiene que, a
pesar de que en el epígrafe de la sección pertinente de la determinación preliminar se hace una breve
mención a la relación causal, no se hace ninguna referencia explícita a la forma o al procedimiento
que siguió la autoridad investigadora para llegar a demostrar que las importaciones objeto de la
investigación son la causa de la supuesta amenaza de daño.  Aun en el caso de que la autoridad
investigadora hubiera considerado que la relación causal se desprendía de los factores enunciados en
la sección pertinente de la determinación preliminar, México sostiene que ha demostrado que no se
analizaron convenientemente los factores relativos al incremento de las importaciones, la acumulación
de las existencias y la subutilización de la capacidad instalada, la disminución de las ventas, la baja de
los precios del productor nacional, la pérdida de clientela y la capacidad instalada de la empresa
exportadora.  Sin tratar de hacer un análisis exhaustivo, México recuerda a este respecto que los
resultados de la determinación preliminar o son incorrectos por varios motivos (importaciones), o no
se refieren al producto objeto de la investigación sino a un insumo (acumulación de existencias), o son
inexistentes (subutilización de la capacidad instalada del reclamante), o se deben a factores distintos
del dumping, como en el caso de la contracción de la demanda (disminución de las ventas), o carecen
de metodología y se refieren a investigaciones de tipo regional o a precios máximos establecidos por
la autoridad investigadora que, en cualquier caso, resultan insignificantes (baja de los precios), o están
basados en pruebas no comprobadas presentadas por el reclamante (pérdida de clientela), o se basan
en meras alegaciones, conjeturas o posibilidades remotas, que los hechos contradicen (amenaza de
aumento de las exportaciones por la capacidad instalada del exportador).  México sostiene que el
Ministerio no estableció correctamente los hechos al concluir que para Cementos Progreso el aumento
de las importaciones significó una reducción importante de su participación en el mercado, una
disminución de las ventas, la pérdida de clientela, una acumulación excesiva de existencias que causó
el cierre de los hornos, y una baja de sus precios.  México alega que ya ha demostrado que, aunque
indudablemente aumentó la parte correspondiente a las importaciones mexicanas en el mercado de
Guatemala, no hay correlación entre la tendencia de las importaciones y las ventas del producto
guatemalteco.  Además, México afirma que las ventas de Cementos Progreso, en lugar de disminuir,
aumentaron, al igual que sus precios.  México también afirma que la acumulación de existencias de
clinker gris en el período posterior al período investigado se ve compensada por el incremento de la
producción de cemento portland gris durante el mismo período, y que el supuesto análisis del aumento
de las exportaciones a Guatemala no tiene en cuenta el hecho de que la industria mexicana de la
construcción registró una expansión considerable durante el período posterior al investigado, y que
existían otros mercados de exportación que podrían haber absorbido el excedente de la capacidad
instalada de Cruz Azul.
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sostiene que Cruz Azul facilitó una respuesta completa al cuestionario correspondiente al período de
investigación original (es decir, del 1º de junio al 30 de noviembre de 1995).

4.324 México sostiene que el Acuerdo Antidumping no faculta a las autoridades investigadoras a
cambiar el período de investigación, ni mucho menos a hacerlo después de haber adoptado una
determinación preliminar, ya que ello supone cambiar los hechos que sirvieron de base para decidir si
era apropiado aplicar una medida provisional.  México alega que esa ampliación del período de
investigación viola el párrafo 1 del artículo 6 y el párrafo 1 del Anexo II del Acuerdo Antidumping,
puesto que en la resolución de inicio de la investigación y en la determinación preliminar el
Ministerio había establecido que el período de investigación abarcaría del 1º de junio al 30 de
noviembre de 1995.  El hecho de solicitar información correspondiente al período de investigación
ampliado socava el derecho de defensa y la seguridad jurídica que deben existir en toda investigación
antidumping, de conformidad con las mencionadas disposiciones del Acuerdo Antidumping.

4.325 México aduce que la modificación del período de investigación también es incompatible con
la lógica del Acuerdo Antidumping, según la forma y el momento en que se hubiera modificado.  El
hecho de modificar el período objeto de la investigación entre la determinación preliminar y la
determinación definitiva podría distorsionar completamente la investigación, ya que la base utilizada
para determinar la existencia de dumping, de daño o de amenaza de daño y la relación causal entre el
dumping y el daño o la amenaza de daño ya no sería la misma.  México sostiene que, como en el caso
de los análisis estadísticos, el período de investigación es de suma importancia para el resultado.  Si la
autoridad estableció un período de investigación, es inadmisible que éste se modifique sin motivo y
sin aviso previo.  México alega que el hecho de modificar arbitrariamente el período de investigación
no sólo representa una contradicción respecto del período original de investigación establecido por el
propio Ministerio sino que pone a la empresa exportadora en una grave situación de desventaja.

4.326 Según México, en el presente caso el problema que se plantea es más amplio que una simple
modificación del período de investigación.  En este caso, el Ministerio emitió una determinación
preliminar utilizando datos parciales que no correspondían al período de investigación, sin introducir
ninguna modificación oficial ni comunicar a las partes interesadas la situación (México señala que, en
lo que respecta a la determinación preliminar, la única parte que facilitó información correspondiente
al período posterior al período objeto de la de investigación fue Cementos Progreso, lo que de nuevo
subraya el sesgo del Ministerio al realizar la investigación).  En este caso, México alega que el
problema no es la propia modificación (aunque se trata de una situación heterodoxa que no está
prevista en el Acuerdo Antidumping) sino el hecho de que, sin señalar oficialmente la modificación
(como hizo posteriormente en el caso de la determinación definitiva), el Ministerio incluyó en la
determinación preliminar diversa información (cuya fiabilidad y precisión México pone en tela de
juicio) sobre hechos que ocurrieron después del período de investigación aplicable en ese momento.

4.327 México afirma que en la decisión publicada por el Ministerio el 4 de octubre de 1996 no se
menciona en ninguna ocasión el fundamento jurídico en el que se basó la prórroga del período
investigado.  Tampoco se mencionan los motivos que llevaron a esa decisión, lo que indica que el
Ministerio respondió simplemente a una solicitud de Cementos Progreso, con el posible objetivo de
defender los intereses de esa empresa.  México sostiene que el hecho de que el Ministerio ampliara el
período de investigación sin explicar o justificar su decisión indica que al emitir su determinación
preliminar el Ministerio carecía de pruebas suficientes para determinar la existencia de amenaza de
daño.  Por consiguiente, tuvo que ampliar el período de investigación a fin de justificar la protección
de su rama de producción nacional, aun a costa de violar los principios y normas establecidos en el
párrafo 1 del artículo 6 y en el Anexo II del Acuerdo Antidumping.

4.328 Guatemala alega que el argumento de México carece de fundamento, puesto que Guatemala
no violó el párrafo 1 del artículo 6 ni el Anexo II del Acuerdo Antidumping al ampliar el período
objeto de la investigación.  Ni el párrafo 1 del artículo 6 ni el Anexo II, ni cualquier otra disposición
del Acuerdo Antidumping, imponen ninguna prescripción a la autoridad investigadora en lo que
respecta al período que deberá ser investigado.  Guatemala sostiene que el período de investigación
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Acuerdo Antidumping de justificar la inclusión de expertos no gubernamentales.  La autoridad
guatemalteca no prestó la debida atención a esta solicitud y decidió enviar a su equipo de verificación,
que incluía a expertos no gubernamentales.

4.341 Guatemala sostiene que, de conformidad con el Acuerdo Antidumping, no estaba obligada a
explicar las circunstancias excepcionales que justificaban la participación de expertos no
gubernamentales.  El párrafo 2 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping no hace referencia a expertos
no gubernamentales.  El párrafo 2 del Anexo I del Acuerdo Antidumping exige simplemente que se
comunique a la empresa exportadora y a su gobierno el propósito de incluir a expertos no
gubernamentales en el equipo investigador.  El párrafo 2 del artículo 6 y el párrafo 2 del Anexo I
tampoco imponen la obligación de explicar las circunstancias excepcionales, ni estipula que deba
obtenerse el consentimiento del Miembro exportador para recurrir a esos expertos.  Guatemala
sostiene que, llegado el momento de la notificación prevista en el párrafo 2 del Anexo I, ya había
decidido que había circunstancias excepcionales que justificaban el recurso a expertos no
gubernamentales.  La decisión de incluir a expertos no gubernamentales se deja a discreción del
Miembro.  Por consiguiente, no es preciso comunicar al Miembro exportador los motivos de su
inclusión.  Por ejemplo, Guatemala alega que los motivos podrían ser confidenciales y que su
divulgación podría comprometer la eficacia de la verificación.  En cualquier caso, Guatemala sostiene
que México sabía que ésta era la primera investigación antidumping que se había realizado en
Guatemala.  La circunstancia excepcional que hizo que Guatemala solicitara la asistencia de
consultores expertos en materia antidumping era el hecho de que el Ministerio nunca había efectuado
antes una verificación y no estaba familiarizado con los métodos que se aplican para verificar los
ajustes que el exportador había efectuado en el valor normal y en el precio de exportación, ni tampoco
estaba familiarizado con las normas GAPP utilizadas por México.  La empresa Economic Consulting
Services fue designada para prestar asistencia en la verificación y para capacitar al personal del
Ministerio con objeto de que efectuara futuras verificaciones.

4.342 México señala que Guatemala aduce que no estaba obligada a explicar las circunstancias
excepcionales que motivaron la inclusión de expertos no gubernamentales en el equipo investigador,
en tanto que al mismo tiempo aduce que México tenía que demostrar que se había producido una
"repercusión significativa" para poder recurrir al párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo.  México
sostiene que, por una parte, no se han cumplido las disposiciones del Acuerdo Antidumping y que, por
la otra, se agregan obligaciones inexistentes.  El párrafo 2 del Anexo I de dicho Acuerdo establece
claramente la obligación de "informar de ello" a las empresas y autoridades del Miembro exportador
(es decir, de informarles de las circunstancias excepcionales y de la intención de incluir expertos no
gubernamentales en equipo investigador).

4.343 México sostiene que es un error justificar la presencia de expertos no gubernamentales
alegando que se trata de la primera investigación de Guatemala.  En principio, México admite que es
importante que Guatemala recabe el asesoramiento de expertos no gubernamentales, en particular
porque es su primera investigación.  No obstante, esto no constituye un motivo válido para desestimar
la obligación que impone a Guatemala el párrafo 2 del Anexo I del Acuerdo Antidumping.

4.344 En cuanto a la alegación de México de que los expertos no gubernamentales tenían un
conflicto de intereses, Guatemala sostiene que en la carta del Ministerio de 26 de noviembre de 1996
se manifiesta específicamente que las personas que tenían que actuar como expertos no
gubernamentales habían firmado un acuerdo para proteger la confidencialidad de toda la información
a la que tuvieran acceso.  Más aún, en su comunicación al Grupo Especial, México facilitó copias de
órdenes administrativas de protección de los Estados Unidos aplicables a revisiones administrativas
en curso, relacionadas con la orden antidumping del cemento portland gris procedente de México, en
las cuales tales personas garantizaban que no divulgarían ninguna información obtenida en esos
procedimientos que fuera propiedad exclusiva de la parte sujeta a la investigación.  Por tanto,
Guatemala sostiene que las personas interesadas no podían utilizar la información obtenida en el caso
antidumping de los Estados Unidos durante la verificación de Cruz Azul.  De conformidad con el
acuerdo sobre la confidencialidad, que figura en la sección "Sanciones en caso de violación de las
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condiciones de la orden de prevención", los expertos no gubernamentales acordaron que si se
determinaba que una persona había violado la obligación de respetar el carácter confidencial de la
información, esa persona quedaría sujeta a todas las leyes y reglamentos de Guatemala y de México".
Además, en el acuerdo se indicaba que las sanciones previstas en la legislación de uno u otro país
quedarían a discreción de la parte a la que perteneciera la información.  En lo que respecta a la
legislación guatemalteca, el artículo 355 del Código Penal prevé que toda persona que divulgue o
utilice un secreto comercial o industrial, o cualquier otro secreto de importancia económica al que no
haya tenido libremente acceso, ya sea en su propio beneficio o en nombre de un tercero, estará sujeta
a penas de prisión que oscilan entre seis meses y dos años y a una multa de 200 a 2.000 quetzales.

4.345 Guatemala subraya que, en contra de lo que afirma México en su comunicación, Cruz Azul no
era parte interesada en ninguna de las revisiones administrativas en las que participaron el
Sr. Daniel Joseph Cannistra y la Srta. Joanna Schlesinger en nombre de los productores de cemento de
los Estados Unidos.  Guatemala señala que Cruz Azul no hizo ninguna reclamación en el sentido de
que los clientes estadounidenses del Sr. Cannistra y la Srta. Schlesinger tuvieron algún interés en el
resultado del procedimiento antidumping en Guatemala.107  Por tanto, las reclamaciones de México
sobre la existencia de un conflicto de intereses carecen de fundamento y, en cualquier caso, el
supuesto conflicto era improcedente, ya que Cruz Azul no autorizó la verificación de la información
especificada por el Ministerio.

4.346 México subraya que nunca ha alegado que los expertos no gubernamentales (en particular el
Sr. Cannistra y la Srta. Schlesinger) no firmaran acuerdos para proteger la confidencialidad de la
información a la que tuvieran acceso durante la visita, o que hubiera la posibilidad de que la
divulgaran, sino que ha alegado que, puesto que participaron en investigaciones realizadas por los
Estados Unidos contra empresas cementeras mexicanas108, cabía poner en tela de juicio que mostrara
la imparcialidad y la objetividad que se esperaba de cualquier asesor, en particular habida cuenta de
que representaban los intereses de empresas cementeras de su país y estaban predispuestos a creer que
las exportaciones mexicanas eran objeto de dumping.  Según México, vale la pena señalar en
particular que la preocupación de México, porque algunos de los expertos no gubernamentales
elegidos por Guatemala se hallaban en situación de conflicto de intereses, no había sido considerada
con la adecuada atención por Guatemala, en tanto que en la presente diferencia Guatemala consideró
que uno de los miembros originales del Grupo Especial podía haber tenido un conflicto de intereses
debido a una circunstancia que al final no se dio en absoluto.

4.347 Guatemala sostiene que México admitió que era importante que Guatemala recabara el
asesoramiento de expertos no gubernamentales, en particular porque ésta era su primera investigación.
Sin embargo se opuso a la participación de tales expertos.  En primer lugar, el hecho de que un
experto haya participado en una verificación no significa que represente los intereses de una empresa
determinada, ya que uno de los requisitos previos para la participación de un experto profesional es la
objetividad y la imparcialidad.  Además, en el Acuerdo Antidumping no figura ninguna disposición
que impida a una autoridad investigadora recabar el asesoramiento de expertos no gubernamentales
que hayan participado en verificaciones de otros países.  Las normas que rigen la verificación tan sólo
disponen que los expertos no gubernamentales deben estar sujetos a sanciones efectivas en caso de
que infrinjan el requisito de confidencialidad.  La legislación de Guatemala prevé tales sanciones y
México admite que Guatemala cumplió con esa obligación.

                                                  
107 Guatemala sostiene que no existe motivo para creer que los productores de cemento de los Estados

Unidos favorecerían la imposición de una orden antidumping en Guatemala contra el cemento mexicano.  Al
contrario, los productores estadounidenses tal vez prefirieran que México exportara cemento a Guatemala en
lugar de hacerlo a los Estados Unidos.  Por tanto, es probable que esos productores se opusieran a la imposición
de medidas antidumping en Guatemala.

108 México sostiene que a Cruz Azul le era aplicable el derecho residual impuesto por los Estados
Unidos.
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normal de los precios de ventas en el país con objeto de deducir el valor normal reconstruido.  Esto es
mucho más que obtener más detalles, expresión que, por definición, alude a la información facilitada
en la respuesta al cuestionario, y no a nueva información.  México sostiene que un detalle no puede
referirse a una cuestión distinta de la que se está detallando.  Un detalle debe ser siempre un
subconjunto del conjunto de información que se está analizando pues, de lo contrario, ya no se trataría
de un detalle.

4.353 México hace hincapié en que no debería recurrirse a la expresión "otra información que es
preciso suministrar", que figura posteriormente en el párrafo 7 del Anexo I del Acuerdo Antidumping,
para ampliar el alcance de la verificación.  Esa expresión se limita al contexto de la segunda parte de
la primera frase del párrafo 7 del Anexo I del Acuerdo Antidumping, es decir, sirve para recordar que
"se deberá considerar práctica normal indicar a las empresas interesadas, con anterioridad a la visita,
la naturaleza general de la información que se trata de verificar".  Según México, esas palabras no se
aplican al párrafo en general.  Además, teniendo en cuenta la redacción de esta parte del párrafo 7 del
Anexo I, México sostiene que la expresión "se deberá ... indicar ... qué otra información es preciso
suministrar" tiene el propósito de aclarar que la autoridad investigadora no debe indicar simplemente
"la naturaleza general de la información que se trata de verificar".  No obstante, no puede considerarse
que esta expresión amplíe el alcance de la verificación que, como se establece al principio del
párrafo 7, es "verificar la información recibida u obtener más detalles".

4.354 México sostiene que a pesar de la manifiesta buena voluntad de Cruz Azul y de México para
llevar a cabo la visita de verificación conforme a las disposiciones del Acuerdo Antidumping, el
Ministerio canceló la verificación estando ya en el domicilio de la empresa, señalando que utilizarían
"la información más adversa disponible".  México sostiene que si el Ministerio hubiera efectuado la
verificación de las ventas de Cruz Azul efectuadas durante el período de investigación considerado en
la determinación preliminar habría obtenido un margen negativo de dumping.

4.355 Guatemala sostiene que tenía derecho a verificar la información relativa a los costos de
producción y las ventas de Cruz Azul.  El párrafo 7 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping nada dice
sobre el alcance de la verificación, y los párrafos 7 y 8 del Anexo I no apoyan las reclamaciones de
México.  Guatemala recuerda que la premisa en que se basa el argumento es que el Ministerio trató de
verificar información que Cruz Azul no había proporcionado.  Sin embargo, México omite decir -y
argumenta expresamente lo contrario- que el Ministerio había solicitado la información en cuestión y
que Cruz Azul no la facilitó.  En particular, el Ministerio había pedido a Cruz Azul información sobre
los costos de producción en el apartado 3.5 de la sección C.2 del cuestionario inicial presentado el 26
de enero, y en la sección 2 f) de la ampliación del cuestionario presentado el 14 de octubre.  Cruz
Azul no facilitó información sobre sus costos de producción en su respuesta al cuestionario inicial y
sólo proporcionó una respuesta parcial (relativa a una de dos plantas) en su respuesta a la ampliación
del cuestionario.  Cruz Azul también se negó a facilitar cualquier información sobre las ventas del
período que abarca del 1º de diciembre de 1995 al 30 de mayo de 1996 (es decir, el período de
investigación ampliado), según se solicitaba en la sección 2 g) del cuestionario ampliado.  Guatemala
sostiene que el Ministerio comunicó a Cruz Azul su propósito de realizar una verificación, entre otras
cosas, de la información sobre las ventas y los costos del período original de investigación y del
período ampliado, que se había solicitado en el cuestionario inicial y en el cuestionario suplementario
respectivamente.  Por tanto, Cruz Azul sabía que Guatemala verificaría tanto la información
efectivamente suministrada en sus cuestionarios como la información adicional que Guatemala había
solicitado en su cuestionario inicial y en su cuestionario suplementario.  Además, Guatemala sostiene
que la referencia que se hace en el párrafo 7 del Anexo I a la práctica normal de indicar al exportador
"qué otra información es preciso suministrar" significa claramente que la autoridad investigadora está
facultada para verificar información que no ha sido facilitada por el exportador.  Esta referencia a
"otra información" no tendría sentido si la autoridad investigadora estuviera facultada para indicar al
exportador que era preciso facilitar "otra información" y, en cambio, no estuviera autorizada a
verificar tal información al recibirla.
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determinara sobre la base de la información más adversa posible.  México recuerda que el Ministerio,
al emitir su determinación definitiva, cumplió de todos modos sus amenazas y rechazó toda la
información facilitada por Cruz Azul durante la investigación, subrayando la falta de cooperación de
la empresa y determinando un margen de dumping sobre la base de la información más perjudicial
para sus intereses, a pesar de la prueba técnica contable habría permitido verificar la información de
Cruz Azul puesto que procedía de otra fuente independiente, de conformidad con lo dispuesto en el
párrafo 7 del Anexo II del Acuerdo Antidumping.  Según México, el Ministerio no debería haber
desautorizado la prueba técnica contable y, en todo caso, debería haber comunicado inmediatamente a
Cruz Azul los motivos del rechazo de esa prueba y debería haberle brindado una oportunidad de
aportar nuevas explicaciones en un plazo razonable.  México sostiene que el Ministerio no hizo nada
de eso.

4.363 Guatemala niega que Cruz Azul cooperara durante la investigación.  Cruz Azul se negó a
facilitar la información sobre los costos y las ventas que había solicitado el Ministerio y no permitió
que se realizara ninguna verificación.  Por tanto, de conformidad con el párrafo 8 del artículo 6 y con
el párrafo 7 del Anexo II del Acuerdo Antidumping, Guatemala procedió, como era pertinente, a
utilizar la mejor información disponible.

4.364 Guatemala alega que la reclamación de México de que Guatemala violó los párrafos 1, 2 y 8
del artículo 6 del Acuerdo Antidumping al rechazar el informe de la autoverificación de Cruz Azul,
presentado después de que esa empresa impidiera que el Ministerio efectuara la verificación, carece
de fundamento.  La prueba técnica contable de Cruz Azul no era verificable, no fue presentada
adecuadamente y no fue facilitada a tiempo, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 6 del
Anexo II del Acuerdo Antidumping.  Guatemala recuerda que, según México, Cruz Azul presentó su
prueba técnica contable al Ministerio el 18 de noviembre de 1996.  Sin embargo, la información
estaba realmente fechada y recibida por el Ministerio el 18 de diciembre de 1996, es decir, el día
anterior a la audiencia pública.  Guatemala sostiene que la información fue presentada con
anterioridad a la visita de verificación programada y que, por tanto, no era susceptible de verificación
por el Ministerio.  Guatemala aduce que el único motivo por el que Cruz Azul preparó la información
para el Ministerio era que anteriormente había impedido al Ministerio que realizara la verificación.
La prueba técnica contable tampoco fue presentada adecuadamente.  No fue solicitada por el
Ministerio ni presentada a tiempo.  La "prueba" técnica contable se presentó un día antes de la fecha
en que debían presentarse los argumentos finales de las partes en la audiencia pública.  En su aviso de
6 de diciembre, el Ministerio ya había comunicado a Cruz Azul que la determinación definitiva se
haría sobre la base de los hechos que obraban en el expediente en esa fecha.  Según Guatemala, la
comunicación de Cruz Azul en víspera del plazo límite del 19 de diciembre para la presentación de los
argumentos finales denegó efectivamente a otras partes interesadas la oportunidad de expresar sus
opiniones sobre esa nueva información.  Guatemala alega que, de conformidad con el Acuerdo
Antidumping, la forma apropiada y oportuna para la presentación de pruebas que apoyaran la
información facilitada por Cruz Azul era durante la visita de verificación que al Ministerio se le
impidió efectuar.  Por consiguiente, Guatemala aduce que, de conformidad con el párrafo 8 del
artículo 6 y con el párrafo 3 del Anexo II del Acuerdo Antidumping, la decisión del Ministerio de no
aceptar la prueba técnica contable de Cruz Azul es correcta.

4.365 Guatemala sostiene que, habida cuenta de que la comunicación de Cruz Azul se presentó el
día antes de la audiencia pública y de los "plazos fijados para la investigación", el Ministerio no pudo
facilitar las razones del rechazo de la prueba técnica contable, según dispone el párrafo 6 del Anexo II
del Acuerdo Antidumping.  Si bien México sostiene que, durante la audiencia del 19 de diciembre,
Cruz Azul explicó con claridad y precisión la naturaleza de la prueba técnica contable y su
importancia para la investigación, el Ministerio no consideró satisfactorias las explicaciones de Cruz
Azul.  Por consiguiente, Guatemala sostiene que, de conformidad con el párrafo 6 del Anexo II del
Acuerdo Antidumping, el Ministerio expuso las razones por las que había rechazado las explicaciones
de Cruz Azul en la determinación definitiva de 17 de enero de 1997:
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conclusión de que el Ministerio no cumplió con lo dispuesto en el párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo
Antidumping.112

4.373 Guatemala considera que cumplió con lo dispuesto en el párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo
Antidumping al informar a todas las partes interesadas de los hechos esenciales considerados que
servirían de base para la imposición de derechos definitivos por Guatemala.  Según Guatemala, en una
decisión de 6 de diciembre de 1996, el Ministerio notificó a todas las partes que DIACO realizaría un
estudio técnico de las pruebas que figuraban en el expediente y que, previa petición, se pondrían a
disposición de las partes, ejemplares certificados del expediente utilizado para realizar el estudio en
cuestión.  En otras palabras, los hechos esenciales en los que iba a basarse la determinación definitiva
figuraban en el expediente al 6 de diciembre, y el expediente se puso a disposición de las partes que
desearan obtener ejemplares del mismo.  Guatemala sostiene que las partes tuvieron oportunidad de
presentar sus argumentos finales sobre esos hechos esenciales en la audiencia del 19 de diciembre
de 1996.  Por consiguiente, Guatemala alega que el Ministerio cumplió lo dispuesto en el párrafo 9 del
artículo 6 del Acuerdo Antidumping al informar a las partes de los hechos esenciales considerados
con tiempo suficiente para que éstos defendieran sus intereses.  Guatemala señala que Cruz Azul no
solicitó una copia certificada antes de que se emitiera la determinación definitiva.  Además, el
Ministerio había comunicado a las partes su determinación preliminar.  Siguiendo una práctica similar
a la que utiliza México cuando formula determinaciones, Guatemala sostiene que la determinación
preliminar contenía los hechos esenciales que servían de base para la decisión del Ministerio de
imponer derechos antidumping definitivos.  Por tanto, según Guatemala, el Ministerio cumplió con lo
dispuesto en el párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping.

4.374 México señala la afirmación de Guatemala de que trató de realizar un estudio técnico de las
pruebas que figuraban en el expediente y de que se pusieron a disposición de las partes, previa
petición, copias certificadas del expediente utilizado como base para realizar el estudio en cuestión.
México sostiene que de esta afirmación pueden extraerse dos posibles conclusiones.  Primera, los
hechos esenciales a los que se refiere el Ministerio figuraban en un estudio técnico que se pondría a
                                                                                                                                                             
en el país, sin ofrecer a los demandados en la investigación que precedió al establecimiento de derechos
compensatorios una oportunidad suficiente de presentar pruebas pertinentes en esa investigación.

112 México hace referencia al párrafo 209 del documento ADP/92 Corea - Derechos antidumping sobre
las importaciones de resinas poliacetálicas procedentes de los Estados Unidos, adoptado el 26 de abril de 1993:

"Al analizar esta cuestión, el Grupo Especial se rigió por las disposiciones contenidas en el artículo 3 y
en el párrafo 5 del artículo 8 del Acuerdo.  El artículo 3 del Acuerdo exigía a la autoridad investigadora
que tuviese en cuenta ciertos factores y que formulase una determinación basada en pruebas positivas
relativas a esos factores.  A juicio del Grupo Especial, un examen detallado, en cumplimiento del
artículo 15, de una determinación de existencia de daño de conformidad con los criterios enunciados en
el artículo 3 exigía que la autoridad investigadora explicara adecuadamente cómo había examinado y
evaluado las pruebas relativas a los factores enumerados en aquel artículo.  Interpretada en conjunción
con el párrafo 5 del artículo 8, esa explicación tenía que proporcionarse en un aviso público.  La
explicación de la manera en que una autoridad investigadora en un caso determinado había evaluado
las pruebas fácticas a su disposición relativas a los factores que habrían de considerarse de conformidad
con el artículo 3, entraba evidentemente en el ámbito de las prescripciones del párrafo 5 del artículo 8
de que la autoridad hiciera constar en un aviso público "las conclusiones y constataciones a que se haya
llegado sobre todas las cuestiones de hecho y de derecho que la autoridad investigadora considere
pertinentes, así como las razones o la base en que se fundamenten".  Esta disposición contribuía al
importante objetivo de la transparencia al exigir decisiones públicas debidamente fundamentadas como
base para la imposición de derechos antidumping.  A juicio del Grupo Especial, se desvirtuaría el
propósito de esta disposición si en un procedimiento de solución de diferencias en virtud del artículo 15
del Acuerdo se permitiera a una parte defender una determinación de existencia de daño impugnada
haciendo referencia a supuestas razones para esa determinación que no formaban parte de un aviso
público de las razones que acompañaban a dicha determinación.  Por consiguiente, el Grupo Especial
no aceptó el argumento de Corea de que el Acuerdo no obligaba a una autoridad investigadora, para
demostrar que había considerado todos los factores pertinentes y demostrar que las importaciones
objeto de dumping habían causado daño importante, al limitarse al texto del aviso público por el que se
diera a conocer su determinación."
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disposición de las partes antes de que se publicara la determinación definitiva.  Segunda, el Ministerio
consideró que los hechos esenciales figuraban ya en el expediente y que, al brindar acceso al mismo,
estaba cumpliendo con lo dispuesto en el párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping.  La
primera hipótesis no es sostenible, ya que el exportador no pudo obtener el estudio técnico, al que se
refiere el Ministerio en su decisión de 6 de diciembre de 1996, hasta el 30 de enero de 1997, es decir,
a los 17 días de ser emitida la determinación definitiva.  México también rechaza la segunda hipótesis,
ya que el Ministerio parece estar algo confuso con respecto al texto del párrafo 9 del artículo 6.

4.375 México alega que la finalidad del párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping es que la
autoridad investigadora dé a conocer los hechos específicos que va a tomar en consideración al emitir
su determinación, y esto debería ser algo más que conceder simplemente acceso al expediente
administrativo de la investigación, porque podría confundirse con la obligación que estipula el
párrafo 4 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping de conceder acceso a toda la información pertinente
para la presentación del alegato de una parte.  A pesar del argumento de Guatemala y suponiendo, sin
admitir el hecho, que las afirmaciones de ese país fueran ciertas y que los hechos esenciales fueran los
que figuraban en el expediente administrativo al 6 de diciembre de 1996, México se pregunta cómo es
posible -sobre la base de los hechos esenciales al 6 de diciembre de 1996- cambiar la constatación de
amenaza de daño por la de daño real en la determinación definitiva, cuando ese argumento no había
sido presentado por ninguna parte antes de la audiencia pública del 19 de diciembre de 1996.

4.376 México sostiene que, al no notificar a Cruz Azul los hechos esenciales, el Ministerio negó a
esa empresa la adecuada defensa de sus intereses, ya que no es posible defenderse contra algo de lo
que no se tiene conocimiento.  Al no haber recibido información sobre los hechos esenciales se le
negó también la oportunidad de presentar pruebas en contra, lo que constituye una violación no sólo
del párrafo 4 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping sino también de las normas relativas a las
pruebas y al respeto de las garantías legales que deben regir cualquier procedimiento.

4.377 Guatemala señala que el párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping exige que las
autoridades investigadoras faciliten los hechos "esenciales" y no los hechos "específicos" a los que
hace alusión México.  En el caso de una investigación compleja en la que intervienen muchos
productores nacionales, varios exportadores extranjeros y productos similares extranjeros o
nacionales, o que entraña recopilación de hechos que no resulta fácil encontrar cuando se consulta el
expediente de la investigación o de hechos que no son pertinentes y que, por tanto, no se toman en
consideración, Guatemala está de acuerdo en que las autoridades investigadoras deberían enumerar
los hechos esenciales en un documento separado.  No obstante, Guatemala señala que en este caso no
se trata de una investigación compleja.  Sólo intervienen un productor nacional, un exportador
extranjero, un producto similar extranjero y un producto similar nacional.  Los hechos esenciales
considerados se circunscribían a los que figuraban en las respuestas en los cuestionarios y en los
informes de la investigación realizados por DIACO y el Ministerio.  Según Guatemala, todos los
hechos recopilados eran procedentes.  Por consiguiente, en el presente caso, el expediente de la
investigación al 6 de diciembre de 1996 era el mejor indicador de los hechos esenciales considerados
en ese momento.  Por tanto, no era preciso elaborar una lista separada de los hechos.  Según
Guatemala, en la medida en que el párrafo 9 del artículo 6 dispone que se elabore un documento
separado en el que se identifiquen los hechos esenciales, el Ministerio cumplió este requisito al
enumerar los hechos esenciales considerados en su determinación preliminar y al facilitar a las partes
copias de esa determinación, procedimiento que México también utiliza en sus propias
investigaciones.

4.378 Guatemala afirma que el "estudio técnico" que se finalizó el 15 de enero de 1997 se menciona
en la decisión de 6 de diciembre de 1996, y no es idéntico al expediente de la investigación.  El
Ministerio tenía el propósito de que el "estudio técnico" fuera la determinación definitiva de la
investigación.  El estudio es prácticamente idéntico a la determinación definitiva emitida el 17 de
enero de 1997.  El Ministerio entregó a Cruz Azul un ejemplar del "estudio técnico" el 30 de enero
de 1997.  Guatemala sostiene que, de conformidad con el párrafo 9 del artículo 6 del Acuerdo
Antidumping, los "hechos esenciales" en los que se basaba el estudio técnico y la determinación
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Cruz Azul, ya que el Ministerio no dio seguridades de que se tendrían en cuenta la información y las
pruebas presentadas con posterioridad a la determinación preliminar.

4.400 Guatemala niega que los párrafos 1 y 2 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping requieran
que la autoridad investigadora fije un calendario específico para que la empresa exportadora presente
la información y las pruebas pertinentes.  El párrafo 10 del artículo 5 del Acuerdo establece el plazo
para la presentación de información, al disponer que las autoridades deben normalmente concluir las
investigaciones dentro de un año contado a partir de su iniciación.  El Ministerio cumplió el
párrafo 10 del artículo 5, por cuanto inició la investigación el 23 de enero de 1996 y dictó la
determinación definitiva el 17 de enero de 1997.

4.401 Guatemala señala que, sin perjuicio del argumento que antecede, el Ministerio, en el curso de
la investigación, estableció plazos específicos para la presentación de información a fin de recibir
información de todas las partes interesadas con suficiente antelación para tenerla en cuenta.  Por
ejemplo, el Ministerio fijó el 17 de mayo de 1996 como fecha límite para la respuesta al cuestionario
original, el 30 de octubre de 1996 para la respuesta al cuestionario suplementario, y el 19 de
diciembre de 1996 para la presentación de los alegatos finales.  Guatemala indica que, en algunos
casos, se prorrogaron los plazos a fin de dar a las partes más tiempo para que preparasen sus
respuestas y defendieran sus intereses.116  En consecuencia, y con arreglo a lo dispuesto en los
párrafos 1 y 2 del artículo 6 del Acuerdo Antidumping, se notificó a Cruz Azul la información
requerida y se le dio amplia oportunidad de presentar por escrito las pruebas pertinentes para la
defensa de sus intereses en cada una de las fases críticas de la investigación.

G. Revocación de los derechos antidumping

4.402 México pide al Grupo Especial que recomiende que Guatemala revoque la medida
antidumping impuesta a las importaciones de cemento portland gris procedentes de Cruz Azul y que
reembolse los derechos antidumping ya percibidos.  México señala que el Grupo Especial debe
hacerlo porque el incumplimiento de las prescripciones del Acuerdo Antidumping relativas a la
iniciación no puede subsanarse con medidas adoptadas después de incoarse la investigación sobre la
diferencia.  Según México, la finalidad misma de la presentación de pruebas suficientes en la
solicitud, así como su examen por la autoridad investigadora, es lograr que se cumplan ciertas
condiciones mínimas antes de decidir si procede iniciar una investigación.

4.403 México afirma que, conforme al párrafo 1 del artículo 19 del ESD, cuando un grupo especial
llegue a la conclusión de que una medida es incompatible con un acuerdo abarcado, el grupo especial
"[recomendará] que el Miembro afectado la ponga en conformidad con ese acuerdo".  Además, el
grupo especial "[podrá] sugerir la forma en que el Miembro afectado podría [aplicar las
recomendaciones]".  El párrafo 1 del artículo 19 del ESD es aplicable a la diferencia que se examina,
puesto que en el apéndice 2 del ESD no hay ninguna disposición en contrario.  Suponiendo que el
Grupo Especial llegue a la conclusión de que Guatemala no cumplió las disposiciones del Acuerdo
Antidumping en lo que se refiere a la iniciación de la investigación, México señala que la única forma
de poner la medida en conformidad con el Acuerdo sería recomendar que se anulase la investigación y
que se reembolsasen los derechos antidumping correspondientes.  Según México, proceder de otro
modo equivaldría a no recomendar que la medida (es decir, la iniciación de la investigación) se
pusiera en conformidad con el Acuerdo.  A juicio de México, cualquier otro tipo de recomendación se
referiría necesariamente a aspectos de la investigación distintos de la iniciación.  México afirma que
toda incompatibilidad concerniente a la iniciación de la investigación sólo puede resolverse en su
fuente, es decir, en la propia iniciación.  Ello se debe a que la iniciación de una investigación, a
diferencia de otras disposiciones del Acuerdo Antidumping, constituye la base misma del resto de la
investigación.  Cuando esa base está viciada desde un principio, el resto de la investigación está
también viciado.  Se trata de una investigación que nunca debió haberse iniciado.  México afirma que

                                                  
116 Guatemala señala que se concedió a Cruz Azul una prórroga de más de dos meses para contestar al

cuestionario original.
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B. El Salvador

5.2 El Salvador considera que, dado que esta es la primera vez que un país centroamericano ha
llevado a cabo una investigación antidumping, Guatemala ha hecho todo lo posible por lograr que las
medidas adoptadas sean compatibles con el Acuerdo Antidumping.  El Salvador estima que el Grupo
Especial no tiene jurisdicción para examinar la medida definitiva adoptada por Guatemala ni para
formular recomendaciones al respecto, puesto que México, en su solicitud de establecimiento de un
grupo especial, pidió que éste se creara solamente para examinar la medida antidumping provisional.
Por otra parte, sería un error que el Grupo Especial examinase la medida antidumping definitiva y
decidiese sobre ella sin haberse procedido previamente a las consultas requeridas por el Acuerdo
Antidumping.

5.3 El Salvador considera al OSD, en el que se basan principalmente la credibilidad y la
reputación del sistema de comercio multilateral, como el órgano más importante de la OMC y como el
medio último de salvaguardar los intereses comerciales de todos sus Miembros.  En consecuencia, El
Salvador cree que el Grupo Especial debe proceder con suma prudencia al formular sus
recomendaciones, puesto que éstas sentarán un precedente en una esfera sumamente sensible para los
intereses de los Miembros.

5.4 El Salvador pide al Grupo Especial que tenga en cuenta las siguientes consideraciones:

1. el Grupo Especial no tiene el mandato de examinar la medida antidumping definitiva
aplicada por Guatemala ni de formular recomendaciones al respecto;

2. si hay razones justificadas para hacerlo, el Grupo Especial debe limitarse a
recomendar que Guatemala ponga su medida provisional en conformidad con las
obligaciones que le impone el Acuerdo Antidumping, y

3. el Grupo Especial debe abstenerse de recomendar que Guatemala suspenda sus
medidas antidumping y reembolse los derechos correspondientes.

C. Honduras

5.5 Honduras afirma que el Grupo Especial debe rechazar la reclamación de México porque en
la petición de México de que se crease un grupo especial no se mencionaba la medida definitiva.  Por
consiguiente, el Grupo Especial no tiene el mandato de examinar la medida definitiva adoptada el
17 de enero de 1997.  Conforme al artículo 17 del Acuerdo Antidumping, los grupos especiales sólo
pueden examinar las tres medidas específicas siguientes:  una medida provisional impuesta sobre la
base del artículo 7, un compromiso relativo a los precios asumido con arreglo al artículo 8, o unos
derechos antidumping definitivos impuestos de conformidad con el artículo 9.  Según Honduras, el
sentido ordinario del párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping no deja ninguna duda de que
no se puede estudiar ninguna otra medida.  En otras palabras, ni la propia investigación antidumping
ni las medidas o decisiones adoptadas en el curso de la investigación constituyen una "medida".
Honduras observa también que del párrafo 1 del artículo 19 del ESD se desprende que todo grupo
especial es competente para examinar las medidas y para formular recomendaciones al respecto.
Según Honduras, en los casos antidumping esa prescripción ha de ponerse en relación con el
artículo 1 del Acuerdo Antidumping, conforme al cual "[s]ólo se aplicarán medidas antidumping en
las circunstancias previstas en el artículo VI del GATT de 1994 y en virtud de investigaciones
iniciadas [se omite la nota de pie de página] y realizadas de conformidad con las disposiciones del
presente Acuerdo".

5.6 Honduras señala que el párrafo 2 del artículo 6 del ESD dispone que las peticiones de
establecimiento de grupos especiales se formularán por escrito y que en ellas se identificarán las
medidas concretas en litigio.  Así pues, como México no mencionó la medida definitiva en su
solicitud de creación de un grupo especial ni invocó expresamente los artículos 1 ó 9 del Acuerdo
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Antidumping, la medida definitiva queda fuera de las atribuciones del Grupo Especial.  Este último no
puede ni examinar la medida definitiva ni hacer referencia a ella en su informe.

5.7 Honduras afirma que el Grupo Especial debe tener debidamente en cuenta que el
procedimiento antidumping es esencialmente un proceso dinámico, por lo que sólo las etapas que ya
hayan tenido lugar pueden ser objeto de consultas o ser estudiadas por un grupo especial.  Honduras
sostiene que en este caso México, prescindiendo totalmente de las garantías procesales legales que
deben aplicarse en cualquier procedimiento, ha incorporado etapas de la investigación sobre las que
no se han celebrado consultas o que no se habían mencionado expresamente en su solicitud de
establecimiento de un grupo especial.

5.8 Honduras sostiene que la medida provisional no tenía una repercusión significativa sobre los
intereses comerciales de México.  Conforme al párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping,
cuando una medida provisional haya tenido una repercusión significativa y el Miembro que haya
pedido las consultas estime que la medida ha sido adoptada en contravención de lo dispuesto en el
párrafo 1 del artículo 7 del Acuerdo, ese Miembro podrá someter la cuestión al OSD.  El sistema de
solución de diferencias de la OMC no entra en acción más que excepcionalmente en los asuntos
relativos a una medida provisional, porque es necesario tanto que la medida provisional haya tenido
una repercusión significativa sobre los intereses comerciales del Miembro exportador cuanto que la
adopción de la medida haya sido contraria a las disposiciones del Acuerdo relativas a la aplicación de
medidas provisionales.  Según Honduras, México, si se propone impugnar la medida provisional
argumentando que no cumple las prescripciones del párrafo 1 del artículo 7 del Acuerdo
Antidumping, ha de demostrar también que la medida ha tenido una "repercusión significativa" sobre
sus intereses comerciales.  El análisis hecho por Honduras de la medida provisional revela que ésta
tiene las siguientes características:

1. estuvo en vigor durante solamente cuatro meses;

2. afectó a un solo exportador de cementos portland gris, y

3. las exportaciones afectadas por la medida provisional representaron sólo un pequeño
porcentaje de las exportaciones realizadas por México durante esos cuatro meses.

5.9 Honduras señala que México no ha intentado siquiera explicar cómo una medida provisional
de esas características puede tener una repercusión significativa sobre sus intereses comerciales.  En
consecuencia, Honduras afirma que México no tiene derecho a impugnar la medida provisional y que
un país en desarrollo tal como Guatemala no debe verse obligado a dedicar unos recursos escasos a
defender esa medida provisional.

5.10 Según Honduras, la solicitud de Cementos Progreso no sólo incluía pruebas de dumping y de
amenaza de daño, sino que también cumplía la condición relativa a la relación de causalidad, puesto
que contenía la información requerida por los apartados 2 iii) y 2 iv) del artículo 5 del Acuerdo
Antidumping.  La solicitud incluía, en apoyo de las afirmaciones del productor nacional, pruebas que
en opinión del Ministerio eran suficientes para que se iniciase una investigación.

5.11 Honduras afirma que, a los efectos del párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo Antidumping, la
"información que razonablemente tenga a su alcance el solicitante" varía según el asunto, el país y la
rama de actividad concretos de que se trate.  Como país centroamericano, Honduras considera
esencial que, tanto en este asunto como en asuntos futuros, se tenga debidamente en cuenta que la
información de que se puede razonablemente disponer en América Central no es comparable a la que
está disponible en países más desarrollados tales como los Estados Unidos, el Canadá o el propio
México.  En consecuencia, Honduras pide que el Grupo Especial reconozca el derecho de las
autoridades investigadoras de América Central a decidir si la información proporcionada por el
solicitante es aquella que razonablemente tenga a su alcance, según la disponibilidad de información
en cada país.  En apoyo de su posición, Honduras menciona el párrafo 3 del artículo 5 del
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1. el Grupo Especial no tiene el mandato de examinar la medida definitiva porque tal
examen queda fuera de sus atribuciones;  además, por la misma razón el Grupo
Especial debe rechazar todas las alegaciones formuladas por México en su primera
comunicación sobre la fase final de la investigación;

2. México no ha demostrado cómo la medida provisional ha tenido o está teniendo una
repercusión significativa sobre sus intereses comerciales;  Honduras señala que, dadas
las características especiales del caso, no se ha producido tal repercusión
significativa;

3. sin perjuicio del argumento expuesto en el apartado 1 que antecede, Guatemala inició
y realizó la investigación antidumping e impuso la medida provisional cumpliendo
estrictamente las disposiciones del Acuerdo Antidumping, y

4. el Grupo Especial sólo está autorizado a sugerir la forma en que Guatemala podría
aplicar sus recomendaciones;  el Grupo Especial no está autorizado a recomendar
medidas correctivas retroactivas, puesto que las medidas correctivas han de ser
prospectivas.

D. Estados Unidos

5.18 Los Estados Unidos afirman que esta controversia suscita consideraciones en materia de
admisibilidad que afectan a principios fundamentales de equidad.  México pidió que se estableciera un
grupo especial con respecto a una sola medida, la medida antidumping provisional de Guatemala, para
obtener unas constataciones y una recomendación de un grupo especial que se refieren a una medida
totalmente distinta, a saber, la medida definitiva de Guatemala de percibir unos derechos antidumping
definitivos, sobre la que México nunca solicitó consultas con Guatemala.  México tampoco identificó
la medida definitiva de Guatemala como medida en su petición de establecimiento de un grupo
especial.  Por consiguiente, México no puede impugnar ante este Grupo Especial la medida
antidumping definitiva de Guatemala.  México no ha sostenido ni demostrado que la medida
provisional de Guatemala tuviera una "repercusión significativa", como lo requiere el párrafo 4 del
artículo 17 del Acuerdo Antidumping.  Por consiguiente, a juicio de los Estados Unidos, la diferencia
no está correctamente planteada ante el Grupo Especial.

5.19 Los Estados Unidos sostienen que los artículos 4 y 6 del ESD y el artículo 17 del Acuerdo
Antidumping definen cuándo se puede someter una diferencia a un grupo especial para que éste
examine con arreglo al Acuerdo Antidumping las medidas tomadas por las partes.129  Esas
disposiciones exigen que los Miembros de la OMC se atengan a determinadas normas al pedir que se
celebren consultas y que se establezcan grupos especiales en relación con las medidas antidumping
tomadas por otros Miembros.  Según los Estados Unidos, esas disposiciones establecen los tres
principios básicos que han de seguirse.  Primero, esas normas exigen que el demandante pida que se
celebren consultas y que se establezca un grupo especial con respecto a una medida antidumping.  El
párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping, en el que se prevé la celebración de consultas, no
es una de las normas y procedimientos especiales o adicionales indicados en el apéndice 2 del ESD.
Por lo tanto, el párrafo 3 del artículo 17 está supeditado al artículo 4 del ESD.  El artículo 4 del ESD
dispone que el demandante indique en la solicitud de celebración de consultas las medidas en litigio
(párrafo 4) y asimismo que el demandado "examin[e] con comprensión las representaciones [...] con
respecto a medidas [...] y brind[e] oportunidades adecuadas para la celebración de consultas sobre
[ellas]" (párrafo 2).  Por consiguiente, para los Estados Unidos es evidente que toda parte que pida
que se celebren consultas con arreglo al párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping "con
objeto de llegar a una solución mutuamente satisfactoria de la cuestión" habrá de indicar la medida o

                                                  
129 El párrafo 1 del artículo 17 dispone que "[s]alvo disposición en contrario en el presente artículo,

será aplicable a las consultas y a la solución de diferencias en el marco del presente Acuerdo el Entendimiento
sobre Solución de Diferencias".
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párrafo 2 del artículo 6, en el que se indican los requisitos para solicitar que se establezca un grupo
especial, dispone que el reclamante:  1) identifique las medidas concretas en litigio, y 2) haga una
breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación (es decir, las alegaciones).  Estos
dos elementos constituyen el "asunto" sometido al OSD con arreglo al párrafo 1 del artículo 7 del
ESD y con respecto al cual el grupo especial ha de hacer una evaluación objetiva de conformidad con
el artículo 11 del ESD.  Los Estados Unidos señalan que el artículo 4 del ESD adopta un enfoque
similar.  Conforme al párrafo 4 del artículo 4, el demandante que pida que se celebren consultas ha de
indicar 1) "las medidas en litigio" y 2) "los fundamentos jurídicos de la reclamación" (es decir, las
alegaciones).  Nuevamente, esos dos elementos constituyen la "cuestión" con respecto a la cual las
partes en la diferencia deben "tratar de llegar a una solución satisfactoria" con arreglo al párrafo 5 del
artículo 4.  Así pues, cuando los párrafos 3 y 4 del artículo 17 se interpretan teniendo en cuenta el
ESD, como debe ser, resulta evidente para los Estados Unidos que el demandante que pida que se
impongan medidas antidumping no queda liberado de la obligación de impugnar una "medida".
Como la iniciación de una investigación antidumping no constituye una "medida", el demandante que
afirme que una iniciación infringe el Acuerdo Antidumping ha de esperar hasta que se haya tomado
una medida impugnable.

5.22 Los Estados Unidos aducen que el párrafo 1 del artículo 31 de la Convención de Viena
dispone que, además de los términos del tratado, se tenga en cuenta el contexto de esos términos.  En
este caso, el artículo 13 del Acuerdo Antidumping apoya la conclusión de que los redactores no
querían permitir las controversias previas a la imposición de medidas en los asuntos antidumping.  El
artículo 13 obliga a los Miembros a prever la revisión judicial o parajudicial de las medidas
antidumping, pero sólo con respecto a las medidas antidumping "definitivas".  El artículo 13 no obliga
a los Miembros a prever la revisión de las medidas previas a la decisión definitiva, tales como la
iniciación de una investigación.  A juicio de los Estados Unidos, si los redactores hubieran pensado
que la revisión de las medidas previas constituía un elemento crítico de las garantías procesales
legales de todo régimen antidumping, habrían obligado a los Miembros a prever tal revisión en sus
ordenamientos internos.  El hecho de que los redactores no impusieran ese requisito corrobora la
conclusión de que tampoco preveían que en la OMC se dirimieran las diferencias previas a la
imposición de medidas con respecto a los asuntos antidumping.132

5.23 Según los Estados Unidos, los antecedentes de la negociación del Acuerdo Antidumping
confirman la conclusión de que no se permiten las controversias previas a la imposición de medidas.
Con arreglo al artículo 32 de la Convención de Viena, esos antecedentes pueden considerarse para
confirmar el significado de una disposición de un tratado.  Durante las negociaciones de la Ronda
Uruguay sobre las medidas antidumping, se formularon varias propuestas que habrían permitido que
se impugnasen, antes de la adopción de medidas, las decisiones de iniciar investigaciones
antidumping.  En una reunión del grupo de negociación sobre medidas antidumping, una delegación
opinó que "[d]ebía ser posible recurrir a procedimientos de solución de diferencias en cualquier
momento de las actuaciones antidumping y esos procedimientos debían permitir también que los
países exportadores se opusieran a la iniciación de actuaciones".133  Más específicamente, los Estados
Unidos recuerdan que Hong Kong hizo una propuesta por la que se habría añadido el nuevo párrafo 3
siguiente al artículo 15 del Código Antidumping de la Ronda de Tokio134:

                                                  
132 Los Estados Unidos señalan que el artículo 13 y el párrafo 4 del artículo 17 del Acuerdo

Antidumping difieren en un aspecto.  El párrafo 4 del artículo 17 prevé la solución de diferencias con respecto a
medidas provisionales, en tanto que el artículo 13 no obliga a los Miembros a prever la revisión judicial de
medidas provisionales.  No obstante, el párrafo 4 del artículo 17 requiere, como requisito previo para la solución
de diferencias relativas a una medida provisional, que el demandante alegue y pruebe que la medida provisional
tiene una "repercusión significativa" y ha sido adoptada en contravención de lo dispuesto en el párrafo 1 del
artículo 7.  Ni el párrafo 4 del artículo 17 ni el artículo 13 llegan a prever la solución de diferencias o la revisión
judicial con respecto a la iniciación de una investigación.

133 MTN.GNG/NG8/15 (19 de marzo de 1990), página 65.
134 MTN.GNG/NG8/W/83/Add.5 (23 de julio de 1990) (en inglés solamente), página 157.  Los Estados

Unidos señalan que el artículo 15 se convirtió con el tiempo en el artículo 17 del Acuerdo Antidumping.
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recuerdan que el volumen de las importaciones se calificó de masivo, pero no se cuantificó.  El
solicitante explicó que la escasez de datos acerca del volumen de las importaciones se debía a que no
tenía acceso a los datos oficiales sobre las importaciones, por lo que pidió a la autoridad investigadora
que ampliase esa información.  Sin embargo, no se dio ninguna explicación de por qué no se disponía
de datos más completos sobre el volumen de las importaciones.  Además, los Estados Unidos
consideran que Guatemala no explicó plenamente las razones exactas por las que los datos sobre el
volumen no estaban razonablemente al alcance del solicitante ni las razones por las que la legislación
interna de Guatemala impedía que el solicitante obtuviera esos datos.  Por otra parte, México no ha
expuesto las razones por las que cree que tales datos estaban razonablemente al alcance del
solicitante.  La base de las afirmaciones hechas con respecto a la disponibilidad razonable de los datos
concernientes tanto al dumping como al volumen de las importaciones es de crítica importancia para
la solicitud y para la iniciación de la investigación, por lo que el Grupo Especial debe examinarla.
Con respecto a la fijación de precios lesivos, la información que acompañaba a la solicitud indicaba
que los precios de las dos expediciones sobre cuyo volumen se disponía de datos eran
considerablemente inferiores a los precios corrientes del mercado comunicados para el cemento de
producción nacional en Guatemala.  Además, se alegó que el cemento de México se vendía en
Guatemala a precios inferiores al costo de producción del productor nacional de Guatemala.  El
solicitante sostuvo que, si se continuaban habiendo importaciones masivas de cemento que se vendían
a los precios indicados, habría que cancelar tanto la proyectada expansión como las mejoras de capital
de la rama de producción nacional y habría que cerrar instalaciones de producción existentes, con la
consiguiente pérdida de empleo.  A juicio de los Estados Unidos, esa información, aun siendo de
alcance limitado, parece cumplir en medida mínima las prescripciones del apartado 2 iv) del artículo 5
relativas a los datos sobre precios lesivos y a la amenaza de daño.  Los Estados Unidos consideran
importante observar, además, que el solicitante alegó que las importaciones procedentes de México
habían creado una amenaza de daño, pero no afirmó que se hubiera causado efectivamente un daño.
La naturaleza de la información pertinente puede ser sustancialmente diferente en caso de amenaza de
daño y en caso de daño efectivamente causado.  En el párrafo 7 del artículo 3 se hace esa distinción en
relación con la determinación de la existencia de una amenaza de daño.  En opinión de los Estados
Unidos, es de todo punto lógico que se establezca la misma distinción en cuanto a la información que
se considere que está "razonablemente" al alcance del solicitante cuando se pida que se incoe una
investigación antidumping.  El solicitante ha de proporcionar información, y no hacer meras
especulaciones, en apoyo de su aserto de que existe una amenaza de daño.  No obstante, los Estados
Unidos señalan que la información puede ser de naturaleza diferente que aquella que se consideraría
"razonablemente" disponible en el caso de un daño efectivamente causado, aunque sólo sea porque la
amenaza de daño entraña un acontecimiento incipiente.

5.44 A juicio de los Estados Unidos, la cuestión a la que el Grupo Especial tiene que hacer que
contesten las partes es si la solicitud contenía la información que razonablemente estaba al alcance del
solicitante en lo que se refería al dumping y al volumen de las importaciones.  Aunque
indudablemente habría convenido que la solicitud contuviera más información, eso será siempre
probablemente el caso y no constituye el problema aquí.  Para los Estados Unidos, la cuestión es si el
solicitante proporcionó la información que razonablemente estaba a su alcance, de conformidad con
los apartados 2 iii) y 2 iv) del artículo 5 del Acuerdo Antidumping.

5.45 Los Estados Unidos recuerdan que México afirma que es un hecho que antes de que se
iniciase la investigación no se le notificó la presentación de una solicitud, como se tendría que haber
hecho conforme al párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo Antidumping.  El párrafo 5 del artículo 5 y el
párrafo 1 del artículo 12 del Acuerdo Antidumping contienen disposiciones similares en lo que se
refiere al momento en que se debe proceder a una notificación a los Miembros exportadores y a las
partes interesadas con respecto a la iniciación de una investigación.

5.46 Los Estados Unidos toman nota del argumento de Guatemala de que, conforme al
apartado 6 ii) del artículo 17 del Acuerdo Antidumping, su interpretación de las prescripciones del
párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo ha de tenerse en cuenta como interpretación admisible de las
palabras en cuestión.  Los Estados Unidos están de acuerdo en que la norma para el examen
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que algunos grupos especiales de la OMC y el Órgano de Apelación han juzgado que algunas
decisiones de la CIJ son útiles y pertinentes.158

5.48 Los Estados Unidos señalan que la decisión concreta del TLCAN citada por Guatemala fue la
decisión del Panel que se ocupó del asunto Flores frescas cortadas procedentes de México (Nº de
archivo USA-95-1904-05).  El Panel en cuestión fue convocado con arreglo al capítulo 19 del
TLCAN para que revisase una resolución sobre un examen antidumping concerniente a los Estados
Unidos.  Los paneles convocados conforme al capítulo 19 aplican e interpretan la legislación interna
de las partes en el TLCAN, no el derecho internacional.  El capítulo 19 del TLCAN dispone que toda
parte puede pedir que un panel revise una resolución sobre cuotas antidumping o compensatorias para
dictaminar si esa resolución es conforme a la legislación sobre cuotas antidumping o compensatorias
de la parte importadora.  Tales paneles han de aplicar las normas de revisión con arreglo a la
legislación interna de la parte importadora y a los principios generales del derecho que un tribunal de
la parte importadora aplicaría en otro caso a la revisión de una resolución de la autoridad
investigadora competente.  Así, el Panel que estudió el asunto Flores frescas cortadas procedentes de
México aplicó la legislación antidumping de los Estados Unidos y las normas estadounidenses para la
revisión expuestas en el artículo 516A b) de la Ley Arancelaria de 1930, modificada, así como las
normas de procedimiento aplicables a las revisiones realizadas con arreglo al capítulo 19 y las
disposiciones básicas del propio capítulo 19.  Los Estados Unidos afirman que, en la medida en que
un panel establecido conforme al capítulo 19 del TLCAN o un tribunal nacional han basado sus
constataciones en normas que se desprenden exclusivamente de la legislación interna, tales
constataciones carecen de importancia en el contexto de la OMC.  En cambio, si un panel establecido
conforme al capítulo 19 o un tribunal nacional han interpretado o aplicado normas jurídicas que son
comunes al derecho nacional y al derecho internacional, o ha estudiado el significado de una norma de
derecho internacional al examinar la validez de una resolución nacional, sus constataciones pueden
ser de importancia en el contexto de la OMC.

5.49 Los Estados Unidos señalan que la constatación concreta citada por Guatemala interpretaba
las normas de procedimiento aplicables a los paneles establecidos conforme al capítulo 19.  El
Departamento de Comercio no respetó el plazo fijado para la presentación de un aviso de
comparecencia, lo que constituye un requisito previo normal para la participación en una revisión con
arreglo al capítulo 19.  Aun expresando su insatisfacción, el Panel que estudió el asunto Flores frescas
cortadas procedentes de México decidió permitir que el Departamento presentase tardíamente el aviso
conforme al artículo 20 del Reglamento de Procedimiento, que expresamente autoriza a un panel a
prorrogar cualquier plazo fijado en las normas, si el respetar el plazo llevaría a una injusticia, a un
perjuicio para uno de los participantes o a la infracción de un principio general del derecho vigente en
el país en el que se dictó la resolución definitiva.  Seguidamente el Panel, en obiter dicta, procedió a
establecer analogías con precedentes existentes en la legislación nacional de los Estados Unidos en
relación con el "error inocuo".159  A juicio de los Estados Unidos, esa constatación es de importancia
limitada en relación con las cuestiones que ha de estudiar este Grupo Especial.  La situación más
análoga a la del asunto Flores frescas cortadas procedentes de México sería el caso en que una parte
en una diferencia a la que se aplicase el ESD no respetase el plazo fijado para presentar una
comunicación y en que el grupo especial que examinase esa diferencia prorrogase entonces el plazo
en ejercicio de la facultad discrecional que le confieren el artículo 12 y el apéndice 3 del ESD.  Esa no
es la situación a la que se refería la investigación antidumping de Guatemala que es objeto de esta
diferencia.

5.50 Los Estados Unidos conocen dos casos en que una parte suscitó ante un grupo especial el
concepto de "error inocuo":  Brasil - Imposición de derechos compensatorios provisionales y

                                                  
158 Los Estados Unidos se refieren, por ejemplo, a las citas de asuntos sometidos a la CIJ que figuran en

el documento WT/DS8/AB/R, páginas 13 a 15.
159 Decisión del Panel de 16 de diciembre de 1996 sobre "In the Matter of Fresh-Cut Flowers from

Mexico:  Final Results of Anti-Dumping Duty Administrative Review", Secretariat File No. USA-95-1904-05,
páginas 31 a 40.
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6.3 México reiteró las propuestas de modificaciones y de adiciones a la parte expositiva del
informe que había presentado anteriormente, en la medida en que esas propuestas no habían sido
tenidas en cuenta en el informe provisional.  Guatemala reiteró sus anteriores propuestas de revisar
algunos aspectos de la parte expositiva y citó las fuentes en que se apoyaban algunas de esas
propuestas.  El Grupo Especial aceptó algunas de las modificaciones propuestas y las incorporó a su
informe definitivo.

6.4 México propuso algunas modificaciones del texto del párrafo 7.5.  Manifestó que la primera
frase no reflejaba lo que México había declarado, pero no hizo, en apoyo de esa manifestación,
ninguna referencia a sus comunicaciones anteriores.  México no expuso tampoco ningún argumento
en apoyo de las modificaciones del resto del texto del párrafo 7.5 propuestas.  El Grupo Especial ha
introducido algunas modificaciones en el texto del párrafo para aclararlo.

6.5 México propuso, sin exponer argumentos ni referencias en apoyo de su propuesta, algunas
modificaciones del texto del párrafo 7.39.  El Grupo Especial no aceptó la petición de México a este
respecto, por considerar que el texto del párrafo 7.39, en la forma en que estaba redactado, reflejaba
las opiniones del Grupo Especial.

6.6 México propuso que se modificara el texto del párrafo 8.6.  Alegaba que, habida cuenta del
"sentido general" de la recomendación del Grupo Especial y de su propuesta acerca de la aplicación,
debían hacerse determinadas modificaciones en el texto.  El Grupo Especial no aceptó la petición de
México a ese respecto, por considerar que el texto del párrafo 8.6, en la forma en que estaba
redactado, reflejaba las opiniones del Grupo Especial.

6.7 Guatemala propuso que se modificara el texto del párrafo 7.2 para reflejar el hecho de que las
consultas finalizaron antes de la imposición del derecho antidumping definitivo.  El Grupo Especial
ha modificado el párrafo en ese sentido.

6.8 Guatemala propuso que se modificara el texto del párrafo 7.3 para que reflejara que en la
solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por México no se identificaba la medida
antidumping definitiva.  El Grupo Especial no aceptó la petición de Guatemala, por cuanto ese hecho
se recoge posteriormente, en el párrafo 7.19 del informe.

6.9 Guatemala propuso sin exponer ninguna justificación o hacer ninguna referencia en apoyo de
su propuesta diversas modificaciones del texto de los párrafos 7.4, 7.6, 7.11. 7.20 y 7.21, con el fin de
que esos párrafos reflejaran fielmente los argumentos de Guatemala o de rectificar la inadecuada
exposición de esos argumentos.  El Grupo Especial accedió en parte a la petición de Guatemala, y ha
procedido a introducir las correspondientes modificaciones en esos párrafos.

6.10 Guatemala propuso que se modificara el texto de los párrafos 7.30 y 7.37, suprimiendo las
referencias que se hacen en ellos al telefax de 26 de julio de 1996 enviado por el Ministerio de
Economía de Guatemala, así como la nota 224 a pie de página.  Guatemala adujo que esa
comunicación no se transmitió en el curso del procedimiento interno antidumping de Guatemala, ni
fue incluida en el expediente administrativo de la investigación, sino que formaba parte de las
consultas informales mantenidas en el marco de la OMC entre Guatemala y México, por lo que el
Grupo Especial no debía tenerla en cuenta al formular sus constataciones.  Los argumentos de
Guatemala en apoyo de la supresión propuesta se expusieron en el procedimiento del Grupo Especial
y fueron rechazados por éste, como se refleja en la nota 224.  Además, como el Grupo Especial
manifiesta en dicha nota, el Grupo Especial, aunque no consideró que este documento fuera
determinante, llegó a la conclusión de que no era procedente hacer caso omiso de la existencia de un
documento que había sido enviado por Guatemala a México en el curso de la investigación
antidumping por uno de los funcionarios del Ministerio de Guatemala que llevaban a cabo la
investigación, y que había sido aportado al Grupo Especial en el curso de sus actuaciones.  En
consecuencia, el Grupo Especial no aceptó la petición de Guatemala a este respecto.
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7.7 Al considerar el significado que ha de atribuirse a diversas disposiciones del Acuerdo
Antidumping, tenemos presente que el párrafo 2 del artículo 3 del ESD exige a los grupos especiales
que interpreten los "acuerdos abarcados", incluido el Acuerdo Antidumping, "de conformidad con las
normas usuales de interpretación del derecho internacional público".  La norma sobre interpretación
de los tratados contenida en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los
Tratados ("Convención de Viena"), se ha "elevado a la condición de norma del derecho internacional
consuetudinario o general".208  El párrafo 1 del artículo 31 de la Convención de Viena dispone lo
siguiente:

"Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya
de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su
objeto y fin."

Además, el párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena al definir expresamente el contexto
del tratado incluye el texto del tratado.  Por ello, no nos cabe ninguna duda de que el texto integro del
Acuerdo Antidumping es pertinente para realizar una interpretación correcta de cualquier disposición
determinada del mismo.209

7.8 En esta diferencia, nuestras facultades se rigen por las disposiciones del Acuerdo
Antidumping y del ESD.  El párrafo 2 del artículo 1 del ESD, en la parte pertinente, dispone lo
siguiente:

"Las normas y procedimientos del presente Entendimiento [el ESD] se aplicarán sin
perjuicio de las normas y procedimientos especiales o adicionales que en materia de
solución de diferencias contienen los acuerdos abarcados y se identifican en el
Apéndice 2 del presente Entendimiento.  En la medida en que exista una discrepancia
entre las normas y procedimientos del presente Entendimiento y las normas y
procedimientos especiales o adicionales enunciadas en el Apéndice 2, prevalecerán
las normas y procedimientos especiales o adicionales enunciadas en el Apéndice 2."

El Apéndice 2 incluye a los párrafos 4 a 7 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping entre las normas
y procedimientos especiales o adicionales a los que hace referencia el párrafo 2 del artículo 1.

7.9 Por lo tanto, en la medida en que haya una diferencia entre el ESD y el párrafo 4 del
artículo 17 del Acuerdo Antidumping, prevalece el párrafo 4 del artículo 17, que dispone lo siguiente:

"Si el Miembro que haya pedido las consultas considera que las consultas celebradas
en virtud del párrafo 3 no han permitido hallar una solución mutuamente convenida, y
si la autoridad competente del Miembro importador ha adoptado medidas definitivas
para percibir derechos antidumping definitivos o aceptar compromisos en materia de
precios, podrá someter la cuestión al Órgano de Solución de Diferencias ("OSD").
Cuando una medida provisional tenga una repercusión significativa y el Miembro que
haya pedido las consultas estime que la medida ha sido adoptada en contravención de
lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 7, ese Miembro podrá también someter la
cuestión al OSD."  (Sin negritas en el original).

                                                  
208 Estados Unidos - Pautas para la gasolina reformulada y convencional, WT/DS2/AB/R, 29 de abril

de 1996, páginas 19 y 20.
209 También hemos tenido presente que, si bien los informes adoptados de grupos especiales no son

vinculantes para los grupos especiales posteriores, esos informes "crean expectativas legítimas entre los
Miembros de la OMC y, por consiguiente, deben tenerse en cuenta cuando son pertinentes para una diferencia".
Japón - Impuestos sobre las bebidas alcohólicas WT/DS8/AB/R, WT/DS10/AB/R, WT/DS11/AB/R, 4 de
octubre de 1996, página 18.  Los informes no adoptados de grupos especiales, por otra parte, no tienen ninguna
condición jurídica en el sistema de la OMC, aunque un grupo especial pueda encontrar orientaciones útiles en el
razonamiento seguido en un informe, en la medida en que lo considere pertinente. Ídem página 18.
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7.10 El párrafo 4 del artículo 17, a primera vista, no dispone que pueda solicitarse la actuación de
un grupo especial solamente con respecto a determinado tipo de "medida" identificada.  Dispone que
si han fracasado las consultas celebradas en virtud del párrafo 3 del artículo 17, y si se han adoptado
medidas definitivas para percibir derechos antidumping definitivos o se han aceptado compromisos en
materia de precios, podrá someterse la "cuestión" al OSD en virtud del párrafo 4 del artículo 17.210

Asimismo, si una medida provisional tiene una repercusión significativa, y si se considera que ha sido
adoptada en contra de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 7 del Acuerdo Antidumping, la
"cuestión" puede ser sometida al OSD.

7.11 El problema que tenemos ante nosotros, en consecuencia, constituye la "cuestión" que puede
ser sometida al OSD en virtud del párrafo 4 del artículo 17.  Guatemala sostiene que la "cuestión"
debe relacionarse con la compatibilidad de una "medida" -provisional o definitiva, o de un
compromiso en materia de precios- con el Acuerdo Antidumping.  No podemos estar de acuerdo con
esta interpretación restrictiva del término "cuestión" del párrafo 4 del artículo 17.  A nuestro juicio la
"cuestión" que puede ser sometida al OSD es aquella "cuestión" con respecto a la cual el Miembro
solicitó la celebración de consultas en virtud del párrafo 3 del artículo 17 del Acuerdo Antidumping.

7.12 El propio párrafo 3 del artículo 17 no se limita a las consultas con respecto a un tipo
específico de medida, sino que tiene un alcance mucho más amplio.  Dispone lo siguiente:

"Si un Miembro considera que una ventaja resultante para él directa o indirectamente
del presente Acuerdo se halla anulada o menoscabada, o que la consecución de uno
de los objetivos del mismo se ve comprometida, por la acción de otro u otros
Miembros, podrá, con objeto de llegar a una solución mutuamente satisfactoria de la
cuestión, pedir por escrito la celebración de consultas con el Miembro o Miembros
de que se trate."  (Sin negritas en el original).

El texto del párrafo 3 del artículo 17, a primera vista, no requiere que haya una "medida" con respecto
a la cual se solicite la celebración de consultas, sino solamente que exista anulación o menoscabo de
alguna ventaja.211  Esa anulación o menoscabo podría plantearse simplemente en una situación en la
que las autoridades investigadoras de un Miembro no respetaran una obligación establecida en el
Acuerdo Antidumping con respecto al procedimiento.

7.13 Reconocemos que el párrafo 3 del artículo 17 no está identificado en el Apéndice 2 del ESD
como norma o procedimiento especial o adicional en materia de solución de diferencias.  No obstante,
está mencionado específicamente en el párrafo 4 del artículo 17 que, como se ha señalado, dispone
que si "las consultas celebradas en virtud del párrafo 3 [del artículo 17] no han permitido hallar una
solución mutuamente convenida ... " podrá someterse la cuestión al OSD.  A nuestro juicio, esta
referencia exige que el párrafo 3 del artículo 17 sea interpretado de manera tal que tengan efecto las
disposiciones del párrafo 4 del artículo 17, las que prevalecen frente a cualquier disposición no
conforme del ESD.  En consecuencia, si el párrafo 3 del artículo 17 exige algo distinto del
correspondiente artículo 4 del ESD, deben prevalecer las disposiciones del párrafo 3 del artículo 17,
pues de lo contrario el párrafo 4 del artículo 17 no podría tener pleno efecto.  Es decir, en la medida
en que el párrafo 4 del artículo 17 pueda exigir procedimientos distintos a los del ESD, el párrafo 3 de
dicho artículo debe leerse de manera tal que esos procedimientos tengan efecto.

                                                  
210 De hecho, el párrafo 4 del artículo 17 no se refiere para nada a una "medida definitiva" (final

measure), hace en cambio referencia a si se han "adoptado medidas definitivas (final action) para percibir
derechos antidumping definitivos o aceptar compromisos en materia de precios ...".  La única referencia a
"medida" (measure) en el párrafo 4 del artículo 17 es la referencia a las "medidas provisionales", que contiene la
segunda frase de ese artículo.

211 Como se examina más adelante, este texto refleja las disposiciones del artículo XXIII del GATT
de 1994.
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de establecimiento y, en consecuencia, no se nos han sometido adecuadamente220, 2) que
determinadas reclamaciones no fueron planteadas en la solicitud de celebración de consultas y, en
consecuencia no se nos han sometido adecuadamente221, y 3) que algunas reclamaciones nuevas
fueron planteadas durante el procedimiento del Grupo Especial y no se nos han sometido
adecuadamente.222

7.29 Dado que en este caso, no nos ocupamos del fondo de las reclamaciones impugnadas que se
mencionan en el párrafo precedente, no consideramos ni necesario ni procedente llegar a ninguna
conclusión con respecto a si dichas reclamaciones están comprendidas en nuestro mandato.223

C. Omisión de la notificación al gobierno exportador de conformidad con el párrafo 5 del
artículo 5

7.30 Los hechos relativos a esta cuestión no son objeto de diferencia. El 11 de enero de 1996, el
Ministerio publicó el aviso de la iniciación de una investigación antidumping con respecto a las
importaciones supuestamente objeto de dumping de cemento portland gris procedentes de Cruz Azul
de México.  El aviso disponía, en la parte pertinente:

"Se convoca a los importadores, exportadores, representantes del Gobierno de
México y a cualquier persona que considere tener un interés legítimo en el resultado
de la investigación que se llevará adelante, para que comparezca ante el Ministerio de
Economía (8a, Avenida, 10-43 zona 1, en la ciudad de Guatemala) a manifestar lo
que en derecho corresponda, acreditando dicho interés dentro de un plazo de
treinta días, a partir de la publicación de este aviso.  Se otorga igual plazo a las
partes interesadas para que se presenten las argumentaciones y pruebas
complementarias que estimen pertinentes."  (Sin negritas en el original).

El aviso fue publicado en cumplimiento de la resolución del Ministerio, de fecha 9 de enero de 1996,
que, en la parte pertinente, indicaba que el Ministerio:

                                                  
220 Las objeciones de Guatemala a este respecto se relacionan con las siguientes reclamaciones:
- que Guatemala consideró inadecuadamente el aumento en las importaciones provenientes de

Cruz Azul;
- que Guatemala consideró inadecuadamente la caída en el precio al producto;
- que Guatemala consideró inadecuadamente la pérdida de clientes;

- que Guatemala consideró inadecuadamente la probabilidad de un aumento inminente en las
importaciones de México hacia Guatemala;

- que Guatemala violó los artículos 6.1, 6.2 y 6.8 al no aceptar la "evidencia contable técnica"
de Cruz Azul del valor normal y del precio de exportación;

- que Guatemala violó los artículos 6.5.1 y 6.5.2 al aceptar información confidencial de
Cementos Progreso sin requerir versiones públicas o las razones por las cuales se requería un
tratamiento confidencial;  y

- que Guatemala violó los artículos 6.1 y 6.2 del Acuerdo Antidumping al no establecer plazos
específicos para que Cruz Azul presentara información para defender sus intereses.

221 Las objeciones de Guatemala a este respecto se relacionan con las siguientes reclamaciones:
- que Guatemala violó el artículo 5.2 al iniciar la investigación sin haber recibido información

relativa a las importaciones de la Dirección General de Aduanas;  y
- que Guatemala violó el artículo 6.1.3 por no haber proporcionado a Cruz Azul y al Gobierno

de México una copia del texto completo de la solicitud tan pronto como Guatemala inició la
investigación.

222 Las objeciones de Guatemala a este respecto se relacionan con la reclamación siguiente:
- que el Ministerio emitió inadecuadamente la determinación preliminar positiva de amenaza de

daño consiguiente, porque no tomó en cuenta que de 1994 a 1995 el valor de las ventas de
Cementos Progreso aumentaron un 21,9 por ciento y sus beneficios netos aumentaron un 22,8
por ciento en Quetzales nominales, no ajustados a la inflación.

223 Estados Unidos - Medida que afecta a las importaciones de blusas y camisas de tejidos de lana
procedentes de la India, WT/DS33/AB/R, 25 de abril de 1997, página 21.
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documentada" y antes de proceder a iniciar una investigación, debe efectuarse una notificación al
gobierno del Miembro exportador.  Así pues, en algún momento del período comprendido entre dos
hechos concretos, debe avisarse al Miembro exportador.225  Para resolver la controversia en esta
cuestión es preciso determinar lo que se entiende por "antes de proceder a iniciar".

7.34 A nuestro juicio, la nota 1 a pie de página al Acuerdo Antidumping resulta útil a este respecto.
Dicha nota define la "iniciación de una investigación" de la siguiente forma:

"En el presente Acuerdo se entiende por "iniciación de la investigación" el trámite por
el que el Miembro inicia o comienza formalmente una investigación según lo
dispuesto en el artículo 5."

En conexión con esta definición, el párrafo 5 del artículo 5 obliga a un Miembro a notificar al
gobierno del Miembro exportador antes de proceder al "trámite por el que [...] inicia o comienza
formalmente la investigación".  En consecuencia, para decidir sobre la cuestión, hemos de determinar
cuál fue el trámite por el que Guatemala inició formalmente la investigación.  En las circunstancias
del asunto que se examina, hemos llegado a la conclusión de que el trámite por el que Guatemala
inició formalmente la investigación de que se trata fue la publicación del aviso el 11 de enero de 1996.

7.35 En la decisión del Director de Integración Económica de 15 de diciembre de 1995 en la que se
basaba la resolución del Ministerio de iniciar la investigación se declaraba expresamente que se
consideraría fecha de iniciación de la investigación la fecha de publicación del aviso en el Diario
Oficial.  En la resolución del 9 de enero de 1996 del Ministerio se anunciaba su decisión de dar aviso
público de dicha iniciación, que surtiría efectos el día en que se publicara el aviso en el Diario Oficial.
En el aviso, publicado el 11 de enero de 1996, se invitaba a las partes interesadas a manifestar su
interés jurídico en el asunto dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la publicación del aviso, y a
presentar dentro de ese mismo plazo las alegaciones y pruebas complementarias.  A nuestro parecer,
esos hechos llevan inevitablemente a la conclusión de que la fecha de iniciación fue la fecha de
publicación del aviso.

7.36 La tesis de Guatemala requeriría que llegáramos a la conclusión de que "el trámite por el que
[Guatemala] inici[ó] formalmente" la investigación en el presente caso fue el envío por el Ministerio a
la Dirección General de Aduanas de una carta en la que se solicitaba información sobre los volúmenes
de importación.  A nuestro parecer, no cabe interpretar razonablemente que este trámite de la
investigación, realizado por el personal de la autoridad investigadora y que con toda seguridad no fue
conocido por ninguna de las partes en la investigación ni por el público, constituya el comienzo
formal de una investigación.  Las prescripciones del Acuerdo Antidumping en materia de notificación
proclaman expresamente la importancia del aviso público de los actos de las autoridades
investigadoras, incluida la iniciación.  No podemos admitir que se considere que el acto de iniciación
de una investigación sea un hecho cuya fecha no es conocida por el público ni por las partes.  Sin
duda, el envío de la carta del Ministerio a la Dirección General de Aduanas puede haber sido el primer
paso en el proceso de investigación, pero ello es algo enteramente distinto del trámite por el que se
inicia la investigación.

7.37 Además, hay varios factores que abonan la idea de que Guatemala tal vez no haya sostenido
siempre la tesis que ha mantenido ante el Grupo Especial.  Como se ha indicado antes, la decisión del
15 de diciembre de 1995 del Director de Integración Económica en la que se basa la resolución del
Ministerio de iniciar la investigación declara expresamente que se considerará fecha de iniciación de
la investigación la fecha de publicación del aviso.  En segundo lugar, en el aviso efectivamente
publicado no se aplaza el comienzo de la investigación hasta un momento posterior, sino que, por el
contrario, se da a las partes interesadas un plazo de 30 días contados a partir de la fecha de la

                                                  
225 Hay que señalar que el Acuerdo no especifica el contenido de ese aviso.  México no ha alegado que

el contenido del aviso dado por Guatemala fuera insuficiente.  En consecuencia, no hemos llegado a ninguna
conclusión a ese respecto.
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indicación alguna de que el Ministerio dispusiera de ninguna otra información sobre el dumping ni
estudiase ninguna otra información de esa índole.

7.62 Las dos facturas reflejan dos ventas distintas al por menor de un saco de cemento de peso no
determinado.  Los documentos de importación reflejan dos transacciones de importación distintas al
nivel del distribuidor (o al por mayor) de varios millares de sacos de cemento, cada uno de los cuales
pesaba 94 libras (42,6 kg).  El margen de dumping alegado se calculaba en la solicitud comparando el
precio medio al por menor del cemento comprado en México (convertido en quetzales de Guatemala a
los tipos de cambio entonces vigentes) con el valor c.i.f. del cemento importado en Guatemala
(convertido en quetzales de Guatemala a los tipos entonces vigentes).  El Ministerio, basándose en
esta información, recomendó que se iniciase la investigación.  A nuestro juicio, en esa comparación se
hace caso omiso de problemas evidentes que presentan los datos:  1) el volumen de las transacciones
era muy diferente, y 2) las transacciones se hicieron a niveles comerciales diferentes.

7.63 Aunque en general estamos de acuerdo con Guatemala en que no hay un volumen "mínimo"
de documentación que deba presentarse para probar que existe dumping, ello no significa que
cualquier documentación sea suficiente para justificar la iniciación de la investigación en un caso
determinado.  Guatemala también argumenta que las consideraciones arriba expuestas se abordan
solamente en el artículo 2 del Acuerdo Antidumping, al que no se remite el párrafo 2 del artículo 5, y
que, por consiguiente, no son de interés a los efectos de la determinación de incoar la investigación.
No podemos aceptar la interpretación del Acuerdo Antidumping hecha por Guatemala a este respecto.
En este caso, consideramos que el Ministerio, basándose en una evaluación imparcial y objetiva de la
información de que disponía, no podría correctamente haber determinado que existían pruebas
suficientes de dumping que justificasen la iniciación de la investigación.

7.64 A nuestro juicio, al evaluar si existen pruebas suficientes de dumping que justifiquen la
iniciación de la investigación, la autoridad investigadora no puede hacer caso omiso de lo dispuesto
en el artículo 2 del Acuerdo Antidumping.  El párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo exige que la
solicitud incluya pruebas de la existencia de "dumping", y el párrafo 3 del artículo 5 exige que se
determine si existen pruebas "suficientes" que justifiquen la iniciación de una investigación.  En el
artículo 2 del Acuerdo Antidumping se indican los elementos técnicos del cálculo del dumping,
incluyendo las prescripciones aplicables para determinar el valor normal, el precio de exportación y
los ajustes necesarios para poder hacer una comparación equitativa.  En nuestra opinión, la referencia
que en el párrafo 2 del artículo 5 se hace al "dumping" ha de entenderse como una referencia al
dumping tal como se define éste en el artículo 2.  Esto no significa, desde luego, que el volumen y la
calidad de las pruebas presentadas en la solicitud hayan de ser los que serían necesarios para hacer
una determinación preliminar o definitiva de la existencia de dumping.  No obstante, a nuestro parecer
se necesitan pruebas del tipo pertinente en un caso como el que se examina, en el que es evidente, a
juzgar por la solicitud, que el valor normal y el precio de exportación alegados en la solicitud habrán
de ser ajustados para poder efectuar una comparación equitativa.  Como mínimo, se debería reconocer
de algún modo que para hacer una comparación equitativa se requerirán tales ajustes.

7.65 Guatemala aduce que en el momento de la iniciación no era posible efectuar ajustes, ya que la
compañía exportadora, a la que incumbe la carga de probar la necesidad de efectuar ajustes, controla
la información concreta necesaria a tal fin.  No podemos aceptar esta posición.  El párrafo 4 del
artículo 2 dispone, en su parte pertinente, que:

                                                                                                                                                             
por Cruz Azul a Dist. Comercial Molina el 11 de agosto de 1995 a un precio unitario de 2,45 dólares EE.UU.,
un conocimiento de embarque de 14 de agosto de 1995 y una póliza de importación de 15 de agosto de 1995.  El
segundo grupo de documentos comprende una factura de la venta de 4.221 "bolsas" de "cemento portland gris"
(identificado también como "cemento portland compuzolana gris 11 en bolsas de 94 libras") por Cruz Azul a
Distribuidora de León el 11 de agosto de 1995 a un precio unitario de 2,45 dólares EE.UU., un conocimiento de
embarque de 14 de agosto de 1995 y una póliza de importación de 15 de agosto de 1995.
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"Se realizará una comparación equitativa entre el precio de exportación y el valor
normal.  Esta comparación se hará en el mismo nivel comercial, normalmente el nivel
"ex fábrica", y sobre la base de ventas efectuadas en fechas lo más próximas posible.
Se tendrán debidamente en cuenta en cada caso, según sus circunstancias particulares,
las diferencias que influyan en la comparabilidad de los precios, entre otras las
diferencias en las condiciones de venta, las de tributación, las diferencias en los
niveles comerciales, en las cantidades y en las características físicas, y cualesquiera
otras diferencias de las que también se demuestre que influyen en la comparabilidad
de los precios.7

_____________________

7 Queda entendido que algunos de los factores arriba indicados pueden superponerse,
y que las autoridades se asegurarán de que no se dupliquen ajustes ya realizados en
virtud de la presente disposición."

A nuestro juicio, esta disposición impone a las autoridades investigadoras la obligación de proceder a
una comparación equitativa.  Las autoridades investigadoras pueden indudablemente esperar que los
exportadores proporcionen la información necesaria para efectuar ajustes y demuestren que las
diferencias particulares por las que se pide que se hagan los ajustes afectan a la comparabilidad de los
precios.  Sin embargo, las autoridades no pueden, a nuestro juicio, hacer caso omiso de la cuestión del
carácter equitativo de la comparación para determinar si existen pruebas suficientes de dumping que
justifiquen la iniciación de las investigaciones, particularmente cuando la necesidad de ajustes resulta
evidente a juzgar por la solicitud.  Además, el país exportador o la compañía exportadora pueden no
saber siquiera que se ha presentado una solicitud y que se está considerando la iniciación de una
investigación, y, en todo caso, generalmente no toman parte en la adopción de la decisión sobre la
iniciación, por lo que no pueden proporcionar esa información antes de la iniciación.  Así pues, con la
posición de Guatemala sería más probable que las investigaciones se iniciasen basándose en pruebas
insuficientes o incorrectas de dumping.

7.66 En este caso es evidente, a juzgar por la solicitud, que el valor normal alegado y el precio de
exportación alegado no son comparables, sin proceder a ajustes, a los efectos de considerar si existe
dumping sin ajuste.  La recomendación hecha al Director de Integración Económica refleja esa falta
de comparabilidad cuando se declara que el valor normal es el precio medio para el consumidor final
y que el precio de exportación es la media de los valores c.i.f.  Sin embargo, ni en la recomendación
ni en el aviso de iniciación se reconoce la necesidad de ningún ajuste.  Aunque no creemos que fuera
de esperar que las autoridades tuvieran, en la fase de la iniciación, información exacta sobre los
ajustes que había que introducir, consideramos particularmente inquietante que no se reconociera en
forma alguna que el valor normal y el precio de exportación alegados en la solicitud no eran
comparables, y que no hubiera ninguna indicación de que el Ministerio hubiera pedido más
información al respecto al solicitante o hubiera tratado de conseguir de otro modo esa información.
Cuando, como en este caso, resulta evidente, a juzgar por la información de que disponía la autoridad
investigadora, que se necesitaría alguna forma de ajuste para poder hacer una comparación equitativa
y establecer un margen de dumping, una autoridad investigadora imparcial y objetiva no podría, en
nuestra opinión, determinar correctamente que había pruebas suficientes de dumping que justificasen
la iniciación de la investigación a falta de tal ajuste o al menos sin reconocer la necesidad de tal
ajuste.241

7.67 Como se ha indicado más arriba, aunque evidentemente son distintos los criterios aplicables
para hacer una determinación preliminar o definitiva de la existencia de dumping y para determinar

                                                  
241 Como se ha señalado más arriba, el hecho de que la información necesaria para considerar ese ajuste

pudiera no haber estado razonablemente al alcance del solicitante no hace que la falta de información se
convierta en prueba suficiente para justificar la iniciación.  Por ejemplo, la autoridad investigadora podría
estudiar la experiencia de la propia rama de producción nacional a fin de obtener información sobre los ajustes.
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inferiores al valor normal de venta al consumidor mexicano, por lo que la empresa
está siendo amenazada por un daño inminente, de conformidad con los aspectos
siguientes:

El cemento ingresado a Guatemala por vía terrestre, con precios inferiores a
su valor normal, afecta directamente las inversiones de la empresa, fundamentalmente
en la programación de mejoras y ampliación de la planta, inversiones que incluyen:

- Ampliación de molienda de materia prima dentro de la misma planta.
- Optimización de la planta.
- Construcción de un tercer horno en la planta de San Miguel Sanarate.
- Reconversión del sistema eléctrico actual, consistente en la

transformación de la planta que actualmente utiliza bunker como
combustible.

- Para los efectos de la ampliación descrita se necesita como mínimo
un contingente de 400 personas más, las que ya no se utilizarán al
pararse dichos trabajos.

- Con inversiones de cemento con precios menores que su costo, la
empresa preferiría convertirse en importadora y no productora.

- Pérdidas de segmento de mercado.
- Si se convirtiera en importadora, se vería obligada a despedir a

1.052 trabajadores, con los consiguientes problemas sociales que esto
conlleva.

- Se perdería la especialización en la planta, o sea lo que se llama
transferencia de tecnología."

7.70 En la solicitud no hay nada que apoye estas afirmaciones.  Consideramos que esto es
particularmente inquietante, dado que la información pertinente, tal como los datos sobre los niveles
de empleo y sobre la capacidad para financiar expansiones y otros proyectos, está exclusivamente en
manos del solicitante, en cuyo interés redundaría proporcionar esa información en apoyo de su
pretensión de que existe una amenaza de daño.  Llegamos por ello a la conclusión de que una
autoridad investigadora imparcial y objetiva no podría correctamente determinar que las pruebas de la
existencia de una amenaza de daño presentadas al Ministerio eran suficientes para justificar la
iniciación de la investigación.

7.71 Se dijo que la preocupación de los productores nacionales por mantener confidencial la
información comercial delicada podría explicar el hecho de que el solicitante no proporcionase más
información específica sobre sus propias operaciones, es decir, información sobre las ventas,
información financiera, etc., que pudiera corroborar su afirmación de que existía una amenaza de daño
importante.  Ahora bien, tanto el Acuerdo Antidumping como la legislación de Guatemala regulan el
trato confidencial de la información cuando ello está justificado.  Así pues, el hecho de que se
considere confidencial la información pertinente no justifica que no se presente tal información
pertinente junto con la solicitud para demostrar las afirmaciones que se hacen en ésta.  Guatemala
argumentó ante el Grupo Especial que el solicitante no está obligado a incluir pruebas documentales
de la existencia de una amenaza de daño.  A juicio de Guatemala, la afirmación de que Cementos
Progreso se enfrentaba con una amenaza de daño importante quedaba demostrada por la declaración
de que, si los productos de importación objeto de dumping continuaban vendiéndose a precios de
dumping, Cementos Progreso tendría que cancelar sus planes de ampliar y modernizar sus
instalaciones de producción.  Sin embargo, a nuestro juicio esto no es una prueba de las afirmaciones,
sino meramente declaraciones del solicitante.244  Por "pruebas suficientes que justifiquen la iniciación
de una investigación" se ha de entender, a nuestro juicio, algo cuya "exactitud y pertinencia" puedan

                                                  
244 Señalamos que no ponemos en tela de juicio la veracidad de esas declaraciones.  Sin embargo, el

que una declaración responda a la realidad no significa que esté apoyada por las pruebas pertinentes o que
constituya una prueba que demuestre otras declaraciones.
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asunto, no podía correctamente haber determinado que existían pruebas suficientes de dumping, de
amenaza de daño y de relación causal que justificasen la iniciación de la investigación.

7.80 En consecuencia, determinamos que Guatemala no cumplió las prescripciones del párrafo 3
del artículo 5 del Acuerdo Antidumping al iniciar la investigación basándose en unas pruebas de
dumping, de daño y de relación causal que no eran "suficientes" para justificar la iniciación de la
investigación.

VIII. RECOMENDACIÓN

8.1 México argumenta que las infracciones del Acuerdo Antidumping cometidas en este asunto
llegan hasta los cimientos de la investigación antidumping realizada por Guatemala y hacen
efectivamente que esa investigación sea inválida desde un principio.  Por consiguiente, México
argumenta que hay que deshacer las consecuencias de la iniciación inválida y nos pide que
recomendemos que Guatemala:  1) revoque la medida antidumping impuesta a las importaciones de
cemento portland gris procedente de Cruz Azul, y 2) reembolse los derechos antidumping ya
percibidos.  Declinamos hacer esto.

8.2 El párrafo 1 del artículo 19 del ESD es explícito en lo que se refiere a la recomendación que
ha de hacer un grupo especial en el caso de que determine que una medida, o como en este caso un
acto, es incompatible con un acuerdo abarcado:

"[El] grupo especial [...] [recomendará] que el Miembro afectado [...] ponga [la
medida] en conformidad con ese acuerdo."  (Se omiten las notas de pie de página.)

El párrafo 1 del artículo 19 dispone luego que:

"Además de formular recomendaciones, el grupo especial o el Órgano de Apelación
podrán sugerir la forma en que el Miembro afectado podría aplicarlas."

Ahora bien, tales sugerencias sobre la aplicación no forman parte de la recomendación y no son
vinculantes para el Miembro afectado.

8.3 Así pues, un grupo especial, cuando en una controversia que llegue a la conclusión de que un
Miembro ha infringido las disposiciones del Acuerdo Antidumping, está obligado, por la redacción
del párrafo 1 del artículo 19, a recomendar que ese Miembro ponga sus actos o su medida, según el
caso, en conformidad con las disposiciones del Acuerdo Antidumping.  Además, el grupo especial
podría, a lo sumo, sugerir la forma en que a su juicio el Miembro podría adecuadamente aplicar esa
recomendación.  No obstante, las modalidades de aplicación de la recomendación de un grupo
especial o del Órgano de Apelación han de ser determinadas ante todo por el Miembro afectado.  Así
lo confirma la redacción del párrafo 3 del artículo 21 del ESD, que dispone lo siguiente:

"En una reunión del OSD que se celebrará dentro de los 30 días siguientes a la
adopción del informe del grupo especial o del Órgano de Apelación, el Miembro
afectado informará al OSD de su propósito en cuanto a la aplicación de las
recomendaciones y resoluciones del OSD."  (Se omite la nota de pie de página.)

A nuestro juicio, con esa redacción se establece claramente una distinción entre la recomendación de
un grupo especial y el medio de aplicar esa recomendación.  La primera se rige por el párrafo 1 del
artículo 19 y se limita a una forma particular.  La segunda puede ser sugerida por un grupo especial,
pero la elección de los medios incumbe, en primer lugar, al Miembro afectado.  Desde luego, es
posible que el Miembro ganador de la diferencia no quede satisfecho de la aplicación que de la
recomendación haga el otro Miembro.  El ESD reconoce esta posibilidad y dispone que se recurra a
los procedimientos de solución de diferencias para resolver tales desacuerdos.




